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1.​ DENOMINACIÓN DE LA VEEDURÍA: 

Vigilar el proceso para conservar indefinidamente bajo tierra el crudo del Bloque 43, 
de los campos ITT del Yasuní, de acuerdo al resultado de la decisión ciudadana 
expresada en la Consulta Popular del 20 de agosto del 2023. 

2.​ PERIODO DE REPORTE 
Diciembre 2023 a agosto 2025 

3.​ ETAPA DEL PROCESO 

​ Final del proceso de veeduría. 

4.​ ANTECEDENTES​
 

En el año 2013, posterior a la Declaratoria de Interés Nacional para explotar los bloques 31 

y 43 del Parque Nacional Yasuní, se conforma a nivel nacional el colectivo Yasunidos. 

Desde sus inicios, el colectivo tuvo como objetivo el llevar  a consulta popular la decisión de 

explotar o no el Bloque 43 o Yasuní ITT, más específicamente los tres campos: Ishpingo, 

Tambococha y Tiputini. Durante seis meses de trabajo, el colectivo recolectó 757.623 firmas 

en todo el país, las mismas que de manera arbitraria fueron anuladas por el Consejo 

Nacional Electoral, tras su presentación oficial en Abril 2014.El 27 de septiembre de 2022, el 

Pleno del CNE emitió la resolución PLE-CNE-1-27-9-2022, en la cual resolvió, entre otras 

medidas: 

 
. . .(i) dar cumplimiento a la sentencia dictada por el TCE; (ii) aceptar el informe de auditoría 

independiente; (iii) otorgar el certificado de legitimidad democrática a favor del Colectivo 

Yasunidos; y, (iv) remitir a la Corte Constitucional la documentación para que emita dictamen 

de constitucionalidad. 

 

El 9 de mayo de 2023, la Corte Constitucional del Ecuador emitió el Dictamen No. 

6-22-CP/23, mismo que fue favorable para dar paso a la consulta popular formulada por el 

colectivo YASunidos, validando se consulte a la ciudadanía lo siguiente: 

 
¿Está usted de acuerdo con que el gobierno ecuatoriano mantenga el crudo del ITT, 

conocido como bloque 43, indefinidamente bajo el subsuelo? 
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De conformidad con lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP/23, las medidas a implementar, en 

caso de un pronunciamiento afirmativo del electorado, se realizarán a través de un retiro 

progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la extracción de petróleo en un 

término no mayor a un año desde la notificación de los resultados oficiales. Adicionalmente, 

el Estado no podrá ejercer acciones tendientes a iniciar nuevas relaciones contractuales para 

continuar con la explotación del bloque 43 

 

El 23 de mayo de 2023 se dispuso iniciar la fase de seguimiento del Dictamen No. 

6-22-CP/23 para las elecciones de agosto de 2023. Luego de un proceso arduo de 

campaña electoral, el 20 de agosto de 2023 se llevaron a cabo los comicios y el 31 de 

agosto el Consejo Nacional Electoral proclamó los resultados definitivos de la Consulta 

Popular por el Yasuní, obteniendo la opción del Sí el 58,91% de votos, resultado que ratificó 

que la ciudadanía ecuatoriana decidió mantener el crudo del Yasuní ITT bajo suelo. 

 

El Dictamen N° 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional estableció que, ante el 

pronunciamiento mayoritario por el SÍ en la Consulta Popular del 20 de agosto de 2023, 

corresponde el retiro progresivo y ordenado de las actividades de extracción, en el término 

de un año, así como: 

  

●​ Dejar sin efecto los permisos y licencias ambientales que se hayan otorgado a EP 

Petroecuador para la explotación del bloque 43;  

●​ Reparar cualquier pasivo ambiental que exista 

●​ Precautelar la protección de los territorios ancestrales de los PIAV. 

●​ Evitar acciones tendientes a iniciar nuevas relaciones contractuales para continuar 

con la explotación de petróleo en el bloque 43; y, 

●​ Adoptar medidas inmediatas para la reparación de la naturaleza, la protección del 

territorio de los PIAV, entre otras acciones, a través de los ministerios competentes. 

  

A efectos de monitorear el cumplimiento de la Consulta Popular en los términos 

determinados por la Corte Constitucional, se conformó la Veeduría Ciudadana encargada de 

“VIGILAR EL PROCESO PARA CONSERVAR INDEFINIDAMENTE BAJO TIERRA EL 
CRUDO DEL BLOQUE 43, DE LOS CAMPOS ITT DEL YASUNÍ, DE ACUERDO AL 
RESULTADO DE LA DECISIÓN CIUDADANA EXPRESADA EN LA CONSULTA 
POPULAR DEL 20 DE AGOSTO DEL 2023” bajo la Resolución Nro. 

CPCCS-SNCS-2023-0041-RES de 25 de diciembre de 2023. 
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Este proceso de veeduría ciudadana se sustenta en el mandato constitucional, 

particularmente en los artículos 18, 66 numeral 23 y 95 que establece: 

 
Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera 

protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el 

control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un 

proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La participación se orientará por 

los principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control 

popular, solidaridad e interculturalidad. (Lo subrayado es nuestro) 

 

Igualmente, el artículo 204 de la Constitución de la República del Ecuador en su párrafo 

inicial reconoce el derecho al control social declarando que “El pueblo es el mandante y 

primer fiscalizador del poder público, en ejercicio de su derecho a la participación (…)”. 

 

Por otro lado, el artículo 84 de la Ley Orgánica de Participación ciudadana reconoce a las 

veedurías ciudadanas como una de las modalidades de control social de la gestión de lo 

público que permite conocer, informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones y 

pedir la rendición de cuentas de las servidoras y los servidores de las instituciones públicas. 

En concordancia con tal mandato legal el Reglamento General de Veeduría Ciudadana 

establece entre las atribuciones de las personas que integran las Veedurías ciudadanas: 

 

●​ Solicitar información o documentos necesarios para el desempeño de su actividad a 

cualquier servidor/a público/a, o persona natural o jurídica que tenga vinculación con 

el objeto de la veeduría (artículo 17 literal g) 

●​ Fiscalizar la ejecución de planes, programas, proyectos, obras o servicios públicos, 

así como las actuaciones de los servidores/as públicos o empleados/as o 

trabajadores privados (artículo 17 literal a) 

●​ Conocer los procesos que correspondan antes, durante y después de la ordenación 

de gastos en el programa, plan, proceso, proyecto o contrato objeto de la veeduría 

(artículo 17 literal d) 

 

A efectos de lo anterior, el artículo 87 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y el 

artículo 11 del Reglamento General de Veeduría Ciudadana establece la obligación de las 

instituciones públicas, privadas y sociales cuyas actividades afecten los intereses de la 

sociedad, de garantizar el acceso a la información que los procesos de veeduría requieran 

para cumplir sus objetivos. 
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Concordante con la citada normativa, en atención a la Resolución del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS) Nro. CPCCS-SNCS-2023-0041-RES de 

25 de diciembre de 2023, corresponde a esta Veeduría Ciudadana la labor de vigilar el 

proceso para conservar indefinidamente bajo tierra el crudo del bloque 43, de los campos 

ITT del Parque Nacional Yasuní. Para tal fin, es preciso verificar las disposiciones 

normativas ecuatorianas que competen al proceso de Plan de Cierre y Abandono, mismas 

que deben ajustarse a las disposiciones ambientales y operativas que se encuentran 

vigentes. 

 

El 9 de mayo del 2023, mediante el dictamen No. 6-22-CP/23, la Corte Constitucional del 

Ecuador tuvo una sentencia favorable a la solicitud de consulta popular para mantener el 

crudo del bloque 43 indefinidamente bajo el subsuelo, con la pregunta: ¿Está usted de 

acuerdo con que el gobierno ecuatoriano mantenga el crudo del ITT, conocido como bloque 

43, indefinidamente bajo el subsuelo?. Votación que se realizó el 20 de agosto del 2023. 

Sobre esto, la Corte Constitucional menciona: En caso de un pronunciamiento afirmativo del 

electorado, se realizará a través de un retiro progresivo y ordenado, toda actividad 

relacionada a la extracción de petróleo en un término no mayor a un año desde la 

notificación de los resultados oficiales. Adicionalmente, el Estado no podrá ejercer acciones 

tendientes a iniciar nuevas relaciones contractuales para continuar con la explotación del 

bloque 43. 

 

El 31 de agosto del 2023, el Consejo Nacional Electoral proclamó los resultados definitivos 

de las votaciones dando como ganadora la opción de mantener el crudo bajo tierra en el 

bloque 43 del Parque Nacional Yasuní, con un porcentaje de la votación del 58.95% del 

electorado nacional. 

 

El 27 de diciembre de 2023, mediante el Oficio Nro. CPCCS-SNCS-2023-0377-OF el 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social notificó de la creación, registro, 

capacitación y acreditación de la Veeduría Ciudadana para: “VIGILAR EL PROCESO PARA 

CONSERVAR INDEFINIDAMENTE BAJO TIERRA EL CRUDO DEL BLOQUE 43, DE LOS 

CAMPOS ITT DEL YASUNÍ, DE ACUERDO AL RESULTADO DE LA DECISIÓN 

CIUDADANA EXPRESADA EN LA CONSULTA POPULAR DEL 20 DE AGOSTO DE 2023”, 

la cual tendrá una duración de 10 meses a partir del 26 de diciembre de 2023.  

 

El 14 de diciembre de 2023, mediante el Oficio Nro. CPCCS-SNCS-2023-0364-OF se 

informó al CPCCS que la coordinación de la veeduría estaría conformada de la siguiente 

manera: Coordinadora: Sofía Torres, Co-cordinadora: Coralia Montoya y Secretario: Alex 
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Samaniego. En el mismo oficio se enumeró las instituciones a ser observadas en este 

proceso, siendo estas: 

 

●​ Corte Constitucional 

●​ Ministerio de Energía y Minas 

●​ Ministerio de DDHH y de la Mujer 

●​ Petroecuador 

●​ Defensoría del Pueblo 

●​ Ministerio de Ambiente, Agua y Transición Ecológica 

 

El resto de personas que integran la veeduría ciudadana son: 

 

●​ Natalia Andrea Greene López 

●​ David Alejandro Cañas Sigüenza 

●​ Ramiro Fernando Reyes Cisneros 

●​ Eugenia Patricia Novoa Zubiría 

●​ Natalia Elena Roca Pogo 

●​ Nely Alexandra Almeida Albuja 

●​ Roberto David Fajardo Torres 

●​ Jorge Enrique Forero Forero 

●​ Jennifer Karina Rivera López 

●​ Antonio José Malo Larrea 

●​ Daniela Estefanía Escobar Serrano 

 

Desde la conformación de la Veeduría Ciudadana, sus integrantes han desarrollado las 

actividades con total apego a las normas vigentes, con la finalidad de dar cumplimiento al 

mandato popular ecuatoriano. Como parte de este trabajo se entregó un informe parcial el 5 

de septiembre de 2024 con el fin de compartir la información encontrada que evidenciaba 

graves indicios del incumplimiento de la Consulta Popular del Yasuní. Por esta razón la 

Veeduría solicitó que se apruebe el informe y que se publicara, sin embargo el Consejo de 

Participación Ciudadana no convocó jamás a la Veeduría.  

5.​ CRONOLOGÍA DE LAS REUNIONES DE ENLACE CON LAS INSTITUCIONES 
OBSERVADAS​
 

De acuerdo con el procedimiento que el CPCCS establece, en función de proteger y 

promover la vigilancia ciudadana de procesos de interés público, la veeduría  ha 
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desarrollado las reuniones que se detallan a continuación con  las respectivas entidades 

observadas: 

5.1.​ EP PETROECUADOR​
 

Mediante Oficio Nro. PETRO-EXP-2024-0015-O, el día 12 de enero del 2024 el Gerente de 

Exploración y Producción de EP Petroecuador convocó a una reunión de enlace con la 

veeduría para el martes 16 de enero del 2024, a las 15h00 en las oficinas de EP 

PETROECUADOR ubicadas en la Av. de la República y Teresa de Cepeda esq. Edificio 

Covidal, Planta Baja. 

 

A la reunión asistió la coordinación completa de la veeduría: Sofía Torres, Coralia Montoya y 

Alex Samaniego, además de un equipo de asesoría legal y un equipo de media que iba a 

grabar la reunión completa.  

 

También estuvo presente Amparo Morocho como representante del CPCCS. 

 

De parte de Petroecuador llegaron el señor Bruno Salguero GERENTE DE EXPLORACIÓN 

PETROECUADOR EP, junto con un equipo legal y técnico. Este equipo se mostró muy 

inconforme e incómodo de que la veeduría haya decidido ir con asesoría legal y con la 

intención de grabar la reunión. La parte legal de Petroecuador continuamente mencionó que 

no era necesario que estén presentes abogados o abogadas. 

 

Finalmente aceptaron la presencia del equipo legal, pero no aceptaron que dicha reunión 

fuera grabada.  

 

Acuerdos a los que se llegó: 

 

-​ El CPCCS solicita que para asistir con equipo asesor legal y/o técnico se informe a 

través de correo electrónico previo a la reunión tanto al CPCCS como a las 

instituciones con las que la veeduría se reúna en el futuro. 

-​ Para el registro audiovisual de las reuniones también el CPCCS solicita se informe a 

la institución observada que esto va a ocurrir antes de las reuniones.  

-​ Todo requerimiento oficial debe ser dirigido a la Gerente de la EP Petroecuador con 

copia a Bruno Salgado, Gerente de Exploración y Producción de Petroecuador.​
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5.2.​ DEFENSORÍA DEL PUEBLO​
 

Mediante oficio Nro DPE-CGPDHN-2024-0004-O el día 24 de enero del 2024 el 

COORDINADOR GENERAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DE LA 

NATURALEZA, Mgs. Rodrigo Fernando Varela Torres, convocó a una reunión de enlace con 

la veeduría para el 30 de enero de 2024 a las 10h00 en el edificio de la matriz de la 

Defensoría del Pueblo, ubicada en la Av. 12 de Octubre y Pasaje Nicolás Jiménez. 

 

A la reunión asistieron de parte de la veeduría: Sofía Torres, Alex Samaniego y Vivían 

Idrovo, quien forma parte de la asesoría legal de la veeduría.  

 

De parte de la Defensoría del Pueblo asistieron Rodrigo Varela Torres,  María Fernanda 

Castro y Vannessa Naranjo.  

 

Los acuerdos a los que se llegó: 

 

●​ Para poder colaborar apropiadamente con la veeduría ciudadana, la Defensoría del 

Pueblo solicitó que se le envíe los oficios en los que se solicita información a 

Petroecuador. 

●​ Hacer una reunión conjunta para ver una hoja de ruta para hacer visitas al bloque 43 

junto con la Defensoría del Pueblo. 

●​ Compartir lo solicitado a otras instituciones para que el DDP también pueda hacer un 

seguimiento. 

 

5.3.​ MINISTERIO DE ENERGÍA Y MINAS​
 

Mediante oficio Nro MEM-VH-2024-0057-OF, el día 30 de enero del 2024, el Ing. Silvio 

Daniel Torres Portilla, Viceministro de Hidrocarburos, convocó a una reunión de enlace con 

la veeduría para el 6 de febrero de 2024, en la sala de reuniones del Viceministerio de 

Hidrocarburos, a las 11h30. 

 

Aparte del personal del Ministerio de Energía y Minas, representado por un equipo legal y 

técnico, junto con el Viceministro de Hidrocarburos, también fueron invitados a esta reunión 

representantes de Petroecuador, del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, y del 

CPCCS. 
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De parte de la veeduría asistieron Sofìa Torres, Alex Samaniego y Vivian Idrovo, quien 

forma parte de la asesoría legal de la veeduría. 

 

En esta reunión el Viceministro de Energía y Minas enfatizó que la salida de Petroecuador 

del bloque 43 era muy complicada porque actualmente es la empresa petrolera que se 

encarga de dotar todos los servicios básicos a las comunidades locales. Mencionó que se 

necesita de un esfuerzo conjunto de todas las instituciones estatales e instó a la veeduría a 

incluir a todas las entidades del Estado para poder tener un gran nivel de coordinación.  

 

La veeduría a través de sus representantes en la reunión, le recordó al Viceministro que ese 

no es el trabajo de una conformación de ciudadanos y ciudadanas para vigilar un proceso 

legal, sino que es trabajo del Estado realizar estas coordinaciones entre distintas entidades 

para acatar la voluntad del pueblo expresada en la Consulta Popular. 

 

Al darse una confusión del papel de la veeduría, el Viceministro hizo una consulta al 

personal del CPCCS, preguntando si es que la veeduría tiene un papel fiscalizador. La 

ingeniera  Joselyn Mabel Hernández Maya, Subcoordinadora Nacional de Control Social (en 

el momento en que esta reunión tuvo lugar), enfatizó que la veeduría NO puede fiscalizar. 

Vale la pena mencionar que esto va directamente en contra del Reglamento General de 

Veedurías Ciudadanas que en su artículo Nro. 5 establece que: 

 

“Las veedurías ciudadanas constituyen mecanismos de seguimiento, vigilancia, 

fiscalización y control social de la gestión pública, de las personas naturales o 

jurídicas de derecho privado que manejen fondos públicos, presten servicios 

públicos o desarrollen actividades de interés público, con el objeto de conocer, 

informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones, previo, durante o posterior 

a su ejecución, así como exigir rendición de cuentas y contribuir al mejoramiento de 

la administración de lo público.” 

 

El acuerdo al que se llegó: 

 

●​ ​​Todo requerimiento oficial debe ser dirigido a la Ministra de Energía y Recursos no 

Renovables con copia al Viceministro de Hidrocarburos Silvio Torres Portilla.​
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5.4.​ MINISTERIO DE AMBIENTE Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA​
 

Mediante Oficio Nro. MAATE-MAATE-2024-0144-O el día 15 de febrero de 2024, la Mgs. 

Sade Rashel Fritschi Naranjo, Ministra de Ambiente, Agua y Transición Ecológica, convocó 

a una reunión de enlace con la veeduría para el 20 de febrero de 2024, a las 15:00, en la 

sala de reuniones de la Subsecretaría de Calidad Ambiental del Ministerio del Ambiente, 

Agua y Transición Ecológica. 

 

Las personas que asistieron de parte del MAATE a esta reunión de enlace fueron: Carlos 

Vásquez, Director de Calidad; Agustín Lara y Emiliano Vinueza, Técnicos de Calidad. 

 

De parte de la veeduría asistieron Sofía Torres, Alex Samaniego, David Cañas y Pedro 

Bermeo, quienes forman parte de la asesoría legal de la veeduría. 

 

En la reunión se habló sobre los procesos y parámetros establecidos por el Ministerio para 

el cierre y abandono de pozos petroleros así como los requerimientos para la entrega de 

permisos ambientales para los procesos de explotación petrolera. Así mismo, se preguntó a 

los funcionarios sobre el plan de cierre y abandono del Bloque 43, ante lo cual se aseguró a 

la veeduría que no existía aún un plan actualizado ni aprobado a pesar de haber realizado 

varias observaciones y peticiones a la institución responsable, Petroecuador. Finalmente se 

explicó a la veeduría que a diferencia de las empresas petroleras privadas a quienes se les 

exige una póliza para garantizar el proceso de cierre y abandono al concluir las 

operaciones, a Petroecuador, al ser una empresa estatal, no se le exige el mismo requisito. 

Por esta razón Petroecuador, aunque debería contar con un presupuesto reservado para 

realizar el cierre y abandono de las operaciones de todos los bloques que opera, no cuenta 

con dichos recursos a pesar de ser una obligación para la entrega de permisos ambientales 

para operadores privados.  

 

Los acuerdos a los que se llegó:​

 

-​ La subsecretaría de Calidad Ambiental, Nancy Sarrade, se compromete a organizar 

mesas de trabajo interinstitucionales para facilitar el monitoreo del cumplimiento de 

la Consulta Popular por parte de la veeduría. 

-​ El MAATE se compromete a entregar la información necesaria cuando se solicite de 

manera oficial, como: intercambio entre Petroecuador y MAATE sobre el Plan de 

Cierre y Abandono, informes DIM, informes de impacto ambiental, etc. 
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-​ Todo requerimiento oficial debe ser dirigido a la Ministra de Ambiente, Agua y 

Transición Ecológica con copia a la Subsecretaría de Calidad Ambiental: Nancy 

Sarrade, y el Director de Calidad Ambiental: Carlos Vásquez.​

 

5.5.​ MINISTERIO DE LA MUJER Y DERECHOS HUMANOS​
 

Mediante Oficio Nro. MMDH-SDHC-2024-0031-O, el día 16 de febrero de 2024, el Lcdo. 

Jimmy Alejandro Encalada Zury, Subsecretario de DDHH convocó a una reunión de enlace 

con la veeduría para el día martes 27 de febrero, a las 15:00, en las oficinas del MMDH, 

ubicadas en las calles General Robles E3-33 y Ulpiano Páez, en la Subsecretaría de 

Derechos Humanos, Piso 1. 

 

Las personas que asistieron de parte del Ministerio de DDHH a esta reunión de enlace 

fueron: Cumandá Pineira, Directora de Monitoreo y Seguimiento de Protección a Pueblos 

Indígenas en Aislamiento Voluntario; Bryan Marquéz, Analista del Ministerio; Jimmy 

Encalada,  Subsecretario de DDHH; y Sebastián Santacruz, Director Jurídico. 

 

De parte de la veeduría asistieron Sofía Torres, Alex Samaniego y Pedro Bermeo, quienes 

forman parte de la asesoría legal de la veeduría. 

 

Al iniciar la reunión se enfatizó que la información sobre Pueblos Indígenas en Aislamiento 

Voluntario que fue categorizada como reservada, no será compartida con la veeduría. 

Frente a esto, el asesor legal de la veeduría explicó que si bien el Estado había perdido una 

acción de acceso a la información presentada por el colectivo YASunidos y que esa 

información había sido clasificada como reservada, luego del pedido de acceso a la 

información, ese no era el objeto de la reunión.  

 

Luego de esto, el personal del Ministerio de DDHH explicó que su institución no ejecuta el 

desmantelamiento del Bloque 43 y que su responsabilidad se rige a dar parámetros para 

que el proceso sea respetuoso de los DDHH, en especial de los pueblos indígenas que 

habitan la zona, y de los PIAV. El personal del ministerio también explicó que ha sido 

complejo manejar el proceso con algunas comunidades como Kawimeno que votaron por el 

NO y que era necesario mantener una buena relación con las comunidades para poder 

ejecutar medidas de protección para los PIAV. Tanto los lineamientos (vacunas, medidas de 

seguridad, etc) de ingreso al bloque 43 como capacitaciones a nuevo personal de 

Petroecuador (o a personal de compañías con las que se terceriza el trabajo) las da el 
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Ministerio de DDHH. Además para la implementación de medidas de protección a los PIAV 

se debe coordinar con Petroecuador, FFAA, MAATE y Gobernación de Orellana. 

 

Finalmente se comunicó a la veeduría que no se ha entregado el Plan de Cierre y 

Abandono al Ministerio por parte de Petroecuador aunque han habido aportes e 

intercambios al respecto. Debido a recortes presupuestarios se busca desde el Ministerio, 

financiamientos con ONGs (Usaid, Ecociencia, etc) para cubrir proyectos y ejecutar políticas 

públicas. La ejecución de dichos fondos es de las ONGs con lineamientos del ministerio y 

en coordinación con las comunidades. 

 
Los acuerdos a los que se llegó:​

 

●​ Se han elaborado protocolos para protección de los PIAV, pero se espera aprobación 

y envío de plan de cierre. 

●​ Se propone reunión interinstitucional con expertos técnicos para resolver dudas de la 

veeduría. 

●​ La solicitud de información deberá hacerse a quien es la máxima autoridad del 

Ministerio con copia a Cumandá Pineira y Bryan Marquéz 

●​ La ejecución del cierre es competencia exclusiva de Petroecuador con supervisión 

del Ministerio de Energía. El Ministerio de DDHH no tiene mecanismos de presión a 

Petroecuador pues no es una institución fiscalizadora.​

 

5.6.​ CORTE CONSTITUCIONAL​
 

La Corte Constitucional fue la única institución que nunca respondió la solicitud de tener una 

reunión de enlace con la veeduría. Esto, a pesar de haber recibido más de tres 

notificaciones por parte del CPCCS. Ante la solicitud de información por parte de la 

veeduría, la Corte Constitucional se limitó a entregar documentación anterior a la Consulta 

Popular ignorando las especificidades de las peticiones (véase más abajo en detalle).  

6.​ MARCO JURÍDICO 

El artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador (en adelante CRE) establece 

que “El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 

soberano. . . La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la 

autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de 

participación directa previstas en la Constitución. . .” 
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Asimismo, en el artículo 3 CRE se define como deberes primordiales del Estado “. . 

.garantizar y defender la soberanía nacional “y “. . .proteger el patrimonio natural y cultural 

del país”. 

El artículo 10 CRE se reconoce tanto a “. . .personas, comunidades, pueblos, 

nacionalidades y colectivos son titulares” como a la “la naturaleza. . .” como sujetos de 

derechos y garantías reconocidos en el mandato constitucional. 

El ejercicio de derechos, conforme al artículo 11 CRE, debe regirse por principios como “El 

contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las normas, la 

jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las condiciones 

necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. Será inconstitucional cualquier acción 

u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el 

ejercicio de los derechos” y “El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer 

respetar los derechos garantizados en la Constitución”. (Lo subrayado es nuestro). 

Respecto a los territorios de pueblos en aislamiento voluntario (PIAV) el artículo 57 CRE los 

reconoce como “. . . de posesión ancestral irreductible e intangible, y en ellos estará vedada 

todo tipo de actividad extractiva. El Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, 

hacer respetar su autodeterminación y voluntad de permanecer en aislamiento, y 

precautelar la observancia de sus derechos. La violación de estos derechos constituirá 

delito de etnocidio, que será tipificado por la ley.” (Lo subrayado es nuestro). 

En lo que refiere a PIAV, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso como 

Tagaeri Taromenane vs. Ecuador se pronuncia respecto a la a la Consulta Popular realizada 

el 20 de agosto de 2023 y constata que “el resultado de esta Consulta implica la 

paralización de la exploración y explotación petrolera en el campo Ishpingo”, resaltando el 

rol de esta Veedurìa Ciudadana. La Corte también subraya que “. . . la decisión de mantener 

el crudo bajo tierra en el bloque 43 es, por su proximidad con la ZITT es una forma de 

garantizar su intangibilidad y por consiguiente la propiedad y el derecho a la libre 

determinación de los PIAV. El Estado deberà velar por la implementación efectiva de esta 

decisión, y que en su ejecución se respete tanto la libre determinación, el derecho a la 

propiedad y la garantìa de no contacto de los PIAV…”  

Concordante con el artículo 57 vale resaltar el derecho de la naturaleza reconocido en el 

artículo 71 y su derecho a la restauración constante en el artículo 72 de la carta magna, que 

plantean el respeto a ciclos vitales naturales. 
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Es también menester resaltar que el fin primordial del Estado ecuatoriano es Sumak 

Kawsay o buen vivir, que incluye la vida en entornos naturales y conservación sostenible. 

Tal derecho y principios motivan el régimen de desarrollo constitucional y también la política 

económica nacional. Así pues, resulta necesario resaltar los principios ambientales del 

artículo 395 CRE, entre los que resalta la continua búsqueda de un modelo sostenible en el 

que se aplica el principio de in dubio pro natura, la prevención y precaución, así como 

responsabilidad objetiva por daño ambiental. 

Es importante también considerar como las obligaciones internacionales del Ecuador se 

extienden a la Opinión Consultiva OC-32/25 de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos enfatiza que “los Estados no solo deben abstenerse de actuar de maneras que 

causen daños ambientales significativos, sino que también tienen la obligación positiva de 

tomar medidas para asegurar la protección, restauración y regeneración de los 

ecosistemas”. 

También el artículo 407 CRE “. . .prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables 

en las áreas protegidas y en zonas declaradas como intangibles. Excepcionalmente dichos 

recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la Presidencia de la República y 

previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo 

conveniente, podrá convocar a consulta popular”. Sin embargo, conforme manda el texto del 

artículo 408 “. . .El Estado garantizará que los mecanismos de producción, consumo y uso 

de los recursos naturales y la energía preserven y recuperen los ciclos naturales y permitan 

condiciones de vida con dignidad”. Mandatos constitucionales que motivan el accionar de 

este proceso de veeduría ciudadana. (Lo subrayado es nuestro). 

  

Sin embargo, del mandato constitucional, con fecha 17 de octubre de 2013 La Asamblea 

Nacional del Ecuador mediante Resolución Legislativa emite La Declaratoria de Interés 

Nacional de la Explotación Petrolera de los Bloques 31 y 43 dentro del Parque Nacional 

Yasuní. En esta declaratoria se resuelve: 

  

“Declarar de Interés Nacional la explotación de los Bloques 31 y 43, en una 

extensión no mayor al uno por mil (1/1000) de la superficie actual del Parque 

Nacional Yasuní, con el propósito de cumplir con los deberes primordiales del 

Estado; garantizar los derechos de las personas, las colectividades y la naturaleza, 

para alcanzar el Buen Vivir o Sumak Kawsay.” 
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Para cumplir tales deberes se especifican entre los deberes de la Función Ejecutiva en  la 

actividad extractiva de los Bloques 31 y 43 los de “. . . Facilitar las condiciones para la 

constitución de observatorios y veedurías ciudadanas amparadas en el marco de la Ley 

Orgánica de Participación Ciudadana, que realicen un seguimiento a la exploración, 

explotación y transporte de hidrocarburos; al destino de los recursos; al cumplimiento de las 

medidas cautelares y en general a todos los lineamientos establecidos en la presente 

Declaratoria de Interés Nacional” así como “. . . Informar semestralmente a la Asamblea 

Nacional sobre el cumplimiento de esta Declaratoria de Interés Nacional en los ámbitos 

económico, técnico, social, ambiental y de protección a los pueblos indígenas en 

aislamiento voluntario. La Asamblea Nacional, a través de la comisión o comisiones que se 

designen para este efecto, dará seguimiento a su cumplimiento efectivo. . .” (Lo subrayado 

es nuestro). 

Posterior a la Declaratoria de Interés Nacional de para explotar los bloques 31 y 43 del 

parque Nacional Yasuní, en el año 2013 se conforma el colectivo Yasunidos. El colectivo 

desde sus inicios llevar a consulta popular la decisión de si explotar o no el Yasuní ITT 

(Ishpingo, Tambococha, Tiputini). El colectivo recolectó en seis meses 757.623 firmas, sin 

embargo, estas firmas fueron arbitrariamente anuladas por el Consejo Nacional Electoral, 

esto conllevó un proceso legal largo, que culmina el 27 de septiembre con la sentencia No. 

888-2019-TCE del Tribunal Contencioso Electoral de 21 de enero de 2020. En la parte 

pertinente de dicha sentencia se resuelve 

“. . .(i) dar cumplimiento a la sentencia dictada por el TCE; (ii) aceptar el informe de 

auditoría independiente; (iii) otorgar el certificado de legitimidad democrática a favor 

del Colectivo Yasunidos; y, (iv) remitir a la Corte Constitucional la documentación 

para que emita dictamen de constitucionalidad.” 

El 9 de mayo de 2023 la Corte Constitucional emitió su Dictamen No. 6-22-CP/23, mismo 

que fue favorable para dar paso a la consulta popular formulada por el colectivo YASunidos, 

validando se consulte a la ciudadanía lo siguiente: 

“¿Está usted de acuerdo con que el gobierno ecuatoriano mantenga el crudo del ITT, 

conocido como bloque 43, indefinidamente bajo el subsuelo? 

De conformidad con lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP/23, las medidas a 

implementar, en caso de un pronunciamiento afirmativo del electorado, se realizarán 

a través de un retiro progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la 
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extracción de petróleo en un término no mayor a un año desde la notificación de los 

resultados oficiales. Adicionalmente, el Estado no podrá ejercer acciones tendientes 

a iniciar nuevas relaciones contractuales para continuar con la explotación del 

bloque 43” 

El 23 de mayo de 2023 se dispuso iniciar la fase de seguimiento del Dictamen No. 

6-22-CP/23 para las elecciones de agosto 2023. Luego de un proceso arduo de campaña 

electoral, el 20 de agosto de 2023 se llevaron a cabo los comicios y el 31 de agosto el 

Consejo Nacional Electoral proclamó los resultados definitivos de la Consulta Popular por el 

Yasuní, obteniendo la opción del Sí el 58,91% de votos, resultado que ratifica que la 

ciudadanía ecuatoriana decidió mantener el crudo del Yasuní ITT bajo suelo. 

El Dictamen N° 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional estableció que, ante el 

pronunciamiento mayoritario por el SÍ en la consulta popular del 20 de agosto de 2023, 

corresponde en el término de un año el retiro progresivo y ordenado de las actividades de 

extracción, así como: 

•     ​ Dejar sin efecto los permisos y licencias ambientales que se hayan otorgado 

a EP Petroecuador para la explotación del bloque 43;  

•     ​ Reparar cualquier pasivo ambiental que exista 

•     ​ Precautelar la protección de los territorios ancestrales de los PIAV. 

•     ​ Evitar acciones tendientes a iniciar nuevas relaciones contractuales para 

continuar con la explotación de petróleo en el bloque 43; y, 

•     ​ Adoptar medidas inmediatas para la reparación de la naturaleza, la 

protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones, a través de los ministerios 

competentes. 

  

A efectos de monitorear el cumplimiento de la consulta popular en los términos 

determinados por la Corte Constitucional se conformó la Veeduría Ciudadana encargada de 

“VIGILAR EL PROCESO PARA CONSERVAR INDEFINIDAMENTE BAJO TIERRA EL 
CRUDO DEL BLOQUE 43, DE LOS CAMPOS ITT DEL YASUNÍ, DE ACUERDO AL 
RESULTADO DE LA DECISIÓN CIUDADANA EXPRESADA EN LA CONSULTA 
POPULAR DEL 20 DE AGOSTO DEL 2023”. (Resolución Nro. 

CPCCS-SNCS-2023-0041-RES de 25 de diciembre de 2023) 
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Este proceso de veeduría ciudadana se sustenta en el mandato constitucional, tanto en los 

artículos 18, 66 numeral 23 y 95 que particularmente establece: 

“Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de 

manera protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los 

asuntos públicos, y en el control popular de las instituciones del Estado y la 

sociedad, y de sus representantes, en un proceso permanente de construcción 

del poder ciudadano. La participación se orientará por los principios de 

igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control 

popular, solidaridad e interculturalidad. ” (Lo subrayado es nuestro) 

Igualmente, el artículo 204 CRE en su párrafo inicial reconoce el derecho al control social 

declarando que “El pueblo es el mandante y primer fiscalizador del poder público, en 

ejercicio de su derecho a la participación . . . 

El artículo 84 de la Ley Orgánica de Participación ciudadana reconoce a las veedurías 

ciudadanas como una de las modalidades de control social de la gestión de lo público que 

permite conocer, informarse, monitorear, opinar, presentar observaciones y pedir la 

rendición de cuentas de las servidoras y los servidores de las instituciones públicas. En 

concordancia con tal mandato legal el Reglamento General de Veeduría Ciudadana 

establece entre las atribuciones de las personas que integran las Veedurías ciudadanas: 

  

●​ Solicitar información o documentos necesarios para el desempeño de su actividad a 

cualquier servidor/a público/a, o persona natural o jurídica que tenga vinculación con 

el objeto de la veeduría (artículo 17 literal g) 

●​ Fiscalizar la ejecución de planes, programas, proyectos, obras o servicios públicos, 

así como las actuaciones de los servidores/as públicos o empleados/as o 

trabajadores privados (artículo 17 literal a) 

●​ Conocer los procesos que correspondan antes, durante y después de la ordenación 

de gastos en el programa, plan, proceso, proyecto o contrato objeto de la veeduría 

(artículo 17 literal d) 

A efectos de lo anterior, el artículo 87 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y el 

artículo 11 del Reglamento General de Veeduría Ciudadana del Pleno del Consejo de 

Participación Ciudadana y Control Social establece la obligación de las instituciones 
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públicas, privadas y sociales cuyas actividades afecten los intereses de la sociedad, de 

garantizar el acceso a la información que los procesos de veeduría requieran para cumplir 

sus objetivos. (Lo subrayado es nuestro). 

Con la finalidad de dar cumplimiento a los objetivos de las veedurías ciudadanas el artículo  

39  del Reglamento General de Veeduría Ciudadana del Pleno del Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social “los veedores presentarán de forma obligatoria un informe final 

al término de la veeduría, e informes parciales en caso de ser requeridos por el CPCCS o a 

criterio de los veedores/as. . .” tales informes seguirán el proceso de los artículos 39, 40 y 

41 del mencionado Reglamento para la socialización de sus resultados. 

Concordante con la citada normativa, en atención a la Resolución Nro. 

CPCCS-SNCS-2023-0041-RES de 25 de diciembre de 2023 corresponde a esta Veeduria 

Ciudadana Veeduría Ciudadana la labor de vigilar el proceso para conservar 

indefinidamente bajo tierra el crudo del bloque 43, de los campos ITT del Parque Nacional 

Yasuní. Para tal fin, es preciso verificar las disposiciones normativas ecuatorianas que 

competen al proceso de Plan de Cierre y Abandono, mismas que deben ajustarse a 

disposiciones ambientales y operativas que se encuentran vigentes, y que se desarrollan en 

los siguientes párrafos.  

En su artículo 186 el el Código Orgánico del Ambiente norma el cierre de operaciones en 

los siguientes términos: 

“Los operadores que por cualquier motivo requieran el cierre de las operaciones o 

abandono del área, deberán ejecutar el plan de cierre y abandono conforme lo 

aprobado en el plan de manejo ambiental respectivo; adicionalmente, deberán 

presentar informes y auditorías al respecto, así como los demás que se establezcan 

en la norma secundaria. 

Los planes de cierre y abandono a los que se refiere este artículo contendrán el 

detalle de los mecanismos de restauración, resiliencia y recuperación de las áreas 

naturales degradadas por la ejecución del proyecto. 

La autoridad ambiental competente, en forma previa a aprobar el plan de cierre o 

abandono, realizará el control de los sitios cerrados o abandonados, con el objeto de 

verificar el cumplimiento tanto de la normativa legal como del estudio de impacto 

ambiental y plan de manejo ambiental.” 
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En este orden, el Reglamento al Código Orgánico del Ambiente en su artículo 508 regla el 

contenido del Plan de cierre y abandono conforme se cita a continuación:  

“Los proyectos, obras o actividades regularizadas que requieran el cierre y 

abandono, deberán presentar la correspondiente actualización del plan de cierre y 

abandono aprobado en su plan de manejo ambiental, de ser el caso. El operador no 

podrá iniciar la ejecución del plan de cierre y abandono sin contar con la aprobación 

del mismo por parte de la Autoridad Ambiental Competente. 

El plan de cierre y abandono deberá incluir, como mínimo: 

a) La identificación de los impactos ambientales que se generen durante el 

desarrollo de esta fase; 

b) Las medidas de manejo del área; 

c) Las medidas de restauración de las áreas abandonadas, 

d) Los planos y mapas de localización de la infraestructura objeto de cierre y 

abandono; y, 

e) Las obligaciones derivadas de los actos administrativos y la presentación de los 

documentos que demuestren el cumplimiento de las mismas, de ser el caso. 

La Autoridad Ambiental Competente deberá aprobar, observar o rechazar la solicitud 

en el término máximo de cuarenta y cinco (45) días, previo a la realización de una 

inspección in situ, para determinar el estado del proyecto y elaborar las 

observaciones pertinentes. 

Una vez verificada la ejecución del plan de cierre y abandono, la Autoridad 

Ambiental Competente deberá emitir un informe técnico, mismo que motivará la 

extinción de la autorización administrativa ambiental del operador. 

Los proyectos, obras o actividades no regularizados deberán presentar el 

correspondiente plan de cierre y abandono para aprobación de la Autoridad 

Ambiental Competente, sin perjuicio de las sanciones a las que hubiere lugar.” 

Dentro de este mismo Reglamento se especifica en su artículo 453 que la extinción de la 

autorización administrativa ambiental “. . . procederá de oficio o a petición del operador, 

mediante resolución debidamente motivada, una vez cumplidas las obligaciones que se 
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hayan derivado hasta la fecha de inicio del procedimiento por parte de la autoridad o hasta 

la fecha de presentación de la solicitud por parte del operador, respectivamente.” 

En lo que refiere al Reglamento Sustitutivo del Reglamento Ambiental para las Operaciones 

Hidrocarburíferas en el Ecuador (RAOHE) su artículo 41 dentro de la estructura de la guía 

metodológica para elaborar Estudios de Impacto Ambiental se consideran, entre otros, la 

elaboración de los siguientes planes: 

“. . . Plan de rehabilitación de áreas afectadas: comprende las medidas, estrategias y 

tecnologías a aplicarse en el proyecto para rehabilitar las áreas afectadas 

(restablecer la cobertura vegetal, garantizar la estabilidad y duración de la obra, 

remediación de suelos contaminados, etc.). 

 Plan de abandono y entrega del área: comprende el diseño de las actividades a 

cumplirse una vez concluida la operación, de manera de proceder al abandono y 

entrega del área del proyecto motivo del respectivo Estudio Ambiental. . . 

. . . 8. Plan de Monitoreo 

El Estudio de Impacto Ambiental definirá los sistemas de seguimiento, evaluación y 

monitoreo ambientales y de relaciones comunitarias, tendientes a controlar 

adecuadamente los impactos identificados en el Estudio de Impacto Ambiental y el 

cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental así como las acciones correctivas 

propuestas en el mismo. Los informes del Plan de Monitoreo se deberán presentar 

anualmente dentro del Informe Anual de las Actividades Ambientales, sin perjuicio 

de lo establecido en el artículo 12 de este Reglamento. . .”  

Asimismo, el artículo 53 del RAOHE especifica que para casos de abandono temporal o 

definitivo del área de influencia se deberá: 

“ a) Ubicar y disponer adecuadamente los equipos y estructuras que se encuentren 

en los sitios de trabajo, que no sean necesarios para futuras operaciones; 

b) Todos los desechos de origen doméstico e industrial, luego de su clasificación, 

serán tratados y dispuestos de acuerdo a lo previsto en el Plan de Manejo de 

Desechos del Plan de Manejo Ambiental propuesto por la operadora y aprobado por 

la Subsecretaría de Protección Ambiental; 

c) En el sitio de perforación se deberán readecuar los drenajes y reforestar el área 

que no vaya a ser reutilizada si el abandono es temporal; 
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d) Cuando se proceda a abandonar definitivamente un pozo, éste se sellará con 

tapones de cemento en la superficie y en los intervalos apropiados para evitar 

escapes y/o migraciones de fluidos. 

En caso de producirse escapes de crudo por trabajos relativos al mal taponamiento 

del pozo, la empresa asumirá todos los costos de remediación y las reparaciones 

correspondientes al pozo. 

Las locaciones de pozos abandonados deberán ser rehabilitados ambientalmente. . 

.” 

Finalmente, en lo que respecta al presente análisis el artículo 85 del RAOHE detalla normas 

operativas para ejecución de obras civiles, entre las que se especifica lo siguiente para 

casos de abandono:  

“. . . f) Abandono 

Cuando finalice la necesidad del uso de vías en proyectos en ejecución dentro del 

Patrimonio Nacional de Arcas Naturales, Bosques y Vegetación Protectores así 

como manglares, se deberán retirar puentes en cruces de cuerpos de agua, e 

inhabilitar las vías, revegetando con especies nativas del lugar, mantener barreras 

de control por un período adicional de 2 años y fijar avisos de prohibición de usar la 

vía, de acuerdo con el Plan de Manejo Ambiental aprobado por la Subsecretaría de 

Protección Ambiental del Ministerio de Energía y Minas. 

Si se presentaran situaciones especiales, deberá comunicarse el particular a la 

Subsecretaría de Protección Ambiental de conformidad con lo dispuesto en el literal 

d. 1), numeral 1.2 del artículo 52 de este Reglamento. . .” 

En lo que refiere al Reglamento de Operaciones Hidrocarburíferas (en adelante ROH), es 

relevante revisar el contenido de sus artículos 9 y 10, mismos que detallan cumplimiento de 

normas para protección ambiental y reiteran la necesidad de planes de contingencia: 

  

“Art. 9.- Protección Ambiental, Gestión Social y Comunitaria. - Los Sujetos de 

Control deben cumplir con las normas constitucionales y legales en materia 

ambiental, principios ambientales, disposiciones jurídicas sobre seguridad industrial, 

participación ciudadana y demás disposiciones legales, reglamentarias y 

contractuales aplicables. 
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Art. 10.- Planes de contingencia. - Los Sujetos de Control deben contar con planes 

de contingencia y respuesta inmediata aprobados por órganos competentes; y, 

equipos adecuados en buenas condiciones operacionales.”   

El mismo ROH, en su artículo 53 detalla para casos de abandono el procedimiento para 

taponamiento y abandono definitivo: 

“Art. 53.- Procedimiento para taponamiento y abandono definitivo de pozos.- Si como 

resultado de la perforación, análisis de registros eléctricos o pruebas de producción 

se determina que el comportamiento del pozo de petróleo o Gas Natural no es 

comercial, que no se pudiere terminar por problemas o fallas operacionales o por no 

ser productivo (seco), y si los mismos no van a ser utilizados en el futuro como 

pozos de re-entrada, reinyectores o inyectores, se debe proceder al taponamiento y 

abandono definitivo del pozo. 

Previo al taponamiento y abandono definitivo de pozos, los Sujetos de Control 

deberán solicitar, en el formulario correspondiente, la autorización del Ministerio del 

Ramo, con el siguiente procedimiento y requisitos: 

  

a) Adjuntar el estudio técnico respectivo que justifique el abandono del pozo. En 

pozos con historial de producción deberá incluir la información técnica 

individualizada para cada yacimiento, especialmente indicando las Reservas 3P a la 

fecha del abandono. 

b) Si el pozo a abandonarse tiene problemas del revestimiento o algún tipo de 

pescado que cubra parcialmente los intervalos perforados de un yacimiento en 

particular, se deberá colocar un tapón de cemento sobre los intervalos perforados. 

Los Sujetos de Control están obligadas a presentarlas respectivas solicitudes de 

abandono para aquellos pozos inyectores que dejen de cumplir esta función. 

c) Los tapones de cemento deben garantizar el aislamiento de las formaciones 

cañoneadas y expuestas a la invasión de fluidos. 

d) En todos los casos, se colocará en la boca del pozo un tapón de cemento de 

acuerdo a las necesidades técnicas del Sujeto de Control, sobre los acuíferos de las 
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formaciones Tiyuyacu y Orteguaza, para garantizar el aislamiento de flujos de agua 

hacia la superficie. 

e) En superficie se colocará una plancha de hormigón que cubra el respectivo 

contrapozo o sellar a aquellos pozos ubicados en una plataforma común. En el 

contrapozo o sellar correspondiente se colocará una placa visible donde se indique 

el nombre del pozo y la fecha de abandono del mismo. Si el pozo a abandonarse 

está ubicado en una plataforma individual se deberá colocar un marco de seguridad 

de protección y una placa donde conste: el nombre del Campo, el nombre del pozo, 

las coordenadas geográficas y la fecha de abandono del mismo. 

f) En caso de existir en el pozo un pescado, como una herramienta con fuentes 

radioactivas, se colocará un tapón de cemento de aproximadamente 500 pies y una 

placa de color rojo, que incluya la información del pozo y la profundidad a la que 

quedó la herramienta radioactiva, 

. . . 

h) Presentar en un término de treinta (30) días al Ministerio del Ramo con copia a la 

ARC el informe de trabajo ejecutado en el formulario correspondiente, adjuntando el 

diagrama final y el registro fotográfico de abandono del pozo.” 

El artículo 156 del ROH establece casos para la autorización para enajenar, gravar y retirar 

activos, bienes e instalaciones: 

  

 “Los Sujetos de Control que mantienen contratos con el Estado para la Exploración, 

Explotación y transporte de hidrocarburos, no podrán enajenar gravar y retirar, parte 

alguna de los bienes sin autorización de la Agencia de Regulación y Control-ARC 

conforme lo que determina la Ley de Hidrocarburos, normas y procedimientos 

expedidos para el efecto, y cláusulas contractuales.” 

  

El ROH en sus artículos 169 y 170 regula la presentación periódica de una Programa Anual 

de Actividades y Presupuesto de Inversiones, Costos y Gastos, y el Programa quinquenal 

actualizado, conforme se cita a continuación: 
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Art. 169.- Programa Anual de Actividades y Presupuesto de Inversiones, Costos y 

Gastos y sus reformas.- El Programa de actividades y presupuesto de inversiones, 

costos y gastos, que presentará el Sujeto de Control para la aprobación del 

Ministerio del Ramo, debe contener al menos la siguiente información: 

. . .Para la Explotación: 

a) Determinación de las actividades de Explotación a realizarse. 

b) Proyección de producción por Yacimiento, pozo y Campo, cronogramas de: 

perforación, reacondicionamiento capex y opex, facilidades de producción a 

ejecutarse y los programas de protección ambiental. 

c) Cronograma de ejecución de las actividades a desarrollarse en el año. 

d) Determinación de inversión a efectuarse en el año. 

e) Junto con el Programa de Actividades y Presupuesto de Inversiones, Costos y 

Gastos, se deberá presentar, para la aprobación del Ministerio del Ramo, el 

Programa Quinquenal actualizado de las actividades a desarrollarse, incluyendo su 

presupuesto. 

f) Información específica requerida en este Reglamento. 

El Ministerio del Ramo aprobará o negará el Programa de Actividades y Presupuesto 

de Inversiones, Costos y Gastos. 

Los Sujetos de Control podrán presentar las reformas al Programa de Actividades y 

Presupuesto de Inversiones, Costos y Gastos hasta el treinta (30) de octubre de 

cada año, salvo casos debidamente justificados, para la aprobación del Ministerio 

del Ramo, de acuerdo al detalle establecido en este artículo. 

 

Art. 170.- Programa quinquenal actualizado.- En el Período de Explotación, los 

Sujetos de Control; deben remitir al Ministerio del Ramo, hasta el primero (1) de 

diciembre de cada año para su respectiva aprobación, el programa quinquenal 

actualizado de todas las actividades a desarrollar, adjuntando su presupuesto 

desglosado por años, adicionalmente, debe incluir aspectos relacionados con 

reservas, proyección de producción de petróleo, Gas Asociado, Gas Natural, agua 

de formación y generación eléctrica. 
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La obligatoriedad de presentación de estos informes resulta relevante para esta Veeduría, 

pues los mismos actualizados debieron ser presentados para comprobar en cumplimiento 

de la voluntad ciudadana. 

En cumplimiento del artículo 39 del Reglamento General de Veeduría Ciudadana esta 

Veeduría ciudadana presentó de hallazgos parciales con fecha 5 de septiembre de 2024  se 

presentó el Informe Parcial de la Veeduría, con el fin de evidenciar a la ciudadanía 

ecuatoriana el cumplimiento o incumplimiento del proceso de cierre y abandono dispuesto 

por el pueblo ecuatoriano mediante Consulta Popular de 20 de agosto de 2023, aunque el 

mismo no fue publicado en el repositorio del CCPS para la ciudadanìa general. En 

cumplimiento de la misma normativa, se cumple con la presentación del respectivo Informe 

Final de la Veedurìa.  

7.​ ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DEL DECRETO NO. 257 PARA LA “CREACIÓN 
DEL COMITÉ DE EJECUCIÓN DE LA VOLUNTAD POPULAR YASUNÍ ITT” 
7.1.​ ANTECEDENTES 

El 9 de mayo de 2023, la Corte Constitucional del Ecuador emitió el Dictamen Nro. 

6-22-CP/23 con el que reconoce la constitucionalidad de la solicitud de consulta popular con 

la siguiente pregunta: “¿Está usted de acuerdo con que el gobierno ecuatoriano mantenga 

el crudo del ITT, conocido como Bloque 43, indefinidamente bajo el subsuelo?”. 

 

En lo pertinente, la Corte resuelve:  

 

“90. Por todo lo expuesto, esta Corte Constitucional considera prudente otorgar un término 

no mayor a un año desde la notificación de los resultados oficiales para la ejecución de los 

resultados de la consulta en caso de que esta obtenga un resultado positivo.  

 

91. Por todo lo señalado anteriormente, esta Corte aclara que, si triunfa el ‘sí’ en la 

consulta, el Estado: (i) no podría ejercer acciones tendientes a iniciar nuevas 

relaciones contractuales para continuar con la explotación de petróleo en el Bloque  

​

43; y, (ii) deberá adoptar medidas inmediatas para la reparación de la naturaleza, la 

protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones, a través de los ministerios 

competentes”. 

 

27 



 

El 23 de mayo de 2023, la Corte Constitucional del Ecuador emitió auto de aclaración al 

Dictamen Nro. 6-22-CP/23 y en la pertinente señala: ​

 

“20. […] esta Corte reitera lo indicado en los párrafos 89 y 91 del dictamen: ‘una 

eventual suspensión de toda actividad relacionada a la extracción de petróleo en el 

Bloque 43 debería ser ordenada y progresiva’, por lo que el tiempo de no más de un 

año se refiere a la suspensión de la explotación de petróleo del Bloque 43, en el que 

la meta sea la suspensión total. […]”.​

 

El 20 de agosto de 2023, dentro de la primera vuelta de las elecciones generales 

anticipadas, se desarrolla la Consulta Popular por el Yasuní y el 31 de agosto del mismo 

año el Consejo Nacional Electoral a través de la Resolución PLE-CNE-2-31-8-2023 

proclama los resultados oficiales con el 58.95% de votos a favor de mantener 

indefinidamente el crudo bajo tierra en el Yasuní ITT. 

​

El 8 de mayo del 2024, el Presidente Constitucional de la República emitió el Decreto 

Ejecutivo Nro. 257 publicado en el Segundo Complemento del Registro Oficial Nro. 559 del 

16 de mayo del 2024. En lo principal, este decreto crea el Comité de Ejecución de la 

Voluntad Popular Yasuní-ITT, con la finalidad de cumplir la voluntad popular con respecto al 

retiro progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la extracción de petróleo en el 

Bloque 43. 

​

El 20 de agosto de 2024, el Presidente Constitucional de la República remitió a la Corte 

Constitucional un escrito sin numeración con las siguientes peticiones:​

  

“16. En virtud de los argumentos expuestos y con el propósito de continuar con el 

obligatorio e integral cumplimiento de las disposiciones emitidas por la Corte 

Constitucional, solicitó:​

 

a) Se inicie con la fase de seguimiento del Dictamen 6-22-CP/23 de conformidad con 

lo establecido en el artículo 100 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de 

Competencia de la Corte Constitucional. ​

 

b) Se convoque a audiencia pública con el Pleno de la Corte Constitucional con el 

propósito de exponer el “INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS DE ATENCIÓN Y 

ACCIONES EJECUTADAS RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA 

POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO 
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DEL BLOQUE 43 ITT” y otra documentación de soporte, de tal manera que se brinde 

información a detalle a los jueces del análisis realizado por el Comité de Ejecución 

de la Voluntad Popular Yasuní – ITT, conforme lo expuesto en el presente escrito.  

 

c) De considerarlo pertinente, se coordine una visita in situ o sobrevuelo al Bloque 

43 por parte de los jueces constitucionales, junto con el personal técnico, para 

conocer las especificaciones del área y el detalle de las actividades a realizar para el 

retiro progresivo y ordenado de la actividad petrolera en su totalidad. 

 

​d) Se expidan los autos que sean necesarios con el fin de continuar con el 

cumplimiento efectivo del dictamen emitido dentro de la causa No. 6-22-CP”. 

​  

Al texto antes mencionado adjunta como anexo el INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS 

DE ATENCIÓN Y ACCIONES EJECUTADAS RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA 

CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y 

ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT elaborado por el Comité de Ejecución de la Voluntad 

Popular Yasuní -ITT (CEVP YASUNÍ-ITT). 

7.2.​ SOBRE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL DECRETO 257 

La Constitución del Ecuador establece con claridad que el Estado ecuatoriano es un Estado 

constitucional lo que pone en relieve la supremacía de la Constitución sobre cualquier otra 

norma y, por lo tanto, la imposibilidad de que estas contravengan su contenido. La 

Constitución es la norma suprema.  

 

La constitucionalidad de cualquier acto del poder público, como la emisión de este decreto 

parte del Ejecutivo, por tanto, es que estos mantengan conformidad con las disposiciones 

constitucionales caso contrario carecen de eficacia1 y validez. Entonces, corresponde 

identificar si el Decreto 257 cumple con la premisa anunciada.  

 

A propósito, la eficacia y validez debemos diferenciar en dos aspectos, formal y material. La 

primera se refiere a la validez que adquiere una norma producto del respeto y cumplimiento 

de las normas procesales que regulan su producción, incluyendo la obligación de que estas 

provengan de autoridad competente y siguiendo el debido proceso; mientras que el 

segundo, el material, se refiere a su contenido más explícitamente y al respecto, para lograr 

1 Art. 424 de la Constitución de la República del Ecuador. 
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su validez, es necesario que esta sea coherente con el contenido de las normas 

jerárquicamente superiores. Tanto la validez formal como material deben concurrir. 

7.3.​ SOBRE LA VALIDEZ FORMAL 

El artículo 147 de la Constitución establece, entre otras, que el Presidente tiene las 

siguientes atribuciones:  

 

5. Dirigir la administración pública en forma desconcentrada y expedir los decretos 

necesarios para su integración, organización, regulación y control.  

 

6. Crear, modificar y suprimir los ministerios, entidades e instancias de coordinación. 

 

De lo anterior se evidencia que el Ppresidente está facultado para emitir decretos que 

permitan dirigir la administración pública y de crear instancias de coordinación para el 

mismo fin y para aquello no requiere de aprobación o ratificación adicional por lo que 

depende de la voluntad del Ejecutivo.  

 

Por lo tanto, la emisión del Decreto Ejecutivo Nro. 257, cumple con el requisito formal 

constitucional para su producción.  
 

7.4.​ SOBRE LA VALIDEZ MATERIAL 

Como se indica con anterioridad, el Decreto Nro. 257 tiene como finalidad: i. la creación del 

Comité, su ámbito de aplicación y objeto, y su conformación; ii. establecer las atribuciones y 

responsabilidades del Comité, de su presidencia y su secretaría; iii. Crear y definir el rol de 

los subcomités especializados.  

 

La validez material del Decreto tiene que ser valorada no sólo en relación con la Carta 

Magna sino también en relación con el Dictamen Nro. 6-22-CP/23 emitido por la Corte 

Constitucional por medio del que se declara la constitucionalidad de la consulta popular 

para dejar de explotar el crudo del Bloque 43 o ITT dentro del Parque Nacional Yasuní y la 

Zona Intangible Tagaeri y Taromenane.  

 

7.4.1.​ SOBRE LA CREACIÓN DEL COMITÉ, SU ÁMBITO DE 
APLICACIÓN Y OBJETO, Y SU CONFORMACIÓN 

Como se ha citado en el punto anterior, el numeral 6 del artículo 147 de la Constitución 

faculta al Presidente para la creación de entidades e instancias para el desarrollo de la 
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administración de la política pública en el marco de sus competencias y atribuciones. En el 

presente caso, como define el artículo 2 del Decreto, este Comité se trata de una instancia 

de coordinación que articula las competencias de varias instituciones para lograr el objetivo 

de construir un plan de acción con el que garantizar el cumplimiento de la voluntad popular 

expresada por medio de la consulta del Yasuní:​

 

Artículo 2. – Ámbito de aplicación y objeto. – El CEVP Yasuní-ITT tendrá como 

objeto coordinar y establecer los mecanismos, lineamientos y acciones que se 

ejecutarán para cumplir la voluntad popular respecto del Bloque 43, para cuyo 

efecto, el Comité concertará con entidades públicas y privadas conforme el Plan de 

Acción que emitirá para el efecto. 

 

Luego, el decreto establece que esta instancia de coordinación estará conformada por 5 

instituciones públicas, todas pertenecientes a la estructura orgánica de la Función Ejecutiva, 

por lo tanto, bajo dependencia directa de Presidencia. De esta manera, conforme dicta el 

artículo 3, el Comité se conforma con las máximas autoridades o un delegado con rango de 

viceministro de los ministerios de Energía y Minas, Ministerio del Ambiente, Agua y 

Transición Ecológica, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de la Mujer y Derechos 

Humanos, o gerente en el caso específico de la Empresa Pública de Hidrocarburos del 

Ecuador, EP PETROECUADOR.  

 
7.4.2.​ ESTABLECER LAS ATRIBUCIONES Y RESPONSABILIDADES 

DEL COMITÉ, DE SU PRESIDENCIA Y SU SECRETARÍA 
A partir del artículo 4 podemos encontrar desarrolladas las 12 atribuciones que tiene este 

comité y de su lectura se colige que todas ellas guardan relación directa con el 

cumplimiento del objeto del Comité Interinstitucional, la elaboración, ejecución y 

seguimiento del Plan de Acción para el cumplimiento de la voluntad popular. 

  

En ese sentido, ninguna de las atribuciones o responsabilidades del Comité desbordan o 

invaden las atribuciones, facultades o competencias de ninguna otra institución mucho 

menos ajena al Ejecutivo, toda vez que su accionar se constituye con base en las 

competencias de las instituciones que la componen al mismo tiempo que el Plan genera 

obligaciones para cada una de éstas en el marco de esas mismas competencias o de 

cualquier otra institución, pública o privada, cuya participación se requiera para satisfacer el 

objetivo del Comité:  
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“3. Coordinar y elaborar el Plan de Acción con base en los informes presentados por 

cada entidad pública miembro del CEVP Yasuní-ITT y los subcomités 

especializados. Éste contendrá al menos, los lineamientos, actividades y el 

cronograma en el que cada una de las entidades públicas ejecutarán, en el ámbito 

de sus competencias, las acciones pertinentes con el fin de dar cumplimiento a la 

voluntad popular y de conformidad con lo que establece el dictamen No. 6-22-CP/23 

emitido por la Corte Constitucional del Ecuador; […]”. 

 

De manera específica se establece que el Comité deberá mantener comunicación directa 

con la Corte Constitucional con la finalidad de remitir tanto el Plan de Acción, así como los 

informes que el Comité produzca, incluyendo los informes de cumplimiento del mismo Plan. 

No obstante, esto no excluye que las instituciones que componen el Comité puedan tener 

su propia comunicación sobre el mismo asunto con la máxima Corte.  

 

“7. Remitir el Plan de Acción aprobado y los informes emitidos por el CEVP 

Yasuní-ITT, con documentación técnica de soporte, a la Corte Constitucional del 

Ecuador, sin perjuicio de que cada entidad pública miembro del Comité informe 

periódicamente a dicho Organismo sobre las acciones ejecutadas en el ámbito de 

sus competencias; […]”. 

 

Por su parte, las atribuciones tanto de la presidencia como de la secretaría del Comité 

Interinstitucional son de naturaleza operativa para el correcto funcionamiento de esta 

instancia de coordinación, nuevamente respetando los límites de acción de este espacio. 

  

Cabe recalcar que conforme establece el numeral primero del artículo 5 del Decreto, las 

reuniones ordinarias son mensuales más las extraordinarias que se consideren necesarias, 

por lo que debería existir un acta de reunión al mes, mínimo, para corroborar su diligente 

funcionamiento: 

 

“Art. 5.- Atribuciones y Responsabilidades del Presidente. - El Presidente del CEVP 

Yasuní-ITT tendrá las siguientes atribuciones y responsabilidades: 

 

Convocar al CEVP Yasuní-ITT a sesiones ordinarias una vez al mes; así como, a las 

sesiones extraordinarias correspondientes; […]”.  
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7.4.3.​ CREAR Y DEFINIR EL ROL DE LOS SUBCOMITÉS 
ESPECIALIZADOS 

La cuarta atribución del Comité Interinstitucional faculta a esta instancia para la creación de 

los denominados subcomités especializados cuyo rol es el de brindar asesoría técnica a la 

comisión sobre acciones y otras actividades necesarias para cumplir con su objetivo.  

   

La participación de estos subcomités con el Comité es por medio de la preparación de 

informes que deberán ser aprobados por este último y posteriormente deben ser remitidos a 

la Corte Constitucional como información constitutiva de los informes de cumplimiento.  

 

Su conformación dependerá directamente del Comité por medio de los actos administrativos 

correspondientes y pueden incluir la participación de personas naturales y jurídicas, así 

como organización de hecho públicas, privadas y sociales.  

 
7.4.4.​ SOBRE EL DICTAMEN NRO. 6-22-CP/23 

En el texto del Dictamen y más específicamente en su parte resolutiva, podemos identificar 

que la Corte Constitucional del Ecuador en ningún momento establece la responsabilidad 

del cumplimiento de los efectos de la consulta popular, en caso de que esta reciba voto 

afirmativo por parte de la mayoría del electorado, sobre alguna institución pública específica 

por lo tanto le corresponde al Estado de manera general la obligación de cumplimiento.  

 

El control de constitucionalidad se realizó con base a una propuesta de consulta de amplitud 

nacional sobre un asunto que de acuerdo con la Constitución constituye competencia 

exclusiva del Estado central como lo son los recursos energéticos y los recursos naturales 

no renovables2[1]. Por lo tanto, las instituciones del ejecutivo competentes en cada uno de 

los ámbitos que implica la gestión de estos recursos son las convocadas y obligadas a 

garantizar el cumplimiento de la voluntad popular manifestada en las urnas, empezando 

desde la Presidencia hasta las empresas públicas. 

 

De esta manera, el Decreto guarda concordancia con el Dictamen de la Corte 

Constitucional. 

7.4.5.​ CONCLUSIONES 
Del análisis anterior podemos concluir que el Decreto tiene validez formal porque su 

expedición proviene, primero, de una autoridad competente siendo el Presidente el 

facultado para emitir Decretos Ejecutivos y, en segundo lugar, siguió su debido proceso. Al 

mismo tiempo guarda validez material porque no excede las facultades ni competencias 

2 Art. 261 numeral 11 de la Constitución de la República.  
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previstas en la norma constitucional al regirse específicamente a las atribuciones y deberes 

de la Presidencia de la República de crear instancias de coordinación entre las instituciones 

del Ejecutivo y a las competencias de cada una de esas carteras de Estado central; a la vez 

que su contenido no contraviene lo establecido por la Corte Constitucional en el Dictamen 

por medio del que califica la constitucionalidad de la Consulta Popular, cuyos efectos ahora 

deben garantizarse. 

7.5.​ ANÁLISIS COMPARATIVO ENTRE EL DICTAMEN 6-22-CP/23 Y EL 
DECRETO EJECUTIVO NRO. 257 

7.5.1.​ SOBRE EL DICTAMEN 6-22-CP/23 
El Dictamen Nro. 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador de fecha 9 de mayo de 

2023 contiene el control de constitucionalidad de la propuesta de consulta popular por 

medio de la que se consultó al pueblo ecuatoriano sobre mantener el crudo del Bloque 43 o 

ITT dentro del Parque Nacional Yasuní de manera indefinida bajo el subsuelo. 

  

El control contiene: 

a.​ Un recuento de antecedentes que incluyen actuaciones procesales realizadas por la 

Corte como pedidos de información a instituciones del Estado;  

 

b.​ El contenido de la consulta popular donde se incluye la pregunta a ser consultada; 

 

c.​  Un análisis sobre la competencia de la Corte Constitucional por medio de la cual, la 

Corte ratificó ser la institución competente para resolver sobre la constitucionalidad 

de la propuesta de consulta;  

 

d.​ Un análisis sobre la legitimación activa con el que se confirma al colectivo 

YASunidos como legitimado para solicitar la realización de la consulta propuesta;  

 

e.​ Se manifiesta sobre los pedidos pendientes de resolución por medio del que 

resuelven asuntos que previamente no fueron tratados como el de la solicitud de 

medidas cautelares presentadas por YASunidos indicando que es improcedente;  

 

f.​ Un análisis sobre los problemas jurídicos a resolverse en el análisis de la propuesta 

de consulta popular, partiendo de los estándares aplicables, siendo estos:  

  

i. ¿Cumplen, los considerandos que introducen la pregunta, los requisitos del 

examen formal? 
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La Corte Constitucional concluye que efectivamente los considerandos 

cumplen con los requisitos de forma establecidos en el artículo 104 de la 

LOGJCC3.. 

  

ii. ¿Cumple, la pregunta, los requisitos del examen formal? 

  

La Corte Constitucional confirma que la propuesta de consulta popular 

cumple con los parámetros establecidos en el artículo 105 numerales 1, 2 y 3 

de la LOGJCC, y garantiza con ello la carga de claridad exigida por el artículo 

103 de la LOGJCC4. 

  

iii. ¿Las medidas que la pregunta propone adoptar son constitucionales 

desde una perspectiva material? 

  

En este punto la Corte resuelve sobre la posibilidad de que la Consulta 

Popular genere efectos jurídicos, confirmándolo; sobre si la pregunta de la 

consulta se pertenece a una materia sobre la que se puede consultar al 

pueblo, confirmándolo; sobre la existencia de la congruencia democrática 

refiriendo que sobre aquello no existe duda; sobre la restricción del derecho a 

la seguridad jurídica y para aquello confirma la inexistencia de conflicto 

debido al cambio de condiciones desde el momento de la petición inicial 

hasta el momento de análisis de la constitucionalidad con 10 años de 

diferencia, y, también, realiza un análisis de la situación contractual para el 

desarrollo del Bloque 43.  

  

Concluye estableciendo condiciones que deben aplicarse de triunfar el SÍ en 

la consulta popular: “otorgar un término no mayor a un año desde la 

notificación de los resultados oficiales para la ejecución de los resultados de 

la consulta en caso de que esta obtenga un resultado positivo” y que “el 

Estado: (i) no podría ejercer acciones tendientes a iniciar nuevas relaciones 

contractuales para continuar con la explotación de petróleo en el bloque 43; 

y, (ii) deberá adoptar medidas inmediatas para la reparación de la naturaleza, 

4 Párrafos del 57 al 61 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador. 
3 Párrafos del 52 al 56 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador.  
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la protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones, a través de los 

ministerios competentes”5. 

 

g.​ Una descripción sobre el procedimiento de la consulta popular en la que enfatiza que 

el colectivo proponente ya no tiene la obligación de entregar los formularios al CNE 

para cumplir con el requisito de la legitimidad democrática pues está ya fue 

reconocida previamente por el Pleno de esa institución el 27 de febrero de 2022. 

 

h.​ Finalmente, se desarrolla la decisión de la Corte. Una decisión de mayoría en la que 

se resuelve la constitucionalidad de los considerandos y la pregunta, pero añade el 

siguiente texto que establece las medidas a implementarse en el caso de ganar el Sí 

en la consulta, tal como sucedió:  

 

i. ¿Cumplen, los considerandos que introducen la pregunta, los requisitos del 

examen formal? 

  

La Corte Constitucional concluye que efectivamente los considerandos 

cumplen con los requisitos de forma establecidos en el artículo 104 de la 

LOGJCC6.. 

  

ii. ¿Cumple, la pregunta, los requisitos del examen formal? 

  

La Corte Constitucional confirma que la propuesta de consulta popular 

cumple con los parámetros establecidos en el artículo 105 numerales 1, 2 y 3 

de la LOGJCC, y garantiza con ello la carga de claridad exigida por el artículo 

103 de la LOGJCC7. 

  

iii. ¿Las medidas que la pregunta propone adoptar son constitucionales 

desde una perspectiva material? 

  

En este punto la Corte resuelve sobre la posibilidad de que la Consulta 

Popular genere efectos jurídicos, confirmándolo; sobre si la pregunta de la 

consulta se pertenece a una materia sobre la que se puede consultar al 

pueblo, confirmándolo; sobre la existencia de la congruencia democrática 

7 Párrafos del 57 al 61 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador. 
6 Párrafos del 52 al 56 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador.  

5 Párrafos 90 y 91 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador. 
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refiriendo que sobre aquello no existe duda; sobre la restricción del derecho a 

la seguridad jurídica y para aquello confirma la inexistencia de conflicto 

debido al cambio de condiciones desde el momento de la petición inicial 

hasta el momento de análisis de la constitucionalidad con 10 años de 

diferencia, y, también, realiza un análisis de la situación contractual para el 

desarrollo del Bloque 43.  

  

Concluye estableciendo condiciones que deben aplicarse de triunfar el SÍ en 

la consulta popular: “otorgar un término no mayor a un año desde la 

notificación de los resultados oficiales para la ejecución de los resultados de 

la consulta en caso de que esta obtenga un resultado positivo” y que “el 

Estado: (i) no podría ejercer acciones tendientes a iniciar nuevas relaciones 

contractuales para continuar con la explotación de petróleo en el bloque 43; 

y, (ii) deberá adoptar medidas inmediatas para la reparación de la naturaleza, 

la protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones, a través de los 

ministerios competentes”8. 

 

i.​ Una descripción sobre el procedimiento de la consulta popular en la que enfatiza que 

el colectivo proponente ya no tiene la obligación de entregar los formularios al CNE 

para cumplir con el requisito de la legitimidad democrática pues está ya fue 

reconocida previamente por el Pleno de esa institución el 27 de febrero de 2022. 

 

j.​ Finalmente, se desarrolla la decisión de la Corte. Una decisión de mayoría en la que 

se resuelve la constitucionalidad de los considerandos y la pregunta, pero añade el 

siguiente texto que establece las medidas a implementarse en el caso de ganar el Sí 

en la consulta, tal como sucedió:  

  

Para garantizar la libertad del elector, se dispone que al final de la pregunta deberá 

incluirse el siguiente texto:  

  

De conformidad con lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP/23, las medidas a 

implementar, en caso de un pronunciamiento afirmativo del electorado, se realizarán 

a través de un retiro progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la 

extracción de petróleo en un término no mayor a un año desde la notificación de los 

resultados oficiales. Adicionalmente, el Estado no podrá ejercer acciones tendientes 

8 Párrafos 90 y 91 del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador. 
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a iniciar nuevas relaciones contractuales para continuar con la explotación del 

bloque 43. 

  

El párrafo anterior define las condiciones que deben satisfacerse para dar cumplimiento con 

el Dictamen de la Corte Constitucional, pero sobre todo con la voluntad del pueblo soberano 

que expresó su voluntad por medio de su voto de mayoría.  

 

Adicionalmente, el dictamen incluye los votos salvados de los jueces Richard Ortiz, Enrique 

Herrería y la jueza Carmen Corral. 

 

Posteriormente, el 23 de mayo de 2023 la Corte Constitucional emitió auto de aclaración a 

los recursos presentados por EP PETROECUADOR y el Ministerio de Energía y Minas el 12 

de mayo del mismo año y en este resuelve negar 8 de los 9 pedidos de aclaración. La 

excepción aclara que las nuevas relaciones contractuales que el Estado no podrá iniciar al 

respecto del Bloque 43 se refiere específicamente a las que tengan como objeto la 

extracción de petróleo.  

 

En el párrafo 20 del auto, dentro del análisis del sexto pedido de aclaración de EP 

PETROECUADOR, la Corte indica que “el tiempo de no más de un año se refiere a la 

suspensión de la explotación de petróleo del bloque 43, en el que la meta sea la suspensión 

total. Así como también el inicio de la reparación de la naturaleza, la protección del territorio 

de los PIAV, entre otras acciones, a través de los ministerios competentes, conforme lo 

expuesto en el párrafo 91 del dictamen”. Con esto se especifica la manera en la que el 

proceso de cumplimiento debe suceder, empezando con la suspensión de la extracción 

petrolera a lo largo del año establecido con la meta de la totalidad, al mismo tiempo que a lo 

largo de ese mismo año debe suceder el inicio del proceso de reparación. 

 
7.5.2.​ SOBRE EL DECRETO EJECUTIVO NRO. 257 

En el punto anterior ya se realiza un análisis del contenido del decreto ejecutivo, por lo cual, 

a modo de resumen indicamos que éste fue emitido por el Presidente de la República, por 

medio del cual, se generó el Comité de Ejecución de la Voluntad Popular Yasuní-ITT, una 

instancia interinstitucional que coordina a varios ministerios, secretaría y EP 

PETROECUADOR, para la construcción del Plan de Acción con el que se dará 

cumplimiento a la voluntad ciudadana expresada en la consulta popular para dejar el crudo 

bajo el subsuelo en el Bloque 43 del Yasuní. 
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Este plan se generará con los informes que emitan cada una de las instituciones que hacen 

parte, así como con los informes que provengan de los subcomités que se conformen para 

este fin.  

 

Al comparar ambos instrumentos podemos identificar que el Dictamen de la Corte 

Constitucional establece que será el Estado en su generalidad y en el marco del sistema de 

competencias el que debe dar cumplimiento a la voluntad popular. Tampoco ordena ni 

prohíbe la generación de instancias específicas para el cumplimiento de lo decidido en la 

consulta popular en el caso de que el pueblo vote mayoritariamente por el Sí, tal y como 

sucedió. Establece las condiciones que deben cumplirse incluyendo el tiempo en el que 

estas deben suceder por lo que la generación de una instancia que coordine el conjunto de 

acciones no contraviene ni contradice el Dictamen ni la voluntad del pueblo.  

 

Por lo anterior mencionado, la validez, la pertinencia y la eficacia de esta instancia de 

coordinación deben ser medidas más allá de su genealogía y su propósito, directamente 

desde su ejercicio práctico y sus resultados. 

 

Ahora, también es importante entender esta instancia en su dimensión de temporalidad. Su 

emisión sucedió el 8 de mayo de 2024 y su publicación en el Registro Oficial se realizó el 16 

de mayo, después de 9 meses de la publicación y notificación de los resultados oficiales. 

 

En cuanto a la ejecución de la consulta popular, esta debe suceder por lo menos en dos 

temporalidades específicas: i. la suspensión progresiva hasta ser definitiva, de la extracción 

de crudo del Bloque 43 que debe suceder en no más de 1 año desde el 31 de agosto; ii. El 

retiro progresivo y ordenado de toda actividad petrolera, y la reparación de la naturaleza y 

las comunidades afectadas por la extracción de petróleo que debe iniciar en ese año 

establecido por la Corte Constitucional.  

 

Al respecto de la primera, se analizó previamente que la Corte establece el marco de no 

más de 1 año para cumplir con la suspensión total de la explotación petrolera dentro del 

Bloque 43 la misma que debe suceder de manera gradual hecho que, según el escrito 

presentado por el colectivo YASunidos ante la Corte Constitucional el 22 de julio del 

presente año y que consta en el expediente, no ha sido cumplida por el Estado, pues en el 

balance de los 12 meses, al momento se debería reportar una extracción de máximo 4,773 

39 



 

barriles diarios, y según los datos reportados por Petroecuador EP se están extrayendo 

50,860 barriles diarios.9 

 

Al respecto de la segunda temporalidad, el 20 de agosto de 2024, el Presidente de la 

República remitió a la Corte Constitucional un escrito acompañado de un anexo de 149 

páginas de título INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS DE ATENCIÓN Y ACCIONES 

EJECUTADAS RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL 

CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT realizado 

por el Comité de Ejecución de la Voluntad Popular Yasuní – ITT (CEVP YASUNÍ-ITT).   

 

El punto número 8.1 de este documento explica las acciones ejecutadas para el cierre 

anticipado de operaciones y abandono del bloque 43 ITT y de las 4 explicadas. La única 

cumplida es la Emisión de instrumento legal y conformación de un Comité de Ejecución de 

la Voluntad Popular Yasuní – ITT (CEVP Yasuní-ITT) para el cierre anticipado de 

operaciones y abandono planificado del Bloque 43 ITT correspondiente al punto 8.1.1.10 

Tanto el Decreto Ejecutivo 257 como el Comité, a decir del Gobierno Central, son medidas 

de cumplimiento de la voluntad popular en cuanto al retiro progresivo y ordenado de toda 

actividad relacionada con la extracción petrolera, no obstante, el Comité no ha cumplido con 

su objetivo principal de construir el Plan de acción hasta la fecha de realización de este 

análisis. 

 

Por lo anterior explicado, y en referencia a la materialidad de los hechos, más allá de lo 

contenido en los instrumentos de política pública analizados en el presente documento, se 

puede entender que no ha existido cumplimiento de la voluntad popular y que la generación 

de esta instancia de coordinación conocida como Comité no ha significado una garantía 

para ese fin.  

 

10 Paginas de la 89 a la 96 del INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS DE ATENCIÓN Y 
ACCIONES EJECUTADAS RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA 
EL CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 IT obtenido de 
e2NhcnBldGE6J2VzY3JpdG8nLCB1dWlkOidmN2M2MjM5My01ZWMzLTQwNmYtOTczMi01MmEwZ
WUyOTMyMzUucGRmJ30= (corteconstitucional.gob.ec) 
 

9 Párrafo 13 del escrito del 22 de julio del 2023 del Colectivo YASunidos obtenido de Microsoft Word - 
Escrito insitencia CCE caida de extracciónEdCL revPBG cambios espe.docx 
(corteconstitucional.gob.ec) 
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7.6.​ SOBRE LOS ALCANCES DEL DECRETO NRO. 257 

El alcance del Decreto Ejecutivo se encuentra claramente definido en el artículo 2 en el que 

se indica que, con la creación del Comité, su objeto es coordinar y establecer los 

mecanismos, lineamientos y acciones que se ejecutarán para cumplir la voluntad popular 

respecto del Bloque 43, para cuyo efecto, el Comité concertará con entidades públicas y 

privadas conforme el Plan de Acción que emitirá para el efecto. 

 

Posteriormente, este objeto se desarrolla en el artículo 4 en el que se definen sus 

atribuciones y responsabilidades. De una lectura sistemática del conjunto de atribuciones 

podemos identificar, a manera de síntesis, que el trabajo del comité consiste en la 

elaboración de un plan de acción con el que se logre cumplir lo ordenado por el pueblo 

soberano mediante su decisión manifestada en la consulta popular del Yasuní, en el marco 

de lo establecido por la Corte Constitucional en su Dictamen.  

 

La elaboración de este plan de acción exige la coordinación entre las distintas carteras de 

Estado y actorías del sector privado pertenecientes al Comité o fuera de éste que puedan 

aportar por medio de informes, incluyendo los informes de los subcomités. El Dictamen 

ordena que este plan debe contener, por lo menos: lineamientos, actividades y el 

cronograma en el que cada una de las entidades del Estado ejecutarán sus obligaciones, en 

el marco de sus competencias, para cumplir con el objeto del Comité. A pesar de que no se 

indica, el plan de acción debería contener el presupuesto de cada una de las actividades a 

realizarse.​

 

Toda la información recabada y su posterior transformación en el Plan de Acción aprobado 

por el Comité, deberá ser remitido a la Corte Constitucional del Ecuador. Sin embargo, en lo 

posterior, el Comité tendrá la obligación de monitorear mensualmente y elaborar su 

correspondiente informe al respecto del avance y cumplimiento del plan. Se le faculta al 

Comité la elaboración de alertas de cumplimiento a las distintas instituciones o entidades 

obligadas por el plan, así como recomendaciones para su mejor cumplimiento. 

 

Dicho de otra forma, el Comité se convierte en la entidad generada por el Presidente de la 

República y delegada por éste para cumplir a cabalidad con la voluntad popular al respecto 

del Yasuní y para este fin generará su plan de acción y se encargará de velar, monitorear y 

corregir su cumplimiento.  
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Mencionado lo anterior, el Comité se convierte en un compilador y gestor de información 

generada por otras instituciones, especialmente las que lo componen, pero de ninguna 

manera las reemplaza o asume sus competencias. 

 

7.7.​ SOBRE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL Y CIUDADANA EN EL DECRETO 
EJECUTIVO NRO. 257 

Como se ha analizado en los puntos anteriores, el Comité tiene una conformación taxativa, 

específica y cerrada:  

“Art. 3.- Conformación del Comité. - El CEVP Yasuní-ITT estará compuesto por los 

siguientes miembros:​

 

1. La máxima autoridad del Ministerio de Energía y Minas o su delegado permanente 

con rango de viceministro, quien lo presidirá; 

 

2. La máxima autoridad del Ministerio del Ambiente, Agua y Transición Ecológica o 

su delegado permanente con rango de viceministro; 

 

3. La máxima autoridad del Ministerio de Economía y Finanzas o su delegado 

permanente con rango de viceministro; 

 

4. La máxima autoridad del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, o su 

delegado permanente con rango mínimo de subsecretario; y, 

 

5. La máxima autoridad de la Empresa Pública de Hidrocarburos del Ecuador EP 

PETROECUADOR o su delegado permanente con rango de gerente”. 

 

De esta manera se reduce la participación dentro del Comité en calidad de miembro 

únicamente a las instituciones públicas pertenecientes a la Función Ejecutiva antes 

mencionadas excluyendo de esta posibilidad a cualquier otra actoría. Para incluir a 

cualquier otro miembro el Presidente debería reformar este artículo del Decreto Ejecutivo 

por medio de uno nuevo. 

 

Por otro lado, el Decreto prevé dos posibilidades restringidas de participación dentro del 

Comité con los que se puede habilitar la participación ciudadana. La primera lo encontramos 

en el numeral segundo del artículo 4 del Decreto:  
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“2. Convocar a las máximas autoridades o delegados de las entidades públicas o 

privadas relacionadas con el ámbito de acción y objeto del CEVP Yasuní-ITT, para 

participar con VOZ, pero sin voto cuando lo considere pertinente;”.  

 

El texto incluye la posibilidad de que personas jurídicas de naturaleza privada puedan 

participar dentro del comité por medio de sus representantes siempre que se cumplan dos 

condiciones: i. que el Comité las convoque para participar; ii. que estén relacionadas con el 

ámbito de acción y objeto del Comité. Por medio de esta vía se habilita la oportunidad para 

que sectores como universidades, centros de investigación, empresas y corporaciones e 

incluso ONGs y varios más, a pesar de que sigue siendo una forma restringida de 

participación pues, sobre todo, está supeditada a la voluntad del Comité. 

 

La segunda forma de participación la encontramos en la conformación de los subcomités 

especializados:  

 

“Los subcomités especializados se conformarán a través de la suscripción de los 

instrumentos correspondientes con entidades públicas, privadas y organizaciones de 

la ciudadanía; integrándose por tanto, grupos de vinculación interinstitucional 

conformados por la máxima autoridad o sus delegados, representantes legales o 

dirigentes”.  

 

De lo anterior se puede identificar que la conformación de estos subcomités presenta una 

opción menos restringida para su conformación ya que prevé directamente la integración de 

organizaciones de la ciudadanía en su conformación más allá de las instituciones públicas y 

privadas. Sin embargo, sigue siendo una manera cerrada de participación porque, al igual 

que el punto anterior, la integración a estos espacios depende de la suscripción de los 

instrumentos correspondientes por parte del Comité por lo que esta integración sigue 

dependiendo de su voluntad.  

 

Resulta evidente que, contrario a lo que debería suceder, se busca controlar, restringir e 

incluso impedir que exista una participación plural y abierta dentro del Comité 

principalmente dirigiendo un impedimento para las organizaciones sociales.  

 

A pesar de lo anterior, el Comité Interinstitucional se encuentra obligado a cumplir con lo 

contenido dentro de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana y Control Social por lo que 

no puede impedirse de ninguna manera la participación en este espacio con mecanismos 
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como la silla vacía o la comisión general al mismo tiempo que podría ser objeto de 

veedurías y demás mecanismos de participación ciudadana.  

 

7.8.​ CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS CONSTITUCIONAL DEL DECRETO NO. 
257 PARA LA “CREACIÓN DEL COMITÉ DE EJECUCIÓN DE LA 
VOLUNTAD POPULAR YASUNÍ ITT” 

Como se ha mencionado en el análisis, el Comité y su proceso de creación por medio del 

Decreto Ejecutivo Nro.257 cumplen con las prerrogativas de validez formal y material por lo 

que no existe contradicción con la Constitución ni con el Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte 

Constitucional y en sí, al ser un espacio de coordinación interinstitucional, representa una 

propuesta válida y efectiva como mecanismo para centralizar información y construir desde 

ahí el proceso de cumplimiento de la voluntad popular. No obstante, su valoración como 

mecanismo de cumplimiento no puede resumirse únicamente en su propósito sino en su 

ejecución y el ejercicio de sus funciones.  

 

Se puede identificar que el Comité no se presenta como una instancia que busque y permita 

la participación de la ciudadanía, especialmente de los sectores interesados con el 

cumplimiento a cabalidad de lo ordenado por el pueblo soberano en su expresión 

democrática de mayoría y hasta el momento no se ha evidenciado la participación de 

actorías que no sean las mismas instituciones estatales, en la emisión del informe remitido a 

la Corte Constitucional por ejemplo, lo que significa menor transparencia y confiabilidad.  

 

Por otro lado, si bien es un mecanismo que puede resultar efectivo, resulta atemporal pues 

debió ser una de las primeras medidas implementadas por el Gobierno actual al asumir 

funciones en el marco de su propio compromiso de campaña de respetar la voluntad 

popular. Como se mencionó antes, el Decreto se emite 9 meses después de la publicación 

de los resultados oficiales y la conformación del Comité no sucede de inmediato sino en el 

mes posterior.  

 

Entonces, con lo anterior mencionado, se puede decir que recién a los 10 meses de la 

publicación oficial de resultados el Gobierno pretendió iniciar la construcción del Plan de 

Acción para el cumplimiento de la voluntad popular, en lo que concierne al retiro progresivo 

de actividades e infraestructura relacionada con la explotación petrolera y la reparación de 

la naturaleza y las comunidades. Sin embargo, esa pretensión no se ha cumplido pues 

hasta el momento no se ha remitido a la Corte Constitucional dicho Plan de Acción.  
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Sobre la suspensión progresiva de la extracción de crudo hasta su totalidad en el Bloque 43 

nada ha manifestado el Comité, que debe suceder hasta el 31 de agosto del presente año y 

de la misma manera se ha evidenciado su incumplimiento.  

 

Por todo lo anterior expuesto, el Comité se muestra como una instancia inoperante que 

hasta el momento no ha podido materializar su finalidad, cumplir la voluntad popular con 

respecto al retiro progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la extracción de 

petróleo en el Bloque 43.  

 

8.​ ANÁLISIS DE DOCUMENTACIÓN ENTREGADA POR LAS INSTITUCIONES 
OBSERVADAS 
8.1.​ EP PETROECUADOR 

 

El 24 de enero de 2024 la Veeduría ingresó un oficio solicitando la siguiente información a 

EP Petroecuador: 

 

1.​ Un informe detallado de las acciones tomadas a partir de la consulta popular del 20 

de agosto de 2023 para dar cumplimiento al mandato popular en los términos 

previstos en el dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional. 

2.​ El plan de cierre, retiro y remediación de toda la infraestructura petrolera construida 

en el Bloque 43, según lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP de la Corte 

Constitucional, así como todos sus anexos y oficios relativos al mismo. 

3.​ El cronograma de actividades y procesos conducentes al proceso de cierre, retiro y 

remediación ambiental del Bloque 43 para el cumplimiento del dictamen 6-22-CP. 

4.​ Los contratos con sus anexos suscritos para la exploración, explotación petrolera y 

cierre en el Bloque 43. 

5.​ Un informe que detalle la localización y tratamientos de los derrames u otros 

incidentes ocurridos en el Bloque 43 entre el año 2016 y la presente fecha, junto a 

toda la documentación que lo respalda. 

6.​ La cartografía con todos los datos e infraestructura de operación actual en el Bloque 

43, incluidas sus respectivas coordenadas. 

7.​ Los datos de ingresos y gastos petroleros mensuales al Estado del Bloque 43, 

incluidos valores Capex y Opex, y la cantidad de barriles extraídos para 

exportaciones de petróleo del Bloque 43, desglosado por pozo petrolero desde el 

año 2013. 
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8.​ Todos los informes de monitoreo con mediciones de contaminación acústica en la 

construcción de vías y plataformas al interior del Parque Nacional Yasuní, desde el 

inicio de las actividades hasta la presente fecha. 

9.​ Toda documentación que dé cuenta de la localización y detalle de proyectos de 

compensación comunitaria en la zona de influencia directa e indirecta del proyecto 

petrolero. 

10.​Un detalle de las acciones concretas orientadas a reparar integralmente a las 

comunidades indígenas afectadas y dependientes de la empresa petrolera y a la 

naturaleza afectada por la infraestructura instalada. 

11.​La documentación que dé cuenta de la localización de pozos de reinyección y 

producción por separado, si hubiera; 

12.​La documentación que dé cuenta de la localización de facilidades petroleras como 

puertos, oleoductos, vías, etc. 

13.​La documentación que dé cuenta de las mediciones de calidad del agua, el aire y el 

suelo en las plataformas al interior del Bloque 43, desde 2013. 

14.​Los informes del MAE-PRAS en la construcción de infraestructura vial, plataformas, 

oleoductos y el resto de facilidades petroleras en el Bloque 43, desde el inicio hasta 

la presente fecha. 

15.​La información sobre el manejo y cantidad de agua de formación y reinyección, 

incluida la ubicación de los pozos reinyectores y cantidad trasladada hacia el Edén u 

otros correspondientes espacios, de manera pormenorizada, desde el inicio hasta la 

presente fecha. 

16.​La información sobre la existencia y ubicación de mecheros o cualquier objeto que 

haga sus veces, al igual que de los procesos de quema de combustibles fósiles 

dentro del Bloque 43, y sus detalles. 

17.​Todos los Informes de Gestión Ambiental Anual existentes de conformidad al artículo 

70 del Reglamento Ambiental de Operaciones Hidrocarburíferas, desde el inicio 

hasta la presente fecha. 

 

En este oficio la Veeduría también solicita “inspecciones periódicas e integrales del Bloque 

43 con el fin de vigilar el cumplimiento del dictamen objeto de la presente veeduría” para lo 

cual se pide “fijar una fecha y hora para realizar una primera inspección en el mes de 

febrero del presente año, con un equipo técnico que acompañará a las y los veedores.” 

 

En contestación a los requerimientos de la solicitud de información a través del Oficio Nro. 

PETRO-EXP-2024-0027-O el 6 de febrero, la institución de EP PETROECUADOR contesta: 
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“En atención a la comunicación de 24 de enero de 2024, recibida mediante el Sistema de 

Gestión Documental Quipux en copia dirigida a esta Gerencia de Exploración y Producción; 

y, considerando las disposiciones constantes en el memorando Nro. 

PETRO-PGG-2024-0007-M de 10 de enero de 2024, mediante el cual el Gerente General 

de EP PETROECUADOR -de ese entonces-, dispuso a esta Gerencia de Exploración y 

Producción: "Brindar las facilidades, el libre acceso a la información y espacios de 

observación necesarios para que las/os veedoras/es ciudadanas/os, en cumplimiento de las 

disposiciones constitucionales y legales, puedan ejercer su derecho al control social sobre 

el objeto planteado y dentro del plazo establecido, de acuerdo a lo establecido en la 

LOTAIP", me permito manifestar lo siguiente:” 

 

En este oficio Petroecuador contesta solo 10 de los 17 puntos solicitados alegando que: 

 

“Respecto a los requerimientos de los numerales del 5 al 8 y del 11 al 17, en virtud del 

alcance de la veeduría aprobada mediante Resolución Nro. CPCCS SNCS-2023-0041-RES 

de 25 de diciembre de 2023, la información requerida excede el tiempo, su alcance y 

objeto”. 

 

En cuanto a los puntos a los que sí responde Petroecuador la Veeduría analiza y destaca lo 

siguiente: 

 

1.​ Petroecuador detalla las siguientes acciones realizadas para dar cumplimiento con la 

Consulta Popular: Con fecha 28 de septiembre la empresa emitió el “INFORME 

PRELIMINAR SOBRE IMPACTOS Y PLANES DE ACCIÓN ASOCIADOS AL 

CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO 

DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT” para conocimiento del 

Directorio de Petroecuador, el mismo que fue conocido en sesión de Directorio el 3 

de octubre de 2023. El 12 de octubre de 2023 solicitó al MAATE que se emitan los 

“lineamientos, directrices del contenido y alcance que deberán tener los planes de 

abandono y cierre del Bloque 43 ITT.” Además se coordinaron mesas de trabajo ese 

mismo mes con distintas entidades gubernamentales relacionadas con los 

compromisos asumidos con la comunidad. El 21 de noviembre se emitió el 

“INFORME PRELIMINAR SOBRE IMPACTOS Y PUNTOS DE ATENCIÓN 

RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE 

ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT”, y 

finalmente el 30 de noviembre de 2023 se solicitó al Ministerio de Energía y Minas 

“LOS LINEAMIENTOS PARA DEFINIR ACCIONES CON EL FIN DE DAR 
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CUMPLIMIENTO AL DICTAMEN No. 6-22-CP/23 Y LOS RESULTADOS DE LA 

CONSULTA POPULAR DEL 20 DE AGOSTO DE 2023". Ninguno de los informes 

mencionados son adjuntados al Oficio de respuesta y tampoco se precisa si hubo 

respuesta a las solicitudes realizadas al MAATE y al Ministerio de Energía y Minas. 

2.​ Sobre el plan de cierre, retiro y remediación de toda la infraestructura petrolera 

construida en el Bloque 43, según lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP de la Corte 

Constitucional, Petroecuador habla de la necesidad de hacer reformas al marco 

jurídico para poder dar cumplimiento al dictamen. No obstante la institución no se 

refiere a las leyes ni a la normativa a reformarse para poder dar cumplimiento, 

tampoco habla de consultas o trámites para poder avanzar en el requerimiento que 

menciona.  

3.​ Al igual que en punto anterior Petroecuador menciona la necesidad de reformar el 

marco jurídico para poder elaborar un cronograma de actividades y procesos 

conducentes al proceso de cierre, retiro y remediación ambiental del Bloque 43 para 

el cumplimiento del dictamen 6-22-CP y menciona la importancia de coordinar una 

hoja de ruta con distintos actores como la “Asamblea Nacional, Presidencia de la 

República, Ministerio de Energía y Minas, Consejo Nacional Electoral, entre otros”. 

Nuevamente se omite cuáles son los cuerpos legales que necesitan reformarse o 

que generarían conflicto para poder dar cumplimiento a la consulta popular. A pesar 

de que se mencionó informes y reuniones realizadas en 2023 con diferentes 

instituciones estatales en el punto uno, Petroecuador no hace referencia sobre las 

resoluciones concretas que estas acciones tendrían en un avance para la 

actualización del Plan de Cierre y Abandono así como para la elaboración del 

cronograma.  

4.​ La empresa explica que en “a partir de los resultados de la consulta popular del 20 

de agosto de 2023, EP PETROECUADOR no ha suscrito nuevos vínculos 

contractuales de inversiones para la exploración, explotación petrolera y cierre en el 

Bloque 43 ITT en cumplimiento al Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional”. 

5.​ Petroecuador se negó a entregar información a la veeduría alegando que la 

localización y tratamientos de los derrames u otros incidentes ocurridos en el Bloque 

43 son temas que exceden el tiempo, alcance y objeto de la presente veeduría. Sin 

embargo la razón por la que se solicitó esta información a Petroecuador es porque el  

Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional determina que en caso de ganar el 

“sí” en la consulta el Estado “deberá adoptar medidas inmediatas para la reparación 

de la naturaleza, la protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones, a 

través de los ministerios competentes.” Por esta razón la veeduría al tener como 

objeto vigilar el cumplimiento de la Consulta Popular del Yasuní necesita conocer 
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sobre los pasivos ambientales, derrames y otros eventos que deban considerarse 

para la reparación de la naturaleza y para la protección de los PIAV y poder evaluar 

si las instituciones responsables han tomado medidas de forma inmediata como 

determinó la Corte Constitucional. 

6.​ Petroecuador reitera su argumento de que el tema solicitado excede el tiempo, 

alcance y objeto de la presente veeduría. En este caso al tratarse de información 

sobre la infraestructura de operación actual en el Bloque 43, Petroecuador le niega a 

la veeduría información indispensable para evaluar, contrastar y analizar los datos 

correspondientes al retiro de la infraestructura en el ITT.  

7.​ La empresa pública no entregó los datos de ingresos y gastos petroleros mensuales 

al Estado del Bloque 43, incluidos valores Capex y Opex, y la cantidad de barriles 

extraídos para exportaciones de petróleo del Bloque 43, desglosado por pozo 

petrolero desde el año 2013. Esta información fue solicitada por la veeduría con el 

fin de revisar, contrastar y evaluar los costos presentados por las distintas 

instituciones responsables para dar cumplimiento a la consulta popular así como 

para tener la información suficiente para analizar la progresividad necesaria para el 

cierre del bloque 43. 

8.​ Petroecuador se negó también a entregar los informes de monitoreo con mediciones 

de contaminación acústica en la construcción de vías y plataformas al interior del 

Parque Nacional Yasuní, desde el inicio de las actividades hasta la presente fecha. 

Esta información es requerida por la veeduría para evaluar y analizar las acciones 

necesarias para dar cumplimiento a la reparación de la naturaleza, la remediación 

ambiental y la protección de los PIAV. 

9.​ Se informa a la veeduría que desde 2014 hasta la fecha de respuesta del oficio se 

habían firmado 12 convenios de compensación social con las siete comunidades del 

área de influencia directa. Además Petroecuador menciona que hay un “promedio de 

avance en el cumplimiento del 83.04% con una inversión aproximada en 

compensación social de US$16,071,732.81 y una inversión en indemnización de 

US$ 2,329,054.33”. En los Anexos 1 y 2 entregados a la veeduría se muestran 

cuadros con cada uno de los convenios firmados, el porcentaje de avance y en el 

caso del Anexo 2 los montos pagados por compensación a las comunidades. No 

obstante no se da ningún detalle de la inversión, tipo de compensación, servicio u 

obra en el cual se invirtió el presupuesto de compensación social ni tampoco se 

explica el porqué el 83.04% de cumplimiento de los acuerdos corresponden a una 

inversión de US$16,071,732.81 y el porcentaje restante (16,96%) corresponde a un 

valor de US$ 41,196,087.44 para los convenios pendientes de compensación social 

en la zona de influencia. 
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10.​Se explica que la información solicitada se encuentra en los anexos 1, 2 y 3 

entregados a la veeduría. En el anexo 3 se muestra la información sobre los 

compromisos pendientes a enero de 2024. En este anexo se encuentra la 

información de 8 convenios: O-01834-PAM-EP-2015, O-01856-PAM-EP-2015, 

O-01647-PAM-EP-2014, O-01527-PAM-EP-2014, O-02913-PAM-EP-2018, 

O-03349-PAM-EP-2020, RSC N°2021001, PGG N°2022168. De Chiro Isla 

(O-01834-PAM-EP-2015) estarían pendientes tres compromisos: la construcción de 

noventa y dos baterías sanitarias, infraestructura comunitaria y el financiamiento 

para los cursos de nivelación de seis bachilleres de La Comuna así como tres 

apoyos para estudios universitarios y tres apoyos para tecnologías. De Puerto 

Quinche (O-01856-PAM-EP-2015) estaría en proceso la entrega de diez apoyos 

educativos para el nivel superior y capacitaciones a la comunidad. De Boca Tiputini 

(O-01647-PAM-EP-2014) estaría en ejecución la capacitación de dos personas para 

ser monitores ambientales. De Puerto Miranda (O-01527-PAM-EP-2014) estarían en 

proceso cinco cursos de capacitación para la comunidad. Del convenio 

O-02913-PAM-EP-2018 en Boca Tiputini estaba en proceso de entrega un proyecto 

agroproductivo con cuatro centros poblados, y del convenio O-03349-PAM-EP-2020 

seis de los siete compromisos estarían pendientes: construcción de una 

cocina-comedor, construcción de un comedor, remodelación de una cocina, 

construcción de dos graderíos de acceso en el Río Tiputini, construcción de una 

casa de huéspedes para turismo comunitario, construcción de un aula y entrega de 

diez apoyos educativos . Con respecto al convenio RSC N°2021001 con Kawymeno 

los veinte compromisos estarían pendientes, esto corresponde a un presupuesto de 

US$ 35.916.360,00 para diversas obras y servicios. Finalmente el convenio PGG 

N°2022168 tendría en ejecución la capacitación en temas artesanales, 

agropecuarios y oficios así como la construcción de una casa comunal, mientras que 

estarían pendientes el mejoramiento de la infraestructura escolar existente, la 

entrega de diez apoyos educativos y un proyecto de huertos escolares. 

11.​Petroecuador se negó a entregar la documentación que dé cuenta de la localización 

de pozos de reinyección y producción por separado. La veeduría solicitó la 

información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido acciones para el 

cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el resultado implica el 

cierre de todos los pozos, de reinyección y de producción, del Bloque 43. 

12.​Petroecuador se negó a entregar la documentación que dé cuenta de la localización 

de facilidades petroleras como puertos, oleoductos, vías, etc. La veeduría solicitó 

esta información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido acciones 

para el cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el resultado 

50 



 

implica la reparación de la naturaleza, la protección del territorio de los PIAV, entre 

otras acciones del Bloque 43. 

13.​Petroecuador se negó a entregar la documentación que dé cuenta de las mediciones 

de calidad del agua, el aire y el suelo en las plataformas al interior del Bloque 43, 

desde 2013. La veeduría solicitó esta información para poder evaluar, analizar y 

determinar si han habido acciones para el cumplimiento efectivo de la consulta 

popular debido a que el resultado implica la reparación de la naturaleza, la 

protección del territorio de los PIAV, entre otras acciones del Bloque 43. 

14.​Petroecuador se negó a entregar los informes del MAE-PRAS en la construcción de 

infraestructura vial, plataformas, oleoductos y el resto de facilidades petroleras en el 

Bloque 43, desde el inicio hasta la presente fecha. La veeduría solicitó esta 

información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido acciones para el 

cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el resultado implica la 

reparación de la naturaleza, la protección del territorio de los PIAV, entre otras 

acciones del Bloque 43. 

15.​Petroecuador se negó a entregar la información sobre el manejo y cantidad de agua 

de formación y reinyección, incluida la ubicación de los pozos reinyectores y 

cantidad trasladada hacia el Edén u otros correspondientes espacios, de manera 

pormenorizada, desde el inicio hasta la presente fecha. La veeduría solicitó esta 

información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido acciones para el 

cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el resultado implica la 

reparación de la naturaleza, la protección del territorio de los PIAV, entre otras 

acciones del Bloque 43. 

16.​Petroecuador se negó a entregar la información sobre la existencia y ubicación de 

mecheros o cualquier objeto que haga sus veces, al igual que de los procesos de 

quema de combustibles fósiles dentro del Bloque 43, y sus detalles. La veeduría 

solicitó esta información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido 

acciones para el cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el 

resultado implica la reparación de la naturaleza, la protección del territorio de los 

PIAV, entre otras acciones del Bloque 43. 

17.​Petroecuador se negó a entregar los los Informes de Gestión Ambiental Anual 

existentes de conformidad al artículo 70 del Reglamento Ambiental de Operaciones 

Hidrocarburíferas, desde el inicio hasta la presente fecha. La veeduría solicitó esta 

información para poder evaluar, analizar y determinar si han habido acciones para el 

cumplimiento efectivo de la consulta popular debido a que el resultado implica la 

reparación de la naturaleza, la protección del territorio de los PIAV, entre otras 

acciones del Bloque 43. 
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A continuación se encuentra los anexos enviados por EP PETROECUADOR: 

 

-​ anexo_1_informe_preliminar_sobre_impactos_y_planes_de_acciÓn_abandono_bloq

ue_43_itt_compressed.pdf 

-​ anexo_2_resolución_no._dir-epp-23-2023-10-03_directorio__compressed.pdf 

-​  anexo_3_petro-ssa-2023-2339-o_(12oct23).pdf 

-​ anexo_4_maate-dca-2024-0344-o_(23feb24)0458278001709267655.pdf 

-​ anexo_5_petro-pgg-2023-1256-o.pdf 

-​ anexo_6_directrices_para_ingreso_de_visitas_y_reglamentaciÓn.pdf 

-​ anexo_7_actas_de_reunión_con_comunidades.pdf 

-​ oficio_003-20240695792001709308905.pdf 

-​ petro-exp-2024-0045-o-1.pdf 

-​ anexo_1_convenios_compensación_social_ejecutados__en_comunidades_bloque_

43_(enero-2024).pdf 

-​ anexo_2_convenios_de_indemnizaciÓn_a_comunidades_bloque-43_(enero-2024).p

df 

-​ anexo_3_convenios_pendientes_bloque_43_-_itt_ene_24.pdf 

-​ anexo_4._directrices_para_ingreso_de_visitas_a_instalaciones.pdf 

 

Además en este oficio se remiten las Directrices para el acceso al Bloque 43 y se define una 

fecha que, debido al corto periodo de tiempo, entre la entrega del oficio y la fecha definida, 

no brindaban garantías ni posibilidades para que los miembros de la veeduría puedan 

realizar la visita al ITT. 

 

Luego de este primer intercambio y revisión de lo enviado, se solicitó a través del Oficio N° 

003-2024 entregado el 16 de febrero de 2024, 17 puntos de información adicionales. Para 

ello, Petroecuador a través del Oficio Nro. PETRO-EXP-2024-0045-O del 26 de febrero de 

2024 solicitó una prórroga de cinco (5) días más para su entrega, de conformidad con lo 

establecido en el Art. 34 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública (LOTAIP). La respuesta al Oficio N° 003-2024 se entregó el 1 de marzo con el Oficio 

Nro. PETRO-EXP-2024-0053-O.  

 

1.​ Se remite el "INFORME PRELIMINAR SOBRE IMPACTOS Y PLANES DE ACCIÓN 

ASOCIADOS AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE 

ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 – ITT" como 

Anexo 1 del Oficio de Petroecuador. El informe de septiembre de 2023 habla de  235 

52 



 

pozos perforados al 31 de agosto de 2023 más 12 pozos que se perforaron hasta 

finales del 2023 por contratos existentes, 11 convenios convenios de compensación 

social con las siete comunidades del área de influencia directa, con una inversión 

aproximada de 14.4 millones de dólares y un presupuesto estimado de US$ 48 

millones, durante los 5 próximos años. Además se habla de la necesidad de 

reformar el marco legal sin especificar la normativa que generaría impedimentos y se 

recomienda la emisión de un -decreto Ejecutivo que regule el cierre anticipado de 

operaciones y abandono planificado del Bloque 43 ITT y que conforme una Comisión 

Interinstitucional así como la contratación de asesoría y una consultoría para la 

definición del “Plan de Cierre Anticipado de Operaciones y Abandono del Bloque 43 

– ITT”. 

2.​ Petroecuador justifica las Directrices para Ingreso de Visitas a Instalaciones de la 

Gerencia de Exploración y Producción de la EP PETROECUADOR en el Anexo 6. 

3.​ Se convoca a una reunión el 15 de marzo de 2023 para discutir la logística para 

realizar una visita al Bloque 43 por parte de los miembros de la veeduría. Esta 

reunión se realizó en la fecha y hora propuesta por Petroecuador y se comunicó a 

los asistentes que las comunidades se oponían a la visita solicitada por lo que no era 

posible llevarla a cabo. La información fue discutida con los demás miembros de la 

veeduría por lo que en respeto a la decisión de las comunidades se decidió no 

insistir en este requerimiento. 

4.​ La empresa informa que la “Jefatura Corporativa de Responsabilidad Social y 

Relaciones Comunitarias (RSRC), realizó la socialización directamente con 

dirigentes y líderes de las principales comunidades del área de influencia directa 

(AID) del Bloque 43-ITT (Comuna Kichwa Boca Tiputini, Comuna Kichwa Puerto 

Miranda y Comunidad Waorani de Kawymeno). La postura de las dirigencias y 

líderes de las comunidades es que no permitirán el ingreso a sus territorios de 

personas que estén en contra de la operación del Bloque 43 ITT.” Por esta razón la 

veeduría no pudo realizar las visitas solicitadas a Petroecuador. 

 

Adicionalmente, se solicitó a través del Oficio N° 005-2024 entregado el 27 de febrero de 

2024, información acerca de la infraestructura del Bloque 43 ITT. En este documento se 

solicitó: 

 

1.​ Si luego de los resultados de la Consulta Popular, se ha continuado con la 

perforación de desarrollo dentro del Bloque 43 –ITT. De ser el caso, se 

indique cuantos pozos adicionales se han perforado y facilite copia del 

contrato que tiene como objeto el cumplimiento de esta actividad”. 
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2.​ Si luego de la notificación de los resultados de la Consulta Popular, se han 

realizado reacondicionamientos de pozos en el Bloque 43. De ser el caso, 

indique y acompañe el contrato que tiene como objeto el cumplimiento de 

esta actividad”. 

3.​ Entre agosto y diciembre del 2023, cuánto se ha invertido en la perforación 

de pozos en el Bloque 43 –ITT ¿Y cuánto está previsto invertir en la 

perforación de pozos entre enero y agosto del 2024 en el campo Ishpingo”. 

4.​ ¿El gas asociado que se produce en el Bloque 43 –ITT se utiliza en la 

generación de electricidad o se quema? ¿Cuál es el consumo diario de diésel 

en el Bloque 43-ITT y que empresa provee la electricidad?”. 

5.​ Sin incluir la perforación y producción de petróleo en la Zona de 

Amortiguamiento, ¿cuál es la producción y la renta petrolera que anualmente 

se calcula obtener en el Bloque 43 –ITT entre los años 2024 y 2034?” 

6.​ Se entrega copia de cada uno de los contratos de servicios para la 

producción y transporte de crudo, que se encuentran vigentes a la fecha, 

desglosado por bloque y grados API”. 

7.​ Se detallan las cantidades de barriles diarios obtenidos de cada bloque y que 

se transporta por el Crudo Napo, acompañado por su grado API 

correspondiente”. 

8.​ En el Bloque 43-ITT ¿cuántos pozos se han perforado, cuántos son 

productores, cuántos se encuentran cerrados y cuántos son reinyectores de 

agua de formación?”. 

9.​ En la programación anual de perforación que EP Petroecuador tiene para la 

perforación en el Bloque 43-ITT, ¿se ha programado perforar en las 

plataformas C y D del campo Ishpingo? 

10.​¿A más de los artículos específicos que respecto a taponamiento de pozos y 

abandono de áreas tienen el Reglamento Sustitutivo del Reglamento 

Ambiental para las Operaciones Hidrocarburíferas en el Ecuador (RAOHE) y 

el Reglamento de Operaciones Hidrocarburíferas, EP Petroecuador ha 

desarrollado Procedimientos específicos para cada una de las operaciones 

que deben cerrarse y las áreas que deben abandonarse? 

11.​¿Se ha enviado al Ministerio de Energía y Minas la solicitud de Taponamiento 

y Abandono de Pozos de uno o varios pozos del Bloque 43 – ITT? De ser el 

caso informe la fecha y el número de oficio con el que se envía la solicitud y 

si ha existido alguna contestación por parte de esta cartera de Estado. 

También adjunte copia en formato pdf de la mencionada solicitud”. 
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12.​Se entregaron copias a color de la completación de pozos verticales, pozos 

desviados y pozos horizontales para cada uno de los campos Ishpingo, 

Tambococha y Tiputini”. 

13.​Se entregue copias a color de la completación de los pozos reinyectores así 

como del estrato geológicos y formación en la que se está reinyectando el 

agua de formación en el que se evidencie que el riesgo de contaminación de 

estratos subsuperficiales de agua dulce o no existe o es bajo”. 

 

En respuesta a la solicitud de la información solicitada anteriormente, EP Petroecuador 

envió lo siguiente:  

 

1.​ EP Petroecuador entrega información donde se especifica los pozos adicionales que 

se han perforado, con un total de 12 pozos adicionales localizados en perforación en 

el campo ISHPINGO: Rig CCDC-66, Rig SINOPEC-185 y Rig CCDC-28. Sin 

embargo, se expidió una solicitud de prórroga de perforación para el contrato EXP 

N° 2022118 para 4 meses más. Lo cual se mantendría en activación hasta el 4 de 

mayo 2024. Esta información se encuentra en el Anexo 1 

2.​ El Gerente Activo de EP Petroecuador, mencionó que si se están realizando 

reacondicionamientos de los pozos en el bloque 43, manteniendo los mismos 

contratos vigentes, sin embargo no se muestra estos contratos, ya que, según la 

empresa “contienen las cláusulas de confidencialidad entre la Contratista y EP 

PETROECUADOR, por lo que no se pueden entregar a terceros”. 

3.​ Dentro del Anexo 1, se alega que no se han abierto o perforado nuevos pozos en el 

periodo de enero a agosto 2024, además se entrega una tabla con los costos por 

pozo. En esto se muestran las fechas de los pozos que fueron aprobados hasta el 

31 de diciembre y su continuación hasta febrero de 2024.  

4.​ A través del Oficio Nro. PETRO-EXP-2024-0058-O, se remite se informa que el gas 

asociado que se produce en el Bloque 43 –ITT se utiliza en la central de generación 

a gas SIEMENS propiedad de EP PETROECUADOR y el excedente se quema. 

Además, el consumo promedio diario de diésel en el mes de febrero de 2024 fue de 

62,426 galones. Esta información se encuentra en un correo electrónico con fecha 

de 01 de marzo de 2024 remitido por el Jefe de Mantenimiento Zona Este de la 

Gerencia de Mantenimiento. Sin embargo, la información completa no se encuentra 

disponible entre los documentos anexados por Petroecuador para la veeduría.  

5.​ A través del Memorando Nro. PETRO-EAI-2024-0136-M, el Gerente de Activo 

comunicó que la renta proyectada de enero - agosto/2024 estimada es de 612 

millones de dólares. Sin embargo, la información completa de la renta proyectada 
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por mes y por bloque en el año 2024 no fue anexada entre los documentos 

enviados, además de la proyección hasta el 2034. 

6.​ Se solicitó copias de los contratos de servicio, sin embargo, en respuesta a la 

información, EP Petroecuador comunicó que la información “requerida excede el 

tiempo, su alcance y objeto”. Por lo que esa información no se entregó. 

7.​ De igual forma, se solicitó detalle las cantidades de barriles diarios obtenidos de 

cada bloque y que se transporta por el Crudo Napo, acompañado por su grado API 

correspondiente”. Sin embargo, EP Petroecuador comunicó que la información 

“requerida excede el tiempo, su alcance y objeto”. Por lo que esa información no se 

entregó. A través de la Asamblea Nacional se entregó el documento 

GEP-ASN-RPT-PRODUCCIÓN POR POZO, donde se observa la cantidad de 

barriles producidos en el bloque 43-ITT desde el año 2016 al 2024 por meses, sin 

embargo, no se especifica de qué bloque son ni los grado API de producción. 

8.​ Se entregó la información del estado de los pozos actuales del bloque 43 ITT con 

corte 29 de febrero 2024. Donde se encuentran 262 pozos perforados de los cuales: 

186 están produciendo, 12 son reinyectores, 1 abandonado (Tambococha 

TMBA-025H) y 63 cerrados o inactivos.  

9.​ Por medio del Memorando Nro. PETRO-EAI-2024-0136-M, el Gerente de Activo 

indica que no existe ninguna planificación para la explotación del bloque 43 ITT, sin 

embargo, en su declaración no menciona las plataformas que se solicitó información 

que son C y D. 

10.​De acuerdo con los procesos de taponamiento de los pozos, el Gerente de Activo de 

EP PETROECUADOR, declaró “No se dispone de procedimientos específicos para 

taponamiento de pozos en producción y con reservas hidrocarburíferas (...) [Pero] se 

acogería a lo que señala el Reglamento Sustitutivo del Reglamento Ambiental para 

las operaciones Hidrocarburíferas en el Ecuador (RAOHE) y el Reglamento de 

Operaciones Hidrocarburíferas para el taponamiento y abandono”. Debido a que no 

existe un plan de cierre y abandono actualizado, esta información y procedimiento 

no se encuentra dentro de los documentos proporcionados por la empresa.  

11.​Dentro de los documentos que respaldan solicitudes de cierre de pozos en el bloque 

43 ITT, EP PETROECUADOR envió una sola solicitud de cierre del pozo ISHB-052 

con el número de resolución MEM-SEEPGN-2024-0131-RM a la entidad 

correspondiente para la fecha de 5 de febrero 2024, a través del Anexo 3. Sin 

embargo, de acuerdo al Anexo 2 se conoce que existen 63 pozos que han sido 

cerrados de los cuales no se constata fecha de cierre.  

12.​La información se proporcionó a través de un link de una carpeta de la nube 

corporativa https://nextcloud.eppetroecuador.ec/index.php/s/y6iRexDk6JA5wnG. Sin 
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embargo, no hubo ninguna información acerca de los pozos verticales, pozos 

desviados y pozos horizontales para cada uno de los campos Ishpingo, Tambococha 

y Tiputini. 

13.​Para los pozos reinyectores solo se proporcionó un esquema a color a través del 

Anexo 6. No se especifica de qué pozos y que campos corresponden.  

 

A continuación se encuentra los anexos enviados por EP PETROECUADOR: 

●​ anexo_1_información_de_perforación_b43_1_-_3.pdf 

●​ anexo_2_reporte_de_clasificaciÓn_de_pozos.pdf 

●​ anexo_3__resolución_mem-seepgn-2024-0131-rm.pdf 

●​ anexo_4_parte_10300109001709927874.zip 

●​ anexo_4_parte_20682464001709927979.zip 

●​ anexo_5_reporte_de_reinyección.pdf 

●​ anexo_60454453001709937986.pdf 

●​ anexo_7_petro-eai-2024-0136-m-3.pdf 

 

El 26 de mayo de 2025 a través del Oficio No. 001-2025 emitido por esta Veeduría se 

solicitó a Petroecuador EP se confiera la siguiente información: 

 

1. Un informe detallado de las acciones tomadas a partir de la consulta popular del 20 de 

agosto de 2023 para dar cumplimiento al mandato popular en los términos previstos en el 

dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional. 

2. El plan de cierre, retiro y remediación de toda la infraestructura petrolera construida en el 

Bloque 43, según lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional, así como 

todos sus anexos y oficios relativos al mismo. 

3. El cronograma de actividades y procesos conducentes al proceso de cierre, retiro y 

remediación ambiental del Bloque 43 para el cumplimiento del dictamen 6-22-CP. 

4. Los contratos con sus anexos suscritos para la exploración, explotación petrolera y cierre 

en el Bloque 43. 

5. Un informe que detalle la localización y tratamientos de los derrames u otros incidentes 

ocurridos en el Bloque 43 entre el año 2016 y la presente fecha, junto a toda la 

documentación que lo respalda. 

6. La cartografía con todos los datos e infraestructura de operación actual en el Bloque 43, 

incluidas sus respectivas coordenadas. 

7. Los datos de ingresos y gastos petroleros mensuales al Estado del Bloque 43, incluidos 

valores Capex y Opex, y la cantidad de barriles extraídos para exportaciones de petróleo del 

Bloque 43, desglosado por pozo petrolero desde el año 2013. 
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8. Todos los informes de monitoreo con mediciones de contaminación acústica en la 

construcción de vías y plataformas al interior del Parque Nacional Yasuní, desde el inicio de 

las actividades hasta la presente fecha. 

9. Toda documentación que dé cuenta de la localización y detalle de proyectos de 

compensación comunitaria en la zona de influencia directa e indirecta del proyecto 

petrolero. 

10. Un detalle de las acciones concretas orientadas a reparar integralmente a las 

comunidades indígenas afectadas y dependientes de la empresa petrolera y a la naturaleza 

afectada por la infraestructura instalada. 

11. La documentación que dé cuenta de la localización de pozos de reinyección y 

producción por separado, si hubiera; 

12. La documentación que dé cuenta de la localización de facilidades petroleras como 

puertos, oleoductos, vías, etc. 

13. La documentación que dé cuenta de las mediciones de calidad del agua, el aire y el 

suelo en las plataformas al interior del Bloque 43, desde 2013. 

14. Los informes del MAE-PRAS en la construcción de infraestructura vial, plataformas, 

oleoductos y el resto de facilidades petroleras en el Bloque 43, desde el inicio hasta la 

presente fecha. 

15. La información sobre el manejo y cantidad de agua de formación y reinyección, incluida 

la ubicación de los pozos reinyectores y cantidad trasladada hacia el Edén u otros 

correspondientes espacios, de manera pormenorizada, desde el inicio hasta la presente 

fecha. 

16. La información sobre la existencia y ubicación de mecheros o cualquier objeto que haga 

sus veces, al igual que de los procesos de quema de combustibles fósiles dentro del Bloque 

43, y sus detalles. 

17. Todos los Informes de Gestión Ambiental Anual existentes de conformidad al artículo 70 

del Reglamento Ambiental de Operaciones Hidrocarburíferas, desde el inicio hasta la 

presente fecha. 

​

Frente a esta solicitud Petroecuador respondió con el Oficio Nro. PETRO-EXP-2025-0200-O 

el 6 de junio de 2025 en el que se indica que el plazo de la veeduría culminó el pasado 26 

de diciembre de 2024 y que “por lo indicado, previo a dar atención a su requerimiento me 

permito solicitar, se sirva remitir, la Resolución vigente y la notificación respectiva a esta 

Empresa Pública, por parte de la Subcoordinación Nacional de Control Social.” 
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A este oficio se respondió el 23 de junio de 2025 a través del Oficio N° 007-2025 emitido por 

esta Veeduría con el que se entregó la información solicitada y se reiteró a Petroecuador EP 

se confiera la información solicitada en el anterior oficio.  

 

Petroecuador EP respondió el 18 de julio de 2025 a través del Oficio Nro. 

PETRO-EXP-2025-0251-O con el siguiente texto: 

 

“(...) Siguiendo el carácter participativo, cívico, voluntario, proactivo y neutral de la veeduría, 

conforme el artículo 7 del Reglamento General de Veedurías Ciudadanas del Pleno del 

Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, y considerando que la información 

requerida, será para efectos del objeto de la veeduría ciudadana; y, que acorde a lo 

determinado en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, la solicitud de acceso a la información no implica la obligación de las 

entidades de la administración pública a crear o producir información, con la que no 

dispongan o no tengan obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. 

 

En este sentido, esta empresa pública remite la información disponible, misma que debido a 

su tamaño, se encuentra almacenada en la nube de correspondencia de esta empresa 

pública, con vigencia de 15 días. 

 

Enlace de nube: 

https://correspondencia.eppetroecuador.ec/index.php/s/Kpe6PBmEobnFazD 

Clave: B43_Veeduria 

 

Detalle de la información entregada: 

 

1. Un informe detallado de las acciones tomadas a partir de la consulta popular del 20 de 

agosto de 2023 para dar cumplimiento al mandato popular en los términos previstos en el 

dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional. Respuesta: Carpeta Pregunta 1, 2, 3, 7. 

2. El plan de cierre, retiro y remediación de toda la infraestructura petrolera construida en el 

Bloque 43, según lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional, así como 

todos sus anexos y oficios relativos al mismo. Respuesta: Carpeta Pregunta 1, 2, 3, 7. 

3. El cronograma de actividades y procesos conducentes al proceso de cierre, retiro y 

remediación ambiental del Bloque 43 para el cumplimiento del dictamen 6-22-CP. 

Respuesta: Carpeta Pregunta 1, 2, 3, 7. 

4. Los contratos con sus anexos suscritos para la exploración, explotación petrolera y cierre 

en el Bloque 43. 
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Respuesta: Carpeta Pregunta 4. 

5. Un informe que detalle la localización y tratamientos de los derrames u otros incidentes 

ocurridos en el Bloque 43 entre el año 2016 y la presente fecha, junto a toda la 

documentación que lo respalda. Respuesta: Carpeta Pregunta 5. 

6. La cartografía con todos los datos e infraestructura de operación actual en el Bloque 43, 

incluidas sus respectivas coordenadas. Respuesta: Carpeta Pregunta 6_12 

7. Los datos de ingresos y gastos petroleros mensuales al Estado del Bloque 43, incluidos 

valores Capex y Opex, y la cantidad de barriles extraídos para exportaciones de petróleo del 

Bloque 43, desglosado por pozo petrolero desde el año 2013. Respuesta: Carpeta Pregunta 

1, 2, 3, 7. 

8. Todos los informes de monitoreo con mediciones de contaminación acústica en la 

construcción de vías y plataformas al interior del Parque Nacional Yasuní, desde el inicio de 

las actividades hasta la presente fecha. Respuesta: Carpeta Pregunta 8. 

9. Toda documentación que dé cuenta de la localización y detalle de proyectos de 

compensación comunitaria en la zona de influencia directa e indirecta del proyecto 

petrolero. Respuesta: Carpeta Pregunta 9-10. 

10. Un detalle de las acciones concretas orientadas a reparar integralmente a las 

comunidades indígenas afectadas y dependientes de la empresa petrolera y a la naturaleza 

afectada por la infraestructura instalada. Respuesta: Carpeta Pregunta 9_10. 

11. La documentación que dé cuenta de la localización de pozos de reinyección y 

producción por separado, si hubiera; Respuesta: Carpeta Pregunta 11. 

12. La documentación que dé cuenta de la localización de facilidades petroleras como 

puertos, oleoductos, vías, etc. Respuesta: Carpeta Pregunta 6_12. 

13. La documentación que dé cuenta de las mediciones de calidad del agua, el aire y el 

suelo en las plataformas al interior del Bloque 43, desde 2013. Respuesta: Carpeta 

Pregunta 13. 

14. Los informes del MAE-PRAS en la construcción de infraestructura vial, plataformas, 

oleoductos y el resto de facilidades petroleras en el Bloque 43, desde el inicio hasta la 

presente fecha. Respuesta: Dirigir la consulta al Ministerio del Ambiente, Agua y Transición 

Ecológica MAATE 

15. La información sobre el manejo y cantidad de agua de formación y reinyección, incluida 

la ubicación de los pozos reinyectores y cantidad trasladada hacia el Edén u otros 

correspondientes espacios, de manera pormenorizada, desde el inicio hasta la presente 

fecha. Respuesta: Carpeta Pregunta 15. 

16. La información sobre la existencia y ubicación de mecheros o cualquier objeto que haga 

sus veces, al igual que de los procesos de quema de combustibles fósiles dentro del Bloque 

43, y sus detalles. Respuesta: Carpeta Pregunta 16. 
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17. Todos los Informes de Gestión Ambiental Anual existentes de conformidad al artículo 70 

del Reglamento Ambiental de Operaciones Hidrocarburíferas, desde el inicio hasta la 

presente fecha. Respuesta: Carpeta Pregunta 17. 

 

Respecto a la solicitud de facilitar y garantizar a las personas que integran la Veeduría 

Ciudadana, la realización de: 

 

-​ Inspecciones periódicas e integrales del Bloque 43 con el fin de vigilar el 

cumplimiento del dictamen objeto de la presente veeduría. 

 

EP PETROECUADOR solicita que por parte de la Coordinadora de la Veeduría se 

comunique con al menos 15 días de anticipación para las coordinaciones internas a la fecha 

de realización de una inspección, únicamente con la participación de los tres (3) veedores 

autorizados, esto en virtud de lo establecido en el número 1 del artículo 86 de la Ley 

Orgánica de Participación Ciudadana. Para este efecto, comunico que se solicitará al 

Departamento correspondiente de esta Empresa Pública para que realice la socialización 

directamente con dirigentes y líderes de las principales comunidades del área de influencia 

directa (AID) del Bloque 43-ITT (Comuna Kichwa Boca Tiputini, Comuna Kichwa Puerto 

Miranda y Comunidad Waorani de Kawymeno); la postura y resolución de las dirigencias y 

líderes no es responsabilidad de EP PETROECUADOR. 

 

La Veeduría luego de revisar la documentación ha realizado el siguiente análisis: 

 

En respuesta a los puntos 1, 2, 3 y 7 se remite el documento “ACTUALIZACIÓN DE 

INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS DE ATENCIÓN Y ACCIONES EJECUTADAS 

RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE 

ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT” con fecha del 12 

de agosto de 2024.  

 

Sobre el punto 1 el informe remitido detalla lo siguiente: 

-​ 28 de agosto de 2023: la Presidencia convocó a una reunión interinstitucional donde 

se dispuso la elaboración de un informe multisectorial para organizar el cierre 

anticipado del Bloque 43. 

-​ 01 de septiembre de 2023: EP Petroecuador presentó un análisis técnico sobre 

impactos económicos, sociales, jurídicos y ambientales, subrayando que se trataba 

de un proceso inédito en la industria petrolera mundial. 
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-​ 05 de septiembre de 2023: se acordó la elaboración de un informe técnico para la 

Corte Constitucional, con insumos de distintas mesas sectoriales coordinadas por 

EP Petroecuador. 

-​ 21 de noviembre de 2023: EP Petroecuador remitió un informe preliminar sobre 

impactos y puntos de atención al Viceministerio de Hidrocarburos. 

-​ 30 de noviembre de 2023: se envió a la Ministra de Energía y Minas una solicitud de 

lineamientos para definir acciones de cumplimiento al dictamen y la consulta. 

-​ 17 de julio de 2024: EP Petroecuador entregó al Ministro de Energía y Minas y al 

Ministro de Economía y Finanzas un informe actualizado sobre impactos y cierre 

ordenado del Bloque 43, solicitando directrices para continuar con la ejecución. 

-​ 08 de mayo de 2024: mediante el Decreto Ejecutivo No. 257, se creó el Comité de 

Ejecución de la Voluntad Popular Yasuní – ITT (CEVP Yasuní-ITT), integrado por 

varios ministerios y EP Petroecuador, encargado de planificar y coordinar el cierre 

anticipado, abandono y remediación del Bloque 43. 

 

Sobre el punto 2 y 3 en el informe entregado se establece un retiro integral y progresivo de 

toda la infraestructura petrolera del Bloque 43 ITT, acompañado de un proceso de 

remediación ambiental y restauración de las áreas afectadas. De acuerdo al documento, el 

cumplimiento dependerá de la aprobación presupuestaria, coordinación interinstitucional y la 

supervisión del CEVP Yasuní-ITT, garantizando que no quede infraestructura operativa ni 

pozos activos en el área protegida del Parque Nacional Yasuní. Para esto se prevé un 

cronograma tentativo de 5 años y 5 meses para completar el abandono de pozos y el 

desmantelamiento. Sin embargo la información remitida no constituye un Plan de Cierre y 

Abandono aprobado por las entidades competentes sino una serie de recomendaciones, 

consideraciones y estimaciones. A pesar de haber transcurrido cerca de dos años desde la 

Consulta Popular del Yasuní, la documentación entregada sigue sustentándose en 

lineamientos y consideraciones necesarias por parte de otras instituciones sin que existan 

acciones concretas con respecto a la ejecución de un Plan de Cierre y Abandono 

debidamente aprobado. 

 

Respecto al punto 4 sobre los contratos suscritos para la exploración, explotación petrolera 

y cierre en el Bloque 43, la Veeduría revisó la información para su análisis y lo resume de la 

siguiente forma: 

 

Contrato AMS EXP No. 2023256 

Contrato con Schlumberger del Ecuador S.A. (contratista), representada por Melisa Ramírez 

T. (Representante Legal) para la prestación de servicios y/o provisión de materiales, equipos 
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y repuestos para actividades relacionadas con el Departamento de Operaciones de EP 

Petroecuador firmado en Quito el 16 de agosto de 2023.  

 

Contrato EXP No. 2024088 

Contrato con Frank’s Internacional del Ecuador Cía. Ltda. (contratista), representada por 

José Luis Ziritt Recalde para la prestación de servicios eventuales bajo llamada para corrida 

de tubulares en operaciones de completación y reacondicionamiento de pozos en todos los 

campos operados por EP Petroecuador, incluido el Bloque 6 (off shore). Es un contrato de 3 

años a partir de su firma y cuyo monto referencial es de USD 6.700.074,00 (sin IVA). 

 

Contrato EXP No. 2024153 

Contrato con TRIPOINT S.A. (contratista), representada por Heriberto Rojas Hernández 

para la prestación de servicios eventuales bajo llamada de apoyo a operaciones de 

reacondicionamiento, completación de pozos y renta de herramientas en todos los bloques 

operados por EP Petroecuador, excepto el Bloque 6. Es un contrato de 3 años por un monto 

de USD 5.394.057,78 (sin IVA). 

 

Contrato EXP No. 2024240 

Contrato con SERTECPET S.A. (contratista), representada por Carlos Vinicio Troncoso 

Garrido (Gerente General) para la prestación de servicios eventuales bajo llamada para: 

evaluación de pozos, instalación y puesta en marcha de facilidades tempranas y/o 

temporales, actividades relacionadas con la producción y provisión de bienes en todos los 

campos operados por EP Petroecuador. El contrato se hizo por un valor de USD 

78.908.434,72 (sin IVA) con un plazo de un año a partir del 12 de agosto de 2024. 

 

Contrato EXP No. 2024362 

Contrato con Baker Hughes Services International S.A.S. (contratista) para la prestación de 

servicios eventuales bajo llamada para provisión de servicios, materiales, equipos y 

repuestos destinados a actividades relacionadas con el Departamento de Operaciones. Es 

un contrato de un plazo de 3 años por un monto de USD 23.605.853,61 (sin IVA) a partir del 

14 de octubre de 2024. 

 

Contrato Nro. 2025201 

Contrato con DYNADRILL ECUADOR C.A. para la prestación de servicios eventuales bajo 

llamada para: estimulación y limpieza de pozos, actividades relacionadas con la producción, 

completación inicial de pozos, renta de herramientas de reacondicionamiento/completación, 

provisión de insumos y materiales para cementación y tratamiento de fluidos.Aplicable en 
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los campos de EP PETROECUADOR, incluido **Bloque 6 (offshore)**. Es un contrato por el 

monto total de USD 49.349.371,34 y de un plazo de 3 años que se firmó el 15 de mayo de 

2025. 

 

Orden de Servicios OS-150132 

Contrato con Walter Vinicio Paredes Martínez (RUC 2290316521001) para la prestación de 

servicios de mantenimiento interno y externo en estaciones, plataformas e islas de 

producción para el área de operaciones Tiputini y Tambococha. Es un contrato por el monto 

total de USD 369.955,00 (sin IVA) que se emitió y aprobó el 1 de septiembre de 2023. 

 

Todos los contratos remitidos, a excepción de la Orden de Servicios OS-150132 y el 

Contrato Nro. 2025201, se establece que la ejecución de los mismos en el Bloque 43 debe 

considerar el dictamen 622CP/23 del 09 de mayo de 2023 de la Corte Constitucional. 

 

Para el punto 5 se entregó un cuadro en el que se reportan 29 derrames en el Bloque 43. 

De estos incidentes 12 ocurrieron dentro del Parque Nacional Yasuní. Los derrames 

reportados fueron de diesel (12), crudo (12), aceite hidraúlico, (3), gasolina (1) y químico 

para tratamiento (1). Además de los 29 derrames, 18 ocurrieron en Tiputini, 9 en 

Tambococha y 2 en Ishpingo. Además se reportaron 2 incidentes con afectaciones a 

terceros. En este cuadro no se detalla la cantidad del derrame de ninguno de los 29 eventos 

y 2 de estos sucesos ocurrieron luego de la Consulta Popular del Yasuní. 

 

Para el punto 6 y 12 se remite un mapa del Bloque 43 donde se detalla de forma general la 

infraestructura, además de un documento con las coordenadas de las locaciones: Central 

de Procesos Tiputini, Ishpingo A, Ishpingo B, Tambococha A, Tambococha B, Tambococha 

D, Tambococha E, Tiputini A, Tiputini B, Tiputini C, Tiputini D, Tiputini E, V lvula Tiputini N, V 

lvula Tiputini S, Zona de Embarque Miranda y Zona de Embarque San Carlos.  

 

En el punto 7 se remite al documento “ACTUALIZACIÓN DE INFORME SOBRE 

IMPACTOS, PUNTOS DE ATENCIÓN Y ACCIONES EJECUTADAS RESPECTO AL 

CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO DE 

OPERACIONES Y ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT”.  Los datos de ingresos y gastos 

petroleros mensuales al Estado del Bloque 43, incluidos valores Capex y Opex, y la 

cantidad de barriles extraídos para exportaciones de petróleo del Bloque 43 se encontraron 

en los siguientes cuadros. 
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Sin embargo la información remitida sólo refleja información hasta el año 2023 y de acuerdo 

a informes públicos de Petroecuador EP. La explotación petrolera de los pozos del Bloque 

43 ha continuado durante los años 2024 y 2025. 

 

Para el punto 8 se remiten 26 Informes de Ruido Ambiental del Bloque 43 desde mayo de 

2018 hasta diciembre de 2024. De estos informes, el informe 17 no corresponde a Ruido 
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Ambiental sino a Monitoreo de Emisiones a la Atmósfera, con respecto a los demás 

informes todos reportan que “NO sobrepasan los 70 dB como límite permisible para ruido 

diurno y de 65 dB para el ruido nocturno, según el Libro VI del Texto Unificado de 

Legislación Ambiental Secundaria del Ministerio de Ambiente y Agua. (TULSMA) Anexo 5 

del AM 097 A.” También se incluyó informes de los monitoreos de ruido ambiental de los 

accesos y las plataformas. 

 

Para los puntos 9 y 10 se incluyeron los informes DIN desde Abril de 2014 hasta 

Diciembre de 2024. Debido a que esta veeduría analiza el cumplimiento de la Consulta 

Popular del Yasuní de acuerdo a los parámetros establecidos por la Corte Constitucional se 

puso especial atención a la información más actualizada. En el “INFORME DE 

ACTIVIDADES DEL DEPARTAMENTO DE RESPONSABILIDAD SOCIAL Y RELACIONES 

COMUNITARIAS” del Bloque 43 de Abril a Octubre de 2024 se comunica lo siguiente con 

respecto a los proyectos de compensación comunitaria y acciones de reparación a 

comunidades indígenas y a la naturaleza: 

Localización y detalle de proyectos de compensación comunitaria 

Los proyectos y convenios se concentran en comunidades de influencia directa (AID): Boca 

Tiputini, Puerto Miranda, Puerto Quinche, San Vicente, Kawymeno y Chiro Isla. El 

documento habla de más de USD 21 millones en convenios de compensación social y 

USD 2,3 millones en indemnizaciones. Ejemplos: Puerto Quinche (USD 3,3 millones), Boca 

Tiputini (más de USD 7 millones), Puerto Miranda y San Vicente (más de USD 2,5 millones 

en conjunto). Además con respecto a proyectos productivos existen 561 iniciativas 

agroproductivas implementadas, incluyendo avicultura (431), piscicultura (61), huertos 

escolares (5), cacao (37), maíz híbrido (12) y plátano (15). En cuanto a infraestructura y 

servicios se realizó una inversión de USD 11,88 millones en sistemas de agua potable, 

saneamiento, casas comunales y mejoramiento escolar. 

 

Acciones concretas de reparación a comunidades indígenas 

En cuanto a acciones de reparación a pueblos y nacionalidades del Bloque 43, este informe 

reporta 27 convenios de becas para jóvenes de Puerto Quinche, Boca Tiputini y Puerto 

Miranda. También se realizó capacitación técnica a más de 300 personas en oficios como 

carpintería, soldadura, electricidad, informática y maquinaria pesada, y vinculación laboral 

mediante contratación de mano de obra local en limpieza de plataformas, mantenimiento 

vial y monitoreo socio-ambiental. Petroecuador EP también reporta apoyo a servicios 

comunitarios: transporte fluvial, catering y provisión de productos agrícolas. 

 

Acciones orientadas a la naturaleza e infraestructura instalada 
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Finalmente en cuanto a acciones orientadas a la reparación de la naturaleza y el medio 

ambiente afectados por las actividades de extracción petrolera, Petroecuador incluye el 

trabajo con escuelas saludables y educación ambiental con huertos y proyectos productivos. 

También está el trabajo con viveros comunitarios para cacao, café y reforestación y el 

monitoreo socio-ambiental comunitario para limpieza de DDV, mantenimiento de 

plataformas y servicios ambientales así como las capacitaciones ambientales en 

comunidades y colegios, con introducción de tecnologías sostenibles. 

 

Para el punto 13 la documentación entregada que da cuenta de las mediciones de calidad 

del agua, el aire y el suelo en las plataformas al interior del Bloque 43 desde 2013 son 42 

informes sobre la calidad del aire y 1 informe sobre la calidad del suelo: “INFORME I AÑO 

DEL PROGRAMA DE MONITOREO PERMANENTE PARA EL CUMPLIMIENTO A LO 

DISPUESTO EN LA LICENCIA AMBIENTAL No. 032 DEL CAMPO ISHPINGO NORTE - 

BLOQUE 43 DE EP PETROECUADOR”.  

 

En cuanto al punto 14 se solicita remitir esta consulta al MAATE. 

 

Para el punto 15 se entregan dos cuadros que contienen información sobre la cantidad de 

agua de formación y reinyección en el Bloque 43 desde julio de 2016 hasta junio de 2025 en 

los campos de Tiputini, Tambococha e Ishpingo.  

 

En respuesta al punto 16 respecto a la existencia y ubicación de mecheros o cualquier 

objeto que haga sus veces, al igual que de los procesos de quema de combustibles fósiles 

dentro del Bloque 43 se anexó el siguiente cuadro: 

 

 

Y finalmente para el punto 17 se entregaron 11 documentos, sin embargo estos 

corresponden a los oficios del Ministerio de Ambiente en los que se reporta la recepción y 

aceptación de los Informes de Gestión Ambiental Anual del Bloque 43. 
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8.2.​ MINISTERIO DE AMBIENTE Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA 
El 15 de marzo de 2024 la Veeduría ingresó un oficio de solicitud de acceso a la información 

pública al MAATE en el que se solicitó lo siguiente:  

 

“(...) Con base en los fundamentos antes señalados y a efectos de alcanzar el objetivo de la 

Veeduría Ciudadana que coordinamos y las obligaciones que en calidad de veedores y 

veedoras tenemos, solicitamos se confiera la siguiente información:  

 

●​ Los informes preliminares correspondientes a los impactos ambientales que ha 

generado la explotación petrolera del bloque 43 en el período 2016 a 2024. 

●​ Los requerimientos del MAATE para la autorización y entrega de permisos y 

licencias ambientales para la explotación petrolera. 

●​ Los permisos y licencias ambientales emitidos y vigentes para la explotación del 

bloque 43 en el Parque Nacional Yasuní. La certificación del estado actual de todos 

los permisos y licencias ambientales, a partir de la publicación de los resultados de 

la consulta popular del Yasuní. 

●​ Los planes de cierre y abandono aprobados en el Plan de Manejo ambiental.  Un 

informe detallado y documentado de las acciones iniciadas  para dar respuesta a la 

solicitud de 12 de octubre de 2023 presentada por EP Petroecuador de trazar los 

lineamientos necesarios para la actualización de dicho plan de cierre. En relación a 

ello, informe de manera sustentada, la necesidad y pertinencia de tal actualización. 

●​ Todos los informes y documentación vinculada a pasivos ambientales reportados 

desde 2013 hasta la actualidad en el bloque 43, así como su respectivo proceso de 

remediación. 

●​ El  inventario de los pasivos ambientales que existen y se producirán en el proceso 

de abandono de la actividad extractiva, a efecto de que se pueda realizar el debido 

monitoreo de la reparación ambiental y de la naturaleza que efectúe EP 

Petroecuador conforme a los planes de cierre y abandono.  

●​ Informe detallado y documentado de todas las medidas adoptadas para la 

reparación de la naturaleza, la protección de los PIAV y de su territorio a partir de la 

notificación de los resultados de la Consulta Popular del 20 de  agosto de 2023. Un 

Informe detallado de las medidas que se  adoptarán para el mismo fin. Mencionar los 

plazos y financiamiento (costo total y fuentes de financiamiento) previsto para la 

ejecución de la remediación ambiental.  
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●​ Un informe detallado y documentado de las acciones de coordinación 

interinstitucional entre distintas carteras del Estado vinculadas a las operaciones 

realizadas en el bloque 43 desde la expedición del Dictamen 6-22-CP/23 el 9 de 

mayo de 2023 y posterior a la publicación oficial de los resultados de la consulta 

popular del 20 de agosto de 2023 en el que se particularicen las acciones vinculadas 

al cumplimiento de la consulta popular. 

●​ El Plan de Monitoreo de los pasivos ambientales para el bloque 43 y su 

correspondiente remediación ambiental. 

●​ Los registros de todos los monitoreos ambientales realizados por EP Petroecuador y 

entregados al MAATE así como los realizados por el propio Ministerio entre 2016 

hasta 2024. 

●​ Informes de auditorías ambientales realizadas en el bloque 43 desde antes del inicio 

de sus operaciones hasta la actualidad. 

●​ Informar sobre cualquier proceso de licitación para contratación de plan de cierre y 

abandono 

●​ Detallar de manera motivada los requerimientos financieros para las operadoras de 

extracción de petróleo para la obtención de la licencia ambiental, particularmente 

para garantizar la ejecución de los planes de cierre y abandono. Especificar si 

existen diferencias entre entidades públicas y privadas. Asimismo: 

●​ Adjuntar planes de cierre y abandono ejecutados en el país, cronograma y costos. 

●​ Adjuntar un listado y copias de pólizas para el cierre y abandono. 

 

El requerimiento fue respondido el 22 de abril de 2024 con el Oficio Nro. 

MAATE-MAATE-2024-0476-O con el siguiente texto:​

​

(...) Con base en las disposiciones legales mencionadas anteriormente, el Ministerio del 

Ambiente, Agua y Transición Ecológica, dentro del marco de sus competencias, se puede 

concluir que esta Cartera de Estado, ha procedido a recabar la información solicitada a fin 

de atender su requerimiento anexando los siguientes documentos: 

 

1.​ Memorando Nro. MAATE-SCA-2024-0470-M, suscrito por la Subsecretaría de 

Calidad Ambiental. 

2.​ Anexo 1.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2023-2339-O 

3.​ Anexo 2.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2023-1895-O 

4.​ Anexo 3.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2023-2758-O 

5.​ Anexo 4.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2023-2207-O 

6.​ Anexo 5.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2024-0201-O 
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7.​ Anexo 6.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2024-0624-O 

8.​ Anexo 7.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2024-0344-O 

9.​ Anexo 8.- Matriz Planes de Cierre y Abandono 

10.​Anexo 9.- Oficio Nro. MAATE-SCA-2023-4770-O 

11.​Anexo 10.- Memorando MAATE-SCA-2024-0257-M 

 

A continuación se incluye un análisis de los documentos remitidos por el Ministerio de 

Ambiente, Agua y Transición Ecológica.  

 

●​ Memorando Nro. MAATE-SCA-2024-0470-M, suscrito por la Subsecretaría de 

Calidad Ambiental:  En este oficio el Ministerio de Ambiente, Agua y Transición 

Ecológica remite la respuesta a lo solicitado por esta Veeduría al Sr. Mgs. Marco 

Vinicio Landázuri Álvarez, Coordinador General de Asesoría Jurídica. En el 

documento se responde punto por punto lo solicitado en el oficio. ​

 

1. Los informes preliminares correspondientes a los impactos ambientales que 
ha generado la explotación petrolera del bloque 43 en el periodo 2013 a 2024: 
El MAATE comparte enlace con informes correspondientes a la Declaratoria de 

Interés Nacional (DIN) a la vez que explica que “Es menester aclarar que toda 

actividad petrolera puede generar posibles impactos, por lo que, el detalle preliminar 

de esos posibles impactos son evaluados y aprobados en los estudios de impacto 

ambiental del Bloque 43”: 

https://drive.google.com/drive/folders/1spriCkkTxTM086IiC34OFnX1p7Z57QJ5 ​

 

2. Los requerimientos del MAATE para la autorización y entrega de permisos y 
licencias ambientales para la explotación petrolera: En la respuesta se explica 

que para el Bloque 43 los requerimientos se basaron en la normativa vigente, 

además de lo que corresponde por la Declaratoria de Interés Nacional. ​

 

3. Los permisos y licencias ambientales emitidos para la explotación del 
bloque 43 en el Parque Nacional Yasuní. La certificación del estado actual de 
todos los permisos y licencias ambientales, a partir de la publicación de los 
resultados de la consulta popular del Yasuní: Existían al momento de la emisión 

del oficio de respuesta dos licencias ambientales y tres resoluciones, todas vigentes, 

para las operaciones del Bloque 43.  

La primera licencia, emitida bajo resolución 315 de mayo de 2014 otorga el permiso 

de desarrollo y producción de los campos Tiputini y Tambococha. Sobre esta licencia 
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existen 3 estudios complementarios aprobados mediante resoluciones 166 de marzo 

de 2015,  277 de noviembre de 2016, y 195-SUIA de noviembre de 2018, 

respectivamente. 

La segunda licencia ambiental fue emitida bajo resolución 032-SUIA de mayo de 

2019 y permite el desarrollo y producción de la zona norte del campo Ishpingo. 

Además se explica que “No existe un motivante para que la Autoridad Ambiental 

extinga dichos permisos sin el debido proceso en cuanto lo determina la normativa 

ambiental vigente”.​

 

4. Los planes de cierre y abandono aprobados en el Plan de Manejo ambiental. 
Un informe detallado y documentado de las acciones iniciadas para dar 
respuesta a la solicitud de 12 de octubre de 2023 presentada por EP 
PETROECUADOR de trazar los lineamientos necesarios para la actualización 
de dicho plan de cierre. En relación a ello, informe de manera sustentada, la 
necesidad y pertinencia de tal actualización:  
Mediante oficio MAATE-MAATE-2024-0476-O del 22 de abril de 2024, se remite el 

Anexo 8. Matriz de Cierre y Abandono el cual incluye el plan de cierre para 

Tiputini-Tambococha, el correspondiente para Ishpingo norte.   

De la revisión de los planes de cierre, y otros documentos oficiales, es probable que 

se requiera una actualización de algunos aspectos de los planes de cierre 

existentes, estas modificaciones se harán sobre los planes de manejo ya aprobados 

y deberán detallar el cronograma valorado de las actividades del plan.​

 

5. Todos los informes y documentación vinculada a pasivos ambientales 
reportados desde 2013 hasta la actualidad en el bloque 43, así como su 
respectivo proceso de remediación: La institución se limitó a explicar que existe el 

Programa de Reparación Ambiental y Social (PRAS) y que ninguno de los incidentes 

reportados en el Bloque 43 corresponde a una “emergencia ambiental”, sin 

respaldado con documentación u otro tipo de evidencia. El MAATE no remitió ningún 

informe ni documentación de respaldo.  

La información pública del Sistema Único de Información Ambiental, SUIA, muestra 

que el Programa de Reparación Ambiental y Social, PRAS al año 2022 había 

identificado 5 fuentes de contaminación remediadas y 3 no remediadas, dentro del 

bloque ITT, siendo las últimas un pasivo ambiental. 
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Código PRAS Categoría Estado Coordenada X Coordenada Y 

TIPUTN_01_01P Piscina Pendiente 
de 
remediación 

437145 9907596 

TPT_MI_01D Derrame Remediado 437295 9907796 

TPT_MI_PB_01P Piscina Remediado 437370 9907978 

TMB_B_01F Fosa Remediado 432820 9898360 

TMB_B_01P Piscina Remediado 432808 9898335 

TMB_B_02P Piscina Remediado 432833 9898328 

ISHP_01_PIT_01P Piscina Pendiente 
de 
remediación 

427311 9878188 

ISHP_03_PIT_01P Piscina Pendiente 
de 
remediación 

427519 9878636 

Fuente: Mapa Interactivo, Sistema Único de Información Ambiental SUIA, Ministerio 

del Ambiente, Agua y Transición Ecológica. 

​

Siendo que el Código Orgánico del Ambiente define pasivo ambiental como “aquel 

daño generado por una obra, proyecto o actividad productiva o económica, que no 

ha sido reparado o restaurado, o aquel que ha sido intervenido previamente pero de 

forma inadecuada o incompleta y que continúa presente en el ambiente, 

constituyendo un riesgo para cualquiera de sus componentes. Por lo general, el 

pasivo ambiental está asociado a una fuente de contaminación y suele ser mayor 

con el tiempo”, la respuesta del MAATE entra en contradicción con la información 

oficial del programa encargado de la identificación y remediación de pasivos 

ambientales (PRAS). Se recomienda investigar el estado de las 8 fuentes de 

contaminación (remediadas y pendiente de remediación). 

 

6. El levantamiento de un inventario de los pasivos ambientales que existen y 
se producirán en el proceso de abandono de la actividad extractiva, a efecto de 
que se pueda realizar el debido monitoreo de la reparación ambiental y de la 
naturaleza que efectúe EP Petroecuador conforme a los planes de cierre y 
abandono:  
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La respuesta del MAATE vuelve a negar la existencia de pasivos ambientales, en 

contraposición de la información pública disponible la cual muestra fuentes de 

contaminación (piscinas de hidrocarburos) sin remediar en el bloque ITT..  

Menciona también que la gestión ambiental del proceso de cierre la realiza el 

operador y que el MAATE realizará el control y seguimiento establecido en la ley.. 

 

7. Informe detallado y documentado de todas las medidas adoptadas para la 
reparación de la naturaleza, la protección de los PIAV y su territorio a partir de 
la notificación de los resultados de la Consulta Popular del 20 de agosto de 
2023. Un informe detallado de las medidas que se adoptarán para el mismo fin. 
Mencionar plazos y financiamiento (costo total y fuentes de financiamiento) 
previsto para la ejecución de la remediación ambiental: El MAATE establece que 

debido a sus funciones no está en capacidad de establecer plazos o costos de lo 

solicitado. De igual manera su rol de acuerdo a la normativa vigente estaría ligado a 

aprobar y controlar lo establecido en el Plan de Cierre y Abandono que debe ser 

ejecutado por el operador del Bloque. ​

 
8. Un informe detallado y documentado de las acciones de coordinación 
interinstitucionales entre distintas carteras del Estado vinculadas a las 
operaciones realizadas en el bloque 43 desde la expedición del Dictamen 
6-22-CP/23 el 9 de mayo de 2023 y posterior a la publicación oficial de los 
resultados de la consulta popular del 20 de agosto de 2023. En el que se 
particularicen las acciones vinculadas al cumplimiento de la consulta popular: 
En una primera consulta el MAATE no remitió ningún informe ni ningún detalle de 

acciones de coordinación interinstitucional. El Ministerio en cuestión explica que 

hasta la fecha no han sido convocados para este tipo de espacios y que la 

responsabilidad de cada ministerio le corresponde de acuerdo a lo establecido en la 

normativa vigente. En 2025 no se respondió al nuevo oficio de solicitud de 

información que entregó esta veeduría.​

 

9. El plan de monitoreo de pasivos ambientales para el bloque 43 y su 
correspondiente remediación ambiental: El MAATE notifica que no existen 

pasivos ambientales en el Bloque 43 y que por lo tanto no existe un plan de 

monitoreo. Sin embargo por la información pública se constata que sí han existido 

fuentes de contaminación sin remediar que constituyen pasivos ambientales de 

acuerdo con el Código Orgánico del Ambiente.​
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10. Registros de todos los monitoreos ambientales realizados por 
Petroecuador entregados al MAATE, así como los realizados por el propio 
ministerio entre 2016 al 2024: El MAATE comparte nuevamente el enlace 

correspondiente a los informes DIN. En estos informes técnicos se logró identificar 

que de los últimos 10 informes, 7 muestran aguas contaminadas, evidenciada en 

puntos de muestreo con índice de calidad de agua BMWP , en rangos de aguas muy 

contaminadas y moderadamente contaminadas (gráfico 4-11). 
 

GRÁFICO 1 

 

Cuadro incluido en el Informe DIN 18 del MAATE 

 

11. Informes de auditorías ambientales realizadas en el bloque 43 desde antes 
del inicio de sus operaciones hasta la actualidad: El el MAATE responde con un 

cuadro que muestra cinco auditorías realizadas en el bloque ITT. De las 5 sólo 1  

está aprobada, la auditoría bienal correspondiente a mayo de 2016. De acuerdo al 

MAATE estarían pendientes de aprobación 4 de cinco auditorías ambientales, desde 

2018.  

 

12. Informar sobre cualquier proceso de licitación para contratación de plan de 
cierre y abandono: El MAATE informa que este proceso le corresponde únicamente 

a EP Petroecuador.​

 

13. Detallar de manera motivada los requerimientos financieros para las 
operadoras de extracción de petróleo para la obtención de la licencia 
ambiental, particularmente para garantizar la ejecución de los planes de cierre 
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y abandono. Especificar si existen diferencias entre entidades públicas y 
privadas. Asimismo: 1. Adjuntar planes de cierre y abandono ejecutados en el 
país, cronograma y costos. 2. Adjuntar un listado y copias de pólizas para el 
cierre y abandono: El MAATE explica que de acuerdo al Código Orgánico de 

Ambiente en su artículo 183 sólo se exige una póliza o seguro a las entidades 

privadas para otorgar una licencia ambiental. En el caso de EP Petroecuador al ser 

una entidad pública no se solicita una póliza o seguro que garantice recursos para 

cumplir con el Plan de Manejo Ambiental del proyecto a ejecutarse.. 

 

●​ Anexo 1.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2023-2339-O: Oficio de EP Petroecuador del 12 

de octubre de 2023 en el que se explica que no se ha realizado una actualización del 

Plan de Cierre y Abandono del Bloque 43 porque se encuentran en etapa 

pre-contractual del servicio de consultoría para el “SERVICIO TÉCNICO 

ESPECIALIZADO DE EVALUACIÓN, DIAGNÓSTICO DE PROCESOS PARA EL 

ABANDONO DEL BLOQUE 43 –ITT”. 

 

●​ Anexo 2.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2023-1895-O: Oficio del MAATE del 25 de 

octubre de 2023 en el que se explica que para los lineamientos necesarios para la 

actualización del Plan de Cierre y Abandono del Bloque 43 deben seguirse los 

requerimientos mínimos detallados en el art.508 del Reglamento al Código Orgánico 

del Ambiente y lo dispuesto en el Art, 53 del Acuerdo Ministerial 100 A. Además se 

da a EP Petroecuador un plazo de 30 días para remitir la actualización del Plan de 

Cierre y Abandono del Bloque 43.  

 

●​ Anexo 3.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2023-2758-O: Oficio de EP Petroecuador del 7 

de diciembre de 2023 en el que se solicita al MAATE una prórroga de 30 días 

término para la entrega de la actualización del plan de cierre y abandono del Bloque 

43 (Campos Ishpingo, Tiputini y Tambococha). 

 

●​ Anexo 4.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2023-2207-O: Oficio del MAATE del 11 de 

diciembre de 2023 en el que se concede una prórroga de 15 días término para la 

entrega de la “actualización del plan de cierre y abandono del Bloque 43 ITT 

(Campos Ishpingo, Tiputini y Tambocha) correspondiente a todas las autorizaciones 

administrativas ambientales otorgadas”. 

 

●​ Anexo 5.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2024-0201-O: Oficio del MAATE del 29 de enero 

de 2024 en el que se otorga a EP Petroecuador un plazo adicional de 10 días 
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(impostergable) para la entrega de la “actualización del plan de cierre y abandono 

del Bloque 43 ITT (Campos Ishpingo, Tiputini y Tambocha) correspondiente a todas 

las autorizaciones administrativas ambientales otorgadas”. Además el documento 

recuerda que dicha información debe cumplir con lo establecido en el Acuerdo 

Ministerial 061, Art. 305. 

 

●​ Anexo 6.- Oficio Nro. PETRO-SSA-2024-0624-O: Oficio de Petroecuador del 6 de 

febrero de 2024 en el cual responde al requerimiento de entrega del Plan 

actualizado de Cierre y Abandono. La institución comunica que ha iniciado un 

levantamiento de información de la infraestructura existente en el Bloque 43. La 

empresa marca varias fases a cumplirse para poder remitir el plan solicitado, fases 

que además estima las necesarias para poder continuar con el proceso que califica 

como inédito. Las fases son: Fase 0 - Disposición Gubernamental: Disponer a todas 

las instituciones del Estado la elaboración de la estrategia para el abandono y 

recepción del área del Bloque 43 ITT. Fase 1 - Reforma de Normativa Legal 

aplicable. Fase 2 - Estudios e ingenierías para la pre factibilidad, factibilidad del 

proyecto y actualización del Plan de Cierre y Abandono. Fase 3 - Aprobación de la 

actualización del Plan de Cierre y Abandono por parte de las instituciones 

competentes; y, asignación presupuestaria. Fase 4 - Ejecución del Plan de Cierre y 

Abandono. Fase 5 - Control y verificación del cumplimiento del Cierre y Abandono, 

incluido la extinción de autorizaciones administrativas ambientales (licencias). 

 

●​ Anexo 7.- Oficio Nro. MAATE-DCA-2024-0344-O: Oficio del MAATE del 23 de 

febrero de 2024. El Ministerio responde que Petroecuador no remite la “actualización 

del plan de cierre y abandono del Bloque 43 ITT (Campos Ishpingo, Tiputini y 

Tambocha) correspondiente a todas las autorizaciones administrativas ambientales 

otorgadas”, por lo cual devuelve el trámite ingresado con oficio Nro. 

PETRO-SSA-2024-0624-O, de 06 de febrero de 2024. Y finalmente insiste en el 

pedido a Petroecuador para remitir a la “actualización del plan de cierre y abandono 

del Bloque 43 ITT (Campos Ishpingo, Tiputini y Tambocha) correspondiente a todas 

las autorizaciones administrativas ambientales otorgadas”. 

 

●​ Anexo 8.- Matriz Planes de Cierre y Abandono: Se remite las matrices de planes de 

cierre y abandono correspondientes a la Licencia Ambiental 315 y a la Licencia 

Ambiental 032. 
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●​ Anexo 9.- Oficio Nro. MAATE-SCA-2023-4770-O: Oficio del MAATE del 15 de 

diciembre de 2023 en el que la Subsecretaría de Calidad Ambiental aprueba la la 

Auditoría Ambiental de Cumplimiento Bienal Bloque 43, período 22 de mayo de 2014 

– 22 de mayo de 2016”, en cumplimiento a la condicionante de la Licencia Ambiental 

Nro. 315 en mención, así como el Plan de Acción resultante de la misma. 

 

●​ Anexo 10.- Memorando MAATE-SCA-2024-0257-M: Oficio del MAATE del 28 de 

febrero de 2024 donde se pide a la Dirección Zonal 8 iniciar las acciones 

administrativas sancionatorias correspondientes por la no presentación de la 

información solicitada en el oficio Nro. MAATE-DCA-2023-2207-O de 11 de 

diciembre de 2023. 

 

Luego de esta respuesta la Veeduría ingresó una nueva solicitud de información a través del 

Oficio No. 004-2025 el 1 de junio de 2025, la cual no obtuvo respuesta por parte de la 

institución.​

 

8.3.​ CORTE CONSTITUCIONAL 
 
El 27 de febrero de 2024 la Veeduría ingresó el oficio No. 006-2024 en la Corte 

Constitucional en el que se solicitó lo siguiente:  

 

1.​ Informe detallado de las gestiones realizadas en la fase de seguimiento dispuesta 

por la Corte Constitucional, conforme lo establecido en el dictamen de fecha 23 de 

mayo de 2023, dentro de la causa 6-22-CP/23. 

2.​ Detalle de las acciones informadas por parte de las autoridades obligadas por el 

dictamen de 9 de mayo de 2023 y el auto de ampliación y aclaración de 23 de mayo 

de 2023, dentro de la causa 6-22-CP/23 que hayan sido notificadas a la Corte. 

 

El requerimiento fue respondido el 5 de marzo de 2024 con el Oficio No. 

CC-SG-2024-1372-JUR con el siguiente texto: 

 

En este marco, la Corte Constitucional pone en conocimiento de los miembros de la 

veeduría ciudadana que, en virtud de los artículos 21 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional y 102 del Reglamento de Sustanciación de 

Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, este Organismo evalúa el grado de 

ejecución de las medidas dispuestas en sus sentencias y dictámenes. Para tal efecto, el 
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Pleno de la Corte Constitucional podrá expedir todos los autos conducentes a la ejecución 

integral de estas decisiones. 

 

De conformidad con el artículo 10 del Reglamento Orgánico de Gestión Organizacional por 

Procesos de la Corte Constitucional del Ecuador, la Coordinación de Seguimiento a 

Sentencias y Dictámenes Constitucionales de la Secretaría Técnica Jurisdiccional (“STJ”), 

órgano de apoyo de la Corte Constitucional, tiene, entre otras, la atribución de articular 

actividades de seguimiento al cumplimiento de sentencias y dictámenes constitucionales 

emitidos por este Organismo y elaborar borradores de autos de seguimiento sobre el grado 

de ejecución de estas decisiones. 

 

Así, la Coordinación de Seguimiento a Sentencias y Dictámenes Constitucionales realizará 

el análisis de la información remitida dentro de la causa en referencia y con base en las 

competencias legales oportunamente, elaborará el borrador de auto de verificación que 

corresponda, respecto de la verificación de la acción de consulta popular. 

 

Por otro lado, se pone en conocimiento de los miembros de la veeduría que toda la 

documentación de la causa 6-22-CP es de carácter público y puede ser consultada por la 

ciudadanía a través del Sistema Automatizado de la Corte Constitucional (“SACC”). El 

expediente electrónico de la causa 6-22-CP está disponible en el siguiente enlace: 

 

https://buscador.corteconstitucional.gob.ec/buscador-externo/principal/fichaSentencia?nume

ro=6-22-CP%2F23  

 

Finalmente, de la revisión del SACC, la Corte Constitucional ha identificado los siguientes 

oficios remitidos con posterioridad a la notificación del dictamen 6-22-CP/23: 

 

●​ Escrito presentado por el Ministerio de Energía y Minas, el 12 de mayo de 2023, a 

las 15h50. 

●​ Escritos presentados por EP Petroecuador, el 12 de mayo de 2023, a las 15h56 y a 

las 16h33. 

●​ Escritos presentados por la presidenta del Consejo Nacional Electoral, el 22 de 

mayo de 2023, a las 09h49 y a las 10h21. 

●​ Escrito presentado por el Colectivo Yasunidos, el 12 de septiembre de 2023, a las 

23h52. 

●​ Escrito presentado por la Fiscalía General del Estado, el 29 de septiembre de 2023, 

a las 13h20. 
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●​ Escrito presentado por el Colectivo Yasunidos, el 02 de diciembre de 2023, a las 

17h12. 

●​ Escrito presentado por la Subcoordinación Nacional de Control Social del Consejo 

de Participación Ciudadana y Control Social, el 29 de diciembre de 2023, a las 

11h40. 

●​ Escrito presentado por el Colectivo Yasunidos, el 01 de febrero de 2024, a las 

07h14. 

●​ Escrito presentado por Sofía Lorena Torres Caiza, coordinadora de la veeduría 

ciudadana, el 27 de febrero de 2024, a las 13h00. 

 

Además el 26 de mayo de 2025 mediante el Oficio N° 002-2025 esta veeduría solicitó lo 

siguiente: 

 

●​ Informe detallado de las gestiones realizadas en la fase de seguimiento dispuesta 

por la Corte Constitucional, conforme lo establecido en el dictamen de fecha 23 de 

mayo de 2023, dentro de la causa N° 6-22-CP/23. 

●​ Detalle de las acciones informadas por parte de las autoridades obligadas por el 

dictamen de 9 de mayo de 2023 y el auto de ampliación y aclaración de 23 de mayo 

de 2023, dentro de la causa N° 6-22-CP/23 que hayan sido notificadas a la Corte. 

 

En atención al deber de transparencia, rendición de cuentas y seguimiento efectivo al 

cumplimiento de las disposiciones emitidas por la Corte Constitucional, y con base en los 

principios que rigen el control ciudadano sobre la actuación de las instituciones del Estado, 

se evidencia lo siguiente: 

 

La Corte Constitucional no responde ninguno de los dos pedidos realizados por la veeduría 

ya que la institución no remite el informe detallado de las gestiones realizadas en la fase de 

seguimiento dispuesta por la Corte Constitucional, conforme lo establecido en el dictamen 

de fecha 23 de mayo de 2023, dentro de la causa N° 6-22-CP/23. Así mismo el enlace y el 

listado de los escritos presentados a la Corte Constitucional no corresponden a las acciones 

informadas por parte de las autoridades obligadas por el dictamen de 9 de mayo de 2023 y 

el auto de ampliación y aclaración de 23 de mayo de 2023, dentro de la causa N° 

6-22-CP/23 que hayan sido notificadas a la Corte.​

 

●​ La respuesta de la Corte Constitucional al pedido de la Veeduría permite deducir que 

ha existido por parte de la institución una ausencia de acciones concretas para dar 

seguimiento a la causa  N° 6-22-CP/23. En la información remitida no existen oficios 
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u otro tipo de documentos notificando o comunicando a las instituciones 

responsables la obligación de dar cumplimiento a la sentencia de la causa N° 

6-22-CP/23. Tampoco hay documentación de parte de las instituciones responsables 

informando de acciones concretas a la Corte Constitucional para dar cumplimiento al 

resultado de la consulta popular.   

●​ El listado de la documentación entregada por la Corte Constitucional corresponde en 

parte a solicitudes y escritos previos a la realización de la Consulta Popular del 

Yasuní del 20 de agosto de 2023, como es el caso del pedido de aclaración de 

Petroecuador y del Ministerio de Energía y Minas. La documentación que 

corresponde a fechas posteriores a la realización de la Consulta Popular son 

únicamente escritos de organizaciones sociales que piden información y seguimiento 

a la Corte Constitucional, entre los cuales se incluye el mismo oficio de solicitud de 

información de esta veeduría.  

●​ Es fundamental enfatizar que la Corte Constitucional es la única institución 

observada por esta Veeduría que no concretó una reunión de enlace y que frente al 

pedido de información únicamente remitió información que ya es de acceso público. 

Además es de conocimiento de la Veeduría que la falta de respuesta ante el tema de 

la Consulta Popular del Yasuní se ha mantenido frente a otros pedidos de 

organizaciones de la sociedad civil que han solicitado se de paso a la fase de 

seguimiento o que han informado sobre eventos preocupantes que podrían significar 

el incumplimiento de la voluntad popular.  

Conforme consta en el Oficio No. CC-SG-2024-1372-JUR, emitido por la Secretaría 

General de la Corte Constitucional el 5 de marzo de 2024, en atención a la solicitud 

realizada mediante el oficio 006-2024 por parte de la Coordinadora de la Veeduría 

Ciudadana, se puso en conocimiento el estado de la causa 6-22-CP/23, correspondiente al 

seguimiento del dictamen de la Corte Constitucional emitido el 9 de mayo de 2023, con 

auto de ampliación y aclaración de 23 de mayo de 2023. 

1. Competencia institucional y atribuciones de seguimiento 

La Corte Constitucional, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y conforme a lo 

previsto en el artículo 21 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional (LOGJCC), así como en el artículo 102 del Reglamento de 
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, tiene la 

competencia de verificar el cumplimiento de sus decisiones mediante procesos de 

seguimiento a la ejecución de dictámenes y sentencias. 
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En este contexto, la Coordinación de Seguimiento a Sentencias y Dictámenes 
Constitucionales —órgano técnico adscrito a la Secretaría Técnica Jurisdiccional (STJ)— 

es la unidad encargada de realizar el análisis de las acciones de cumplimiento reportadas 

por las entidades obligadas, así como de elaborar los borradores de autos de 
verificación, que posteriormente serán conocidos y resueltos por el Pleno de la Corte. 

2. Estado actual del procedimiento de seguimiento 

Del contenido del oficio antes citado, se desprende lo siguiente: 

●​ La Corte reconoce la recepción de escritos e informes de cumplimiento remitidos 

por diversas instituciones públicas y colectivos ciudadanos, en los meses posteriores 

a la emisión del dictamen constitucional.​

 

●​ Se indica expresamente que el análisis de esta documentación se encuentra en 
curso dentro de la Coordinación de Seguimiento, y que en el marco de sus 

atribuciones se procederá a la elaboración del respectivo borrador de auto de 
verificación del cumplimiento.​

 

●​ La Corte recuerda que toda la documentación correspondiente a la causa 

6-22-CP/23 es de carácter público, y puede ser consultada en el Sistema 

Automatizado de la Corte Constitucional del Ecuador (SACC), garantizando así el 

principio de transparencia procesal.​

 

3. Ausencia de resoluciones posteriores 

Hasta la fecha de corte de esta revisión (septiembre de 2025), no se ha hecho pública 
ninguna resolución, auto de seguimiento, ni pronunciamiento oficial adicional por 

parte del Pleno de la Corte Constitucional en relación con el grado de cumplimiento de las 
medidas dispuestas en el dictamen 6-22-CP/23. 

Tampoco se ha publicado convocatoria a audiencia pública, notificación de resolución 

parcial, ni informes técnicos complementarios que den cuenta de un avance sustancial en la 

fase de seguimiento procesal. 

4. Conclusiones jurídicas 

●​ No existe evidencia pública de que el borrador del auto de verificación haya sido 

concluido ni elevado al conocimiento del Pleno de la Corte Constitucional hasta la 
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presente fecha.​

 

●​ El proceso de análisis documental e institucional se encuentra, presumiblemente, 

aún en fase interna de sustanciación técnica dentro de la Secretaría Técnica 

Jurisdiccional.​

 

●​ La falta de pronunciamiento formal no implica incumplimiento por parte de la 
Corte, sino que obedece a los tiempos técnicos y jurisdiccionales propios del 

procedimiento de verificación de cumplimiento.​

 

●​ Corresponde a las veedurías ciudadanas, en el marco de sus atribuciones legales, 

continuar ejerciendo control social y, si lo estiman pertinente, solicitar 
actualizaciones formales sobre el estado del seguimiento conforme al principio de 

participación y transparencia. 

Se pone en conocimiento de los miembros de la veeduría que toda la documentación de la 

causa 6-22-CP es de carácter público y puede ser consultada por la ciudadanía a través del 

Sistema Automatizado de la Corte Constitucional (“SACC”). El expediente electrónico de la 

causa 6-22-CP está disponible en el siguiente enlace: 

 

https://buscador.corteconstitucional.gob.ec/buscador-externo/principal/fichaSentencia?nume

ro=6-22-CP%2F23  

8.4.​ MINISTERIO DE LA MUJER Y DERECHOS HUMANOS 

 
El 26 de mayo de 2025 mediante Oficio N° 005-2025, esta Veeduría solicitó a la entonces 

Ministra del Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos, Ariana Tanca, se confiera la 

siguiente información: 

 

1. Los informes de la situación, localización y demás información vinculada a los Pueblos 

Indígenas en Aislamiento Voluntario (PIAV). Tal informe debe detallar todas las sus señales 

de presencia reportadas en la región con respectivas coordenadas. 

 

2. Los informes sobre la situación de DDHH de las poblaciones cercanas al Bloque 43 

desde el inicio hasta la actualidad. 
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3. Las medidas inmediatas de reparación de la naturaleza y protección del territorio de los 

PIAV, que se han adoptado y que se adoptarán para el cumplimiento del dictamen y la 

voluntad expresada en los comicios del 20 de agosto del 2023. 

 

La solicitud fue respondida 5 de junio de 2025 mediante Oficio 

MMDH-MMDH-2025-0546-OF al cual se adjuntó el informe: ACCIONES PARA LA 

PROTECCIÓN DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS EN AISLAMIENTO VOLUNTARIO EN LA 

ZONA INTANGIBLE TAGAERI TAROMENANE Y SU ÁREA DE INFLUENCIA. SOLICITUD 

DE INFORMACIÓN RESPECTO AL CIERRE DEL BLOQUE 43-ITT 

(ISHPINGO-TAMBOCOCHA-TIPUTINI) EN EL PARQUE NACIONAL YASUNÍ. 

 

Luego de revisar la información entregada por el entonces Ministerio de la Mujer y Derechos 

Humanos. A continuación se puede destacar los siguientes puntos clave de dicho informe: 

 

-​ El informe reconoce la competencia de esta cartera del Estado con respecto a la 

protección de la integridad y de la vida de los Pueblos Tagaeri y Taromenane debido 

al proceso de medidas cautelares No. MC-91/06 en el que la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) insta al Estado ecuatoriano a “adoptar 

las medidas que sean necesarias para proteger el territorio en el que habitan, 

incluyendo las acciones requeridas para impedir el ingreso de terceros.” Esta función 

la cumple la Dirección de Monitoreo y Seguimiento de Protección a Pueblos 

Indígenas en Aislamiento Voluntario (DMSPPIAV) que en el momento de la 

respuesta entregada formaba parte del Ministerio de la Mujer y DDHH. 

-​ Con respecto al requerimiento de los informes sobre los PIAV. El Ministerio responde 

que debido al ACUERDO MINISTERIAL Nro. MMDH-MMDH-2022-0001-A del 13 de 

diciembre de 2022 donde se “declara como confidencial la información vinculada a 

PIAV de la Dirección de Monitoreo y Seguimiento de Protección a Pueblos Indígenas 

en Aislamiento Voluntario”, para el Ministerio “no es posible proceder con la entrega 

de este tipo de información sensible de la ubicación de estos pueblos porque la 

difusión de esta información y su posible filtración, pondría en riesgo la integridad 

física y cultural de los PIAV, y por ende vulneraría sus derechos fundamentales.” 

-​ Para el segundo punto de información en el que solicita los informes sobre la 

situación de DDHH de las poblaciones cercanas al bloque 43 desde el inicio hasta la 

actualidad, el informe indica que “el MMDH-DMSPPIAV, tiene como competencia 

exclusiva la atención y seguimiento de la protección de los PIAV, sin tener 

atribuciones directas sobre las poblaciones colindantes a los territorios de estos 

pueblos.” Además añade que “en el marco de las competencias del MMDH, no se 
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dispone de información específica de las poblaciones próximas al Bloque 43.” Sin 

embargo, de acuerdo a la Declaratoria de Interés Nacional de la Explotación 

Petrolera de los Bloques 31 y 43 dentro del Parque Nacional Yasuní se resolvió 

“Instaurar un sistema de monitoreo integral de las actividades extractivas 

autorizadas en los Bloques 31 y 43 dentro del Parque Nacional Yasuní, para 

precautelar los derechos de las personas, los derechos de las comunidades, 
pueblos y nacionalidades indígenas, especialmente los derechos de los 
pueblos en aislamiento voluntario; los derechos de la naturaleza y la 

conservación y uso sustentable de la biodiversidad.” Esto quiere decir que el 

monitoreo debía hacerse también para garantizar y registrar el efectivo cumplimiento 

de los derechos de todas las personas afectadas por la explotación petrolera en los 

Bloques 31 y 43. Asimismo era competencia del entonces Ministerio de la Mujer y 

Derechos Humanos “todas las competencias, atribuciones, funciones, 

representaciones, delegaciones, derechos, obligaciones, presupuesto, recursos, 

bienes y en general, todos los activos y pasivos que consten en leyes, decretos, 

reglamentos y demás normativa vigente, así como convenios, contratos y otros 

instrumentos jurídicos de la Secretaría de Derechos Humanos.” 

-​ Finalmente para el tercer punto de información solicitada sobre las medidas 

inmediatas de reparación de la naturaleza y protección del territorio de los PIAV, que 

se han adoptado y que se adoptarán para el cumplimiento del dictamen y la voluntad 

expresada en los comicios del 20 de agosto del 2023, el informe del Ministerio de la 

Mujer y Derechos Humanos responde que se han realizado inducciones en temática 

de derechos humanos y PIAV en el Bloque 43 y socialización del “Protocolo de 

Conducta que rige a los sujetos de control que desarrollan actividades 

hidrocarburíferas en zonas adyacentes y/o colindantes con la Zona Intangible 

Tagaeri Taromenane y su zona de amortiguamiento”. En total se capacitó 1983 

trabajadores durante el periodo enero 2019- abril 2025 a través de la DMSPPIAV 

que realizó un total de 49 inducciones al personal de Petroecuador, contratistas y 

subcontratistas que operan en el Bloque 43. También se realizaron patrullajes en el 

Bloque 43 colindante con la Zona Intangible Tagaeri Taromenane “a fin de buscar 

señales de presencia de PIAV o afectaciones/amenazas al territorio de estos 

pueblos, en cumplimiento de su misión institucional.” De 2019 a 2025 se han 

realizado un total de 33 patrullajes para este tipo de monitoreos en el Bloque 43. 
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8.5.​ DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

En el marco del seguimiento a la implementación del dictamen N.º 6-22-CP/23 de la Corte 

Constitucional, emitido con ocasión de la consulta popular del 20 de agosto de 2023 sobre 

la conservación del crudo del Bloque 43 (ITT) en el Parque Nacional Yasuní, se dirigieron a 

la Defensoría del Pueblo diversos requerimientos de información, con el objetivo de conocer 

las acciones institucionales desplegadas en relación con el cumplimiento del mandato 

popular y constitucional. 

Mediante oficio No. 003-2025, ingresado el 27 de mayo de 2025 a través del trámite externo 

No. DPE-DGD-2025-08736-E, se solicitó formalmente a la Defensoría del Pueblo: 

1.​ La entrega de un cronograma y hoja de ruta institucional destinados a vigilar el 

cumplimiento del dictamen constitucional referido y el resultado de la consulta 

popular; y 

2.​ La remisión de informes, documentos o insumos técnicos o jurídicos vinculados a 

inspecciones, visitas o procesos llevados a cabo por la institución en relación con el 

Bloque 43. 

Con fecha 6 de junio de 2025, mediante oficio Nro. DPE-DPE-2025-0381-O, suscrito por el 

Dr. César Marcel Córdova Valverde en calidad de Defensor del Pueblo encargado, se emitió 

respuesta formal a dicho requerimiento. En ella, la Defensoría del Pueblo manifiesta que, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 6, literal i), de la Ley Orgánica de la Defensoría del 

Pueblo, la institución únicamente está facultada para realizar el seguimiento de sentencias o 

acuerdos reparatorios cuando exista una delegación expresa por parte de los jueces 

constitucionales. 

En este sentido, tras el análisis del contenido del dictamen N.º 6-22-CP/23 de la Corte 

Constitucional, la Defensoría señala que no ha recibido atribución expresa para dar 

seguimiento al cumplimiento del mencionado pronunciamiento, razón por la cual no se 

encuentra legalmente habilitada para emitir cronogramas, hojas de ruta ni asumir un rol de 

control o supervisión directa sobre su ejecución. 

Adicionalmente, se informa que la Corte Constitucional dispuso la creación de un comité 

interinstitucional conformado por entidades del Ejecutivo, el cual sería el órgano encargado 

de planificar y llevar a cabo el retiro progresivo y ordenado de las actividades extractivas en 

el Bloque 43, conforme al mandato popular. 
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No obstante, en su comunicación, la Defensoría del Pueblo reitera su compromiso con los 

principios constitucionales y los instrumentos internacionales de derechos humanos y 

derechos de la naturaleza, manifestando su disposición a actuar dentro del marco de sus 

competencias. 

Cabe señalar que, en una reunión mantenida con anterioridad, el 30 de enero de 2024, 

entre funcionarios de la Defensoría del Pueblo y representantes de instancias ciudadanas, 

se había acordado —como parte de un proceso de colaboración interinstitucional— la 

construcción conjunta de una hoja de ruta para realizar visitas de verificación al Bloque 43, 

así como el intercambio de información relevante con el fin de facilitar el seguimiento al 

cumplimiento del dictamen constitucional. Estos compromisos, sin embargo, no son 

referidos ni retomados en el oficio de respuesta de junio de 2025, lo cual podría 

interpretarse como una modificación sustancial de la posición institucional previamente 

manifestada. 

En cuanto a la solicitud específica de informes y documentación técnica relacionada con 

inspecciones u otras actuaciones de la Defensoría del Pueblo en el Bloque 43, no se remitió 

documento alguno ni se hizo referencia a la existencia o inexistencia de tales insumos, lo 

cual representa una omisión relevante frente al principio de transparencia y el deber de 

colaboración entre instituciones que actúan en el ámbito de la garantía de derechos. 

En suma, la respuesta institucional emitida limita la participación de la Defensoría del 

Pueblo a un rol estrictamente enmarcado en sus competencias legales, excluyendo toda 

actuación proactiva en relación con el seguimiento del dictamen constitucional sobre el 

Yasuní. Esta postura, si bien jurídicamente fundamentada, contrasta con el compromiso 

previo de apoyo técnico y articulación interinstitucional, y deja sin respuesta efectiva 

aspectos esenciales del requerimiento de información formulado. Ello plantea la necesidad 

de evaluar mecanismos jurídicos e institucionales adicionales que garanticen el monitoreo 

independiente del cumplimiento del mandato popular y constitucional en materia de 

derechos de la naturaleza. 

9.​ ANÁLISIS DE DOCUMENTACIÓN SOLICITADA POR LA VEEDURÍA A OTRAS 
INSTITUCIONES Y DOCUMENTACIÓN DE ACCESO PÚBLICO 
9.1.​ ASAMBLEA NACIONAL 

 

El 27 de febrero de 2024 la Veeduría envió un oficio de solicitud de acceso a la información 

pública Señora Doctora Mariana Yumbay Yallico, Asambleísta por Bolívar, en el que se 

solicitó lo siguiente:  
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1.​ Se haga partícipe a esta veeduría de la información entregada por parte de 

Petroecuador que en su calidad de asambleísta haya solicitado en referencia al 

objeto que ocupa a esta iniciativa ciudadana. 

 

El requerimiento fue respondido el 29 de febrero de 2024 mediante correo electrónico con el 

siguiente texto: 

 

Estimada compañera. 

Sofía Torres. 

Coordinadora de la veeduría ciudadana que vigila el cumplimiento de la Consulta Popular 

del Yasuní ITT. 

Colectivo Yasunidos. 

 

En atención a su solicitud de información, respecto del cumplimiento de la Consulta Popular 

sobre el Bloque 43 celebrada el pasado 20 de agosto. 

 

Nos permitimos adjuntar la información que nos entregó Petroecuador, además envió el 

siguiente link://nub https e.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY 

 

Por favor confirmar que la información enviada ha llegado muy amable, gracias 

 

Atentamente. 

 

Bolívar Beltrán 

EQUIPO ASAMBLEÍSTA MARIANA YUMBAY 

 

Luego de revisar la información entregada por la Corte Constitucional en respuesta al oficio 

de esta veeduría la asambleísta Mariana Yumbay solicita mediante oficio Nro. 

AN-13-MYY-2024, de fecha 29 de enero de 2024, a Petroecuador información referente a 

Consulta popular crudo ITT - Bloque 43.  

 

●​ En el documento se da respuesta a los 19 puntos, de los cuales tan solo se entrega 

información de 5 preguntas (5, 7, 9, 11 y 18), de las demás existen contestaciones 

por parte de entidades de EP PETROECUADOR. A continuación de la información y 

documentación proporcionada se puede rescatar el siguiente análisis de los 19 

puntos: 
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1.​ Al igual que la respuesta de EP PETROECUADOR, se detalla que se generaron 

informes preliminares. Sin embargo, la petición por parte de la veeduría habla de 

informes detallados pero la respuesta se enfoca en informes preliminares. En cuanto 

a las mesas de trabajo que se menciona, no se detalla que instituciones ni que se 

trató en las mesas de trabajo.  

2.​ Nuevamente se observa que no se ha generado el plan de cierre, retiro y 

remediación. Se argumenta que una acción de la magnitud del retiro de la 

infraestructura, la actividad y la remediación tiene que ser ordenada y progresiva ya 

que implica un sin número de implicaciones jurídicas, económicas, sociales y 

ambientales. 

3.​ No se envió el cronograma aduciendo que es necesario la definición de un marco 

jurídico que agrupe las distintas instituciones. 

4.​ En cuanto a los suscrito nuevos vínculos contractuales. La respuesta que da 

Petroecuador frente a la pregunta es ambigua. Si bien EP PETROECUADOR señala 

que no se han generado nuevos vínculos contractuales, no hay documentos que 

respalden esa respuesta, tan solo la resolución del Gerente de Activo. 

5.​ A través de la Asamblea Nacional, se proporciona la información correspondiente en 

el Anexo 2. En esta carpeta se encuentran las respuestas por parte de MAE 

(MAATE) desde el año 2016 al 2023 de las acciones realizadas ante eventos de 

remediación de las diferentes plataformas. Sin embargo, no se proporciona la 

información detallada de los informes de remediación de dichos puntos en cada 

periodo como se solicitó por parte de la veeduría. 

6.​ La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

7.​ La Gerencia de Comercio Internacional ha detallado el volumen y monto de 

exportaciones de crudo Napo, que proviene de varios bloques, incluyendo el Bloque 

43, y representa el 40% de la producción total de este tipo de crudo según 

estimaciones del Ministerio de Energía y Minas para 2024-2027. La información 

entregada se encuentra en el Anexo 3, 4 y 5 proporcionado, la información es parcial 

y separada, ya que en el Anexo 3 tiene la producción por pozo por mes y por año, 

pero no por el número de pozo y bloque. El Anexo 4 tiene información de Opex y 

Capex, por pozo y por bloque, pero no por mes tan solo por año. Además que solo 

hay información de 6 pozos. Y el Anexo 5 contiene la información por año y meses 

de la producción de barriles y el monto en dólares, sin embargo no se encuentra 
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desglosado por pozo y bloque. Finalmente, la argumentación para no dar el detalle 

de la cantidad de barriles extraídos para exportación es que dichas exportaciones se 

realizan desde el terminal marítimo de OCP, donde se mezclan y almacenan crudos 

de diversas calidades y orígenes. 

8.​ La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

9.​ Se encuentra disponible en el Anexo 6 los programas de compensación por 

comunidad, y el monto de indemnización de las comunidades kichwas de Chiro Isla, 

Sinchichita, San Vicente, Boca Tiputini, Puerto Miranda, Puerto Quinche y waorani 

de Kawymeno. Además de los convenios que han sido firmados y aprobados por 

comunidad para indemnizar, sin embargo, no existe detalle en documentación 

adicional del tipo de compensación que se realizó y cuál es la naturaleza de la 

compensación. 

10.​De igual forma que en el punto 9, la información se encuentra parcial y no existe el 

detalle de los informes de compensación por comunidad, sólo información general 

de los convenios firmados completados y pendientes. 

11.​En respuesta envió el Anexo 7, el cual contiene la localización de todos los pozos 

por bloque y tipo del Bloque 43 ITT. La información es completa.  

12.​La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

13.​La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

14.​La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

15.​La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 
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16.​La información del estado de los mecheros, ubicación y detalle se encuentra en el 

Memorando Nro. PETRO-EXP-2024-0204-M en contestación a la Asamblea 

Nacional. Sin embargo, no existe información complementaria por parte de la EP 

PETROECUADOR.  

17.​La información no se encontraba disponible en la nube corporativa 

https://nube.eppetroecuador.ec/index.php/s/qcQSJ2M8H2dKMGY, la cual tenia una 

vigencia de 15 días, al igual que sucedió en la respuesta anexada por EP 

PETROECUADOR. 

18.​El costo por barril del bloque 43 ITT proporcionada a través de la Asamblea Nacional 

se encuentra en el Anexo 8. Aunque se proporciona los costos por mes en el año 

2023, además del OPEX TOTAL, OPEX (sin PP: 00, 50, 98, 99), CAPEX, 

producción, costo de producción, costo de operación e indicador de costo total. Sin 

embargo, la información de la pérdida de grados API que implica mezclar el crudo 

del ITT con el crudo del Napo no se encuentra disponible. 

19.​ El plan financiero para el cierre del bloque 43 no fue enviado, alegando que “siendo 

un proceso inédito que no se ha realizado en la industria petrolera, es necesario se 

efectúen sendas reformas al marco jurídico aplicable para instrumentar el 

cumplimiento del Dictamen Nro. 6-22-CP/23.” 

 

A continuación están el nombre de los anexos entregados:  

 

●​ anexo_1_-_antecedentes03944200017073518310140767001707442572.zip 

●​ anexo_2_-_pregunta_50654371001707442572.zip 

●​ anexo_3_-_pregunta_70160994001707442573.zip 

●​ anexo_4_-_pregunta_7_fin0559466001707442573.zip 

●​ anexo_5_-_respuesta_7_ci0964866001707442573.zip 

●​ anexo_6_-_preguntas_9_y_100366419001707442574.zip 

●​ anexo_7_-_pregunta_110737513001707442574.zip 

●​ anexo_8_-_pregunta_180130517001707442575.zip 

 
El 28 de junio del 2025 la veeduría tuvo acceso a un documento con información solicitada 

por la asambleísta Jahiren Elizabeth Noriega Donoso, quien hizo requerimiento de 

información en relación a las acciones emprendidas por el Ministerio de la Mujer y Derechos 

Humanos, en el marco del Dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional, en el cuál se 

determinó el cierre del Bloque 43-ITT (Ishpingo,Tambococha, Tiputini) en el Parque Nacional 

Yasuní. 
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La asambleísta hace cuatro grandes pedidos de información que son: 

 

1) Los informes de la situación, localización y demás información vinculada a los Pueblos 

Indígenas en Aislamiento Voluntario (PIAV). Tal informe debe detallar todas las sus señales 

de presencia reportadas en la región con respectivas coordenadas, 

2) Los informes sobre la situación de DDHH de las poblaciones cercanas al Bloque 43 

desde el inicio hasta la actualidad, 

3) Las medidas inmediatas de reparación de la naturaleza y protección del territorio de los 

PIAV, que se han adoptado y que se adoptarán para el cumplimiento del dictamen y la 

voluntad expresada en los comicios del 20 de agosto del 2023 y 

4) Coordinación Interinstitucional para cierre del Bloque 43. 

 

A continuación un resumen de las respuestas emitidas por el Ministerio de la Mujer y DDHH, 

que puede ser verificada en el siguiente link: 

https://drive.google.com/file/d/1KLL5zTPSkkawlpqIT5RCNTZU1vp_2A1n/view?usp=sharing  

 

Los informes de la situación, localización y demás información vinculada a los 
Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario (PIAV). Tal informe debe detallar todas 
las sus señales de presencia reportadas en la región con respectivas coordenadas. 
 

Citando el artículo 57 de la Constitución, el Convenio 169 de la Convención Internacional 

del trabajo sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, el artículo 3 de la 

Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, la 

declaratoria de confidencialidad de información relacionada con los PIAV  mediante acuerdo 

ministerial del 13 de diciembre del 2022 (entre otros), el ministerio de DDHH no considera 

posible hacer la entrega de la información solicitada, argumentando que una filtración de 

esta información podría poner en peligro a los PIAV. 

 

Los informes sobre la situación de DDHH de las poblaciones cercanas al Bloque 43 
desde el inicio hasta la actualidad. 
 

El ministerio recuerda a la veeduría que dentro de sus competencias se encuentran 

obligaciones nacionales e internacionales en materia de derechos humanos, así como la 

protección de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario. Quien tiene la competencia 

de defensa de DDHH en territorio nacional es la Defensoría del Pueblo y por eso solicitan 

que este requerimiento sea redirigido a dicha institución. 
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Las medidas inmediatas de reparación de la naturaleza y protección del territorio de 
los PIAV, que se han adoptado y que se adoptarán para el cumplimiento del dictamen 
y la voluntad expresada en los comicios del 20 de agosto del 2023. 

 
Dentro de la información que provee en Ministerio de DDHH se resaltan los 

siguientes puntos: 

 
●​ El Bloque petrolero 43 traslapa con la Zona de Amortiguamiento (ZA) de la ZITT 

●​ Mediante monitoreos del bloque 43 y sus alrededores se han detectado una alta 

diversidad de fauna y flora que podrían ser de provecho para los PIAV 

●​ La zona alrededor del bloque 43 presenta condiciones favorables para la movilidad 

de los PIAV. Esto no quiere decir que estas estén aptas a nivel ecológico, sino que la 

zona forma parte del territorio por el que los PIAV se podrían mover. 

●​ Se ha hecho inducciones sobre protocolos a seguir si es que algún trabajador de 

Petroecuador se topa con los PIAV 

●​ Desde 2019 se han hecho 49 inducciones. 

●​ Desde 2019 hasta abril de 2025 se han realizado 33 patrullajes en el bloque 43. No 

se han podido hacer más patrullajes por una prohibición de dirigentes de la 

comunidad Waorani de Kawimeno. 

●​ El ministerio hace notar que los resultados de sus monitoreos no son del todo 

confiables pues los PIAV están en continuo movimiento ya sea por voluntad propia o 

por presiones externas. 

●​ En sus patrullajes por el bloque 43 no detectó presencia de PIAV, pero sí se 
encontraron señales de fauna, flora, pantanos y demás factores ecosistémicos 
que pueden formar parte de la vida cotidiana de los PIAV  

●​ El ministerio también advierte que los patrullajes deben continuar hacia el sur del 

bloque 43 pues la competencia de recursos de subsistencia puede provocar 
contactos forzados con los PIAV 

●​ En los patrullajes realizados en la zona de amortiguamiento de la ZITT, que colinda 

con el Bloque 43 en el sector de Nashiño, se observó un ecosistema con recursos 

que podrían ser aprovechados por los PIAV, como flora y fauna que es propia de la 

dieta de estos pueblos en situación de aislamiento. 

●​ Los conflictos existentes en la población colindante a las áreas de hábitat de los 

PIAV, pueden generar afectaciones o incrementar las presiones por el 

aprovechamiento de recursos de la selva que son utilizados tanto por los PIAV como 

por las poblaciones vecinas. 
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Tras el análisis de la información remitida por la Asamblea Nacional en respuesta a los 

oficios solicitados por la Veeduría, se constata nuevamente un incumplimiento sustancial de 

la consulta popular del Yasuní y del dictamen 6-22-CP/23. De los 19 puntos requeridos, 

Petroecuador respondió de manera parcial únicamente a cinco, entregando documentos 

preliminares en lugar de informes detallados y negando información clave sobre 

cronogramas, plan de cierre, remediación y contratos. La empresa se limitó a justificar la 

falta de acciones con el argumento de que se requiere un marco jurídico y coordinación 

interinstitucional, sin presentar pruebas concretas de avances en el proceso de cierre del 

Bloque 43 ITT. 

 

La información entregada sobre exportaciones, producción, gastos e ingresos petroleros se 

encuentra incompleta, fragmentada y sin desgloses por pozo o bloque, lo que imposibilita un 

análisis riguroso sobre el impacto económico del Bloque 43. Además, el uso de plataformas 

digitales con enlaces de acceso limitado a 15 días constituye un obstáculo deliberado para 

la transparencia y el control social. Respecto a los convenios de compensación comunitaria, 

los anexos enviados carecen de detalles sobre la naturaleza, tipo de obras o servicios 

ejecutados, y se limitan a cifras globales sin trazabilidad, reproduciendo la misma opacidad 

detectada en otras respuestas institucionales. 

 

Por otra parte, las solicitudes realizadas por la Asamblea a instancias como el Ministerio de 

la Mujer y Derechos Humanos muestran un déficit claro en la protección de los PIAV y de 

los derechos humanos de las comunidades colindantes. Aunque el Ministerio reconoce la 

existencia de protocolos, patrullajes y capacitaciones, las acciones reportadas son formales 

y no constituyen medidas concretas de reparación ni de protección efectiva. La negativa a 

entregar información bajo el argumento de confidencialidad sin ofrecer alternativas seguras 

también limita la capacidad de control ciudadano, mientras que la ausencia de un plan 

operativo y de financiamiento confirma la falta de ejecución real del mandato popular. 

 

En conclusión, la documentación recibida por la Veeduría confirma que, a casi dos años de 

la consulta popular, el Estado ecuatoriano —a través de Petroecuador y de los ministerios 

responsables— no ha implementado acciones materiales para garantizar el retiro de la 

infraestructura petrolera, la remediación ambiental ni la protección de los pueblos en 

aislamiento voluntario. Las respuestas incompletas, ambiguas y fragmentadas, sumadas a 

la ausencia de un plan de cierre aprobado con cronograma, presupuesto y responsables 

definidos, constituyen un incumplimiento directo a la voluntad popular expresada en las 

urnas. Esta inacción prolonga la explotación en el Yasuní, vulnera derechos humanos y de 

la naturaleza, y erosiona la confianza en los mecanismos democráticos del país. 
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9.2.​ COMITÉ DE EJECUCIÓN DE LA VOLUNTAD POPULAR  YASUNÍ – ITT 
(CEVP YASUNÍ-ITT) 

El 20 de agosto del 2024 el Comité de Ejecución de la Voluntad Popular Yasuní - ITT 

presentó un informe de 304 páginas llamado INFORME SOBRE IMPACTOS, PUNTOS DE 

ATENCIÓN Y ACCIONES EJECUTADAS RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA 

CONSULTA POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y 

ABANDONO DEL BLOQUE 43 ITT. 

 

En una primera parte establece los antecedentes del bloque 43 ITT, exponiendo información 

general como su adjudicación, licencias ambientales o su declaratoria de interés nacional. 

También se establecen aspectos técnicos como la producción o la infraestructura dentro del 

bloque. 

 

El análisis hecho por el CEVP YASUNÍ-ITT se basa en tres escenarios. 1) Declinación 

natural 2) Declinación anticipada a 5 años y 3) Declinación anticipada a 4 años. El análisis 

también incluye ciertas consideraciones y restricciones para la ejecución de un plan de 

cierre.  

 

Las conclusiones del informe son que el cierre del bloque 43 del Yasuní tendrá un impacto 

económico significativo para el Estado de entre 2.198 y 3.581 millones, también se 

menciona que el cierre y abandono del bloque costará 1.345 millones.  

 

Como recomendaciones de próximas acciones el informe menciona que se debe continuar 

con una instrumentalización legal que incluya una actualización de normativa y una 

contratación de consultorías especializadas. 

 

El informe del CEVP YASUNÍ-ITT se publicó el 20 de agosto, la Veeduría han encontrado 

puntos importantes para mencionar sobre dicho informe. 

 

●​ Mucha de la información del informe del CEVP YASUNÍ-ITT, son datos que esta 

Veeduría solicitó con anterioridad a las instituciones observadas y, por lo tanto, ya ha 

sido analizada en otras secciones del presente informe. 

●​ El informe del CEVP YASUNÍ-ITT es un extenso documento de 304 hojas. Sin 

embargo, solo 149 páginas corresponden al cuerpo del informe. Las restantes 155 

hojas se refieren a Anexos con información repetida y que no aporta al proceso 
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transparente de actividades de cierre y salida de operaciones petroleras en el bloque 

43. 

●​ En el informe se menciona que existe un pozo que ya ha sido abandonado y que 

restan 246 por abandonar. Pero no se incluye evidencia de que el pozo haya sido 

“abandonado” como por ejemplo el nombre y la fecha de abandono, o una fotografía 

de la placa que por normativa ambiental debe colocarse en superficie.El informe 

tampoco proporciona evidencias de que tal pozo haya sido cerrado de acuerdo a la 

normativa ambiental. 

●​ Entre 2016 y 2022 el Ministerio de Ambiente y Petroecuador reportaron a la Corte 

Constitucional 26 eventos (eventos ambientales de derramamiento,  menores de 5 

barriles de crudo o menores a 70 galones de diesel) en el bloque 43. En el informe 

del CEVP YASUNÍ-ITT se reportan 29 eventos en el bloque 43. Esto significa que en 

el año en que Petroecuador debió parar la explotación, se dieron 3 derrames más. 

●​ El informe menciona, sin ningún respaldo técnico, que ninguno de los 29 derrames 

registrados en el bloque 43 ha afectado al ambiente. Dado que todo derrame de 

hidrocarburos genera un impacto negativo en el ambiente, esta aseveración es falsa.    

●​ Todos los escenarios planteados en el informe del CEVP YASUNÍ-ITT son un claro 

incumplimiento a la sentencia de la Corte Constitucional que establece que el cierre 

y abandono de toda explotación petrolera debe hacerse en un año después que los 

resultados de la consulta popular se hagan oficiales. 

●​ Se presentan tres escenarios de análisis del bloque: a) Declinación natural 

en un tiempo de 13 años y un volumen acumulado de 42.5 MMBLS; b) 

declinación anticipada a 5 años, en un tiempo de 5 años 5 meses y un 

volumen acumulado de 32.4 MMBLS; y c) declinación anticipada a 4 años, en 

un tiempo de 4 años y con un volúmen de 28.4 MMBLS.  

 

El informe refleja un incumplimiento evidente de la consulta popular del Yasuní de agosto de 

2023, donde la mayoría de ecuatorianos decidió mantener indefinidamente el crudo del 

Bloque 43 bajo tierra. Aunque se reconoce la creación del Comité de Ejecución de la 

Voluntad Popular Yasuní–ITT y la elaboración de un plan de cierre, las acciones concretas 

de retiro y abandono de operaciones siguen sin ejecutarse plenamente. Las instituciones 

responsables han priorizado el cálculo de pérdidas fiscales y la defensa de la continuidad 

operativa, en lugar de garantizar un cronograma inmediato y verificable de 

desmantelamiento, como lo ordena la Corte Constitucional en su dictamen 6-22-CP/23. 

 

Además, se identifican faltas graves en la implementación de este mandato: se mantienen 

contratos activos en el Bloque 43 que contravienen la prohibición de nuevas relaciones 
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contractuales, no se transparentan las metodologías para calcular los costos de cierre ni las 

proyecciones fiscales, y se otorga mayor énfasis a los impactos económicos que a los 

compromisos ambientales y sociales. Esta postura evidencia un sesgo institucional que 

debilita la ejecución del mandato popular, incumpliendo la obligación de reparar 

integralmente tanto a las comunidades indígenas afectadas como a la naturaleza en un área 

tan sensible como el Parque Nacional Yasuní.​

 

9.3.​ DOCUMENTACIÓN PÚBLICA DE EP PETROECUADOR 
Además de la información entregada por EP Petroecuador, la Veeduría consideró necesario 

hacer un análisis de la documentación de acceso público que emite esta institución. Desde 

su conformación hasta la fecha de cierre de este informe, se ha monitoreado la información 

publicada en la página web de la empresa.  

 

Para iniciar este proceso, se realizó una revisión de las cifras de producción publicadas del 

Bloque 43 - ITT. De acuerdo con el Informe Estadístico Mensual de Julio de 2024, la 

producción de este bloque entre enero y julio de este año ha sido la siguiente: 

 
GRÁFICO 2 

CAMPOS AÑO 2024 ENERO - JULIO  
Var. 
% 

24/23 ENERO FEBRERO MARZO ABRIL MAYO JUNIO JULIO 2024 2023 

Tiputini 427.820 387.393 396.294 383.259 395.599 242.597 332.184 2.565.145 3.304.238 -22,4 

Tambococha 481.551 437.461 451.546  434.974 440.402  274.020 383.767 2.903.721 4.276.760 -32,1 

Ishpingo 806.210 767.417 797.858 754.458 786.175 517.673 707.986 5.137.778 3.662.398 40,3 

Bloque 43 
ITT 

1.715.581 1.592.271 1.645.698 1.572.691 1.622.176 1.034.290  1.423.936  10.606.644 11.243.396 -5,7 

 

Fuente: Crudo por campos, cifras en barriles - Petroecuador. 

 

El cuadro proporcionado por Petroecuador da cuenta de varios puntos preocupantes para el 

objeto de la presente Veeduría debido a que, de conformidad con lo dispuesto en el 

dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional del Ecuador, Petroecuador debe realizar el 

retiro progresivo y ordenado de toda actividad relacionada a la extracción de petróleo en un 

plazo no mayor a un año desde la notificación de los resultados oficiales.  

 

Así, si bien las cifras generales muestran una reducción en la producción petrolera del 

Bloque 43 entre 2023 y 2024, las cifras mensuales nos permiten concluir que no se trata de 
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una acción deliberada de Petroecuador para el cierre progresivo y ordenado del bloque 

según la cual cada mes de forma consistente y progresiva se iría reduciendo la producción. 

Por el contrario, se puede ver cómo a pesar de que entre enero y febrero se reduce la 

producción del ITT en 123.310 barriles, luego en marzo esta subió 53.427 barriles para 

después bajar 587.886 barriles en junio y nuevamente aumentar 389.646 en julio.  

 

Al respecto, el documento de “Alternativas fiscales” entregado a la Corte Constitucional 

analiza dicha variación en la producción y da la siguiente explicación: 

 

El Gráfico 3 “contiene la extracción petrolera en el bloque ITT desde su inicio en 2016 hasta 

la actualidad. Los volúmenes extraídos mantienen una tendencia declinante desde 2019, 

cuando alcanzaron su máximo de 81.000 barriles diarios, hasta sus valores actuales de 

55.000, con una caída del 32%. La declinación se ha amortiguado con la entrada del campo 

Ishpingo, que contiene las mayores reservas. Sin embargo, el gráfico sugiere que el campo 

Ishpingo puede haber iniciado también una fase declinante. Además, la densidad del crudo 

de al menos uno de los reservorios es muy alta (8 grados API), tornando casi inviable su 

extracción a precios rentables. 

 

GRÁFICO 3 

 

Fuentes: Petroamazonas 2020, Petroecuador 2021 a 2024. 

 

El Gráfico 4 “representa la extracción en los campos Tiputini y Tambococha, afectados por 

una declinación persistente, que alcanza al 65%. Este fenómeno obedece al rápido 

aumento de la proporción de agua de formación (corte de agua), ocasionada por la alta 
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viscosidad de los crudos pesados en los yacimientos. Actualmente el campo ITT genera 11 

barriles de agua por cada barril de petróleo, que deben reinyectarse a costos altos. De esta 

forma los pozos tienen una vida corta y pierden rápidamente rentabilidad, como ocurrió 

también, aunque más lentamente, en los bloques 16 y 67, administrados por Repsol, 

empresa que decidió abandonar el país en 2021. Infante, Jimenez y Parra (2021) 

documentan este proceso con sólida información técnica y proyectan una rápida declinación 

futura en el campo ITT hasta su agotamiento en 2035.” 

 

 

GRÁFICO 4 

 

Fuentes: Petroamazonas 2020, Petroecuador 2021 a 2024. 

 

“En síntesis, el bloque ITT está en un proceso de acelerada declinación en dos de sus tres 

campos (Tiputini y Tambococha), mientras que el más reciente, Ishpingo, presenta mayores 

problemas de rentabilidad por la elevada densidad de su crudo, y con alta probabilidad 

declinará también en un futuro temprano. La posterior explotación de este bloque requiere 

altas inversiones de dudosa rentabilidad. En consecuencia, la moratoria de la decisión 

popular aprobada en la consulta de cerrar este bloque generará escasos recursos y 

requerirá inversiones que tienen un alto riesgo de generar pérdidas cuantiosas para el 

Estado.” 
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Con la culminación de la perforación de pozos en el ITT en febrero de este año, se ha 

tornado evidente que la producción del petróleo se encuentra en un franco proceso de 

declinación debido a las propias condiciones de los pozos (y no a la acción gubernamental 

para cumplir la consulta), pues en ocho meses de una producción de 58.195 barriles de 

petróleo por día (BPPD) al 29 de agosto del 2023 se redujo a 52.601 BPPD al 30 de abril 

del 2024. 

 

De un promedio de 55.341 barriles de petróleo por día (BPPD) en enero de 2024, la 

producción declinó a 52.423 BPPD en abril, solo en tres meses, lo cual representa una 

diferencia de 2.918 BPPD equivalente a una reducción del 5,2%. En los 70 días 

comprendidos entre el 21 de febrero y el 30 de abril de este año, una vez concluida la 

perforación de pozos y con 59 pozos cerrados, la producción de petróleo se redujo de 

54.539 BPPD a 52.601 BPPD, es decir una diferencia de 1.938 BPPD. 

La línea azul punteada del Gráfico 5 muestra la tendencia declinante de la producción de 

petróleo, sus valores se expresan en MBLS. 

 

GRÁFICO 5 

Fuente: EP Petroecuador Reportes de Producción Fiscalizada Diaria 21 febrero 2024-30 

abril 2024 Adaptación: F. Reyes C. 

 

La explicación de este fenómeno se asienta en el hecho físico del comportamiento del agua, 

cuyo fundamento radica en que al ser un fluido simple y con una viscosidad menor a 1 

centipoises tiene una movilidad mayor a la del petróleo pesado, que es un fluido complejo 

cuya viscosidad es mayor a los 300 centipoises, siendo este el motivo por el que con mayor 

velocidad y volumen se moviliza desde cada uno de los yacimientos de petróleo hacia los 

pozos productores. 
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Así se puede entender cuando se observa las cifras de la extracción del agua de formación, 

tal como aparece en el Gráfico 6, donde se observa que si bien la tendencia es ligeramente 

declinante su comportamiento presenta picos que representan incrementos temporales. La 

línea punteada roja muestra la tendencia, la que es mucho menos acentuada que la 

correspondiente al petróleo. 
 

GRÁFICO 6 

Fuente: EP Petroecuador Reportes de Producción Fiscalizada Diaria 21 febrero 

2024-30 abril 2024 Adaptación: F. Reyes C. 

 

En conclusión, a partir del análisis específico de la información pública provista por 

Petroecuador EP para el período estudiado, esta Veeduría puede afirmar que no se ha 

reportado una reducción de la producción de petróleo del Bloque 43 ITT motivada por el 

cumplimiento de la sentencia y que, más bien, la reducción registrada en el período 

estudiado corresponde a un proceso de declinación natural debidos a la dinámica de fluidos 

(petróleo vs. aguas de formación), lo que empata con los análisis de expertos y expertas con 

respecto a la calidad del crudo. Por tanto, se evidencia la falta de acciones de Petroecuador 

EP tendientes al cumplimiento de la voluntad soberana del pueblo del Ecuador, expresada 

en la consulta del 20 de agosto de 2023. 
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10.​ OBSERVACIONES Y CONCLUSIONES 
10.1.​ OBSERVACIONES A  LA DOCUMENTACIÓN ENTREGADA POR LAS 

DISTINTAS INSTITUCIONES 
10.1.1.​ EP PETROECUADOR 

 
EP PETROECUADOR, no entregó la siguiente información solicitada por la veeduría: 

●​ Informe detallado de las acciones tomadas a partir de la consulta popular del 20 de 

agosto de 2023 para dar cumplimiento al mandato popular en los términos previstos 

en el dictamen 6-22-CP de la Corte Constitucional. 

●​ El plan de cierre, retiro y remediación de toda la infraestructura petrolera construida 

en el Bloque 43, según lo dispuesto en el dictamen 6-22-CP de la Corte 

Constitucional, así como todos sus anexos y oficios relativos al mismo. 

●​ El cronograma de actividades y procesos conducentes al proceso de cierre, retiro y 

remediación ambiental del Bloque 43 para el cumplimiento del dictamen 6-22-CP. 

●​ Los contratos con sus anexos suscritos para la exploración, explotación petrolera y 

cierre en el Bloque 43. 

●​ Un detalle de las acciones concretas orientadas a reparar integralmente a las 

comunidades indígenas afectadas y dependientes de la empresa petrolera y a la 

naturaleza afectada por la infraestructura instalada. 

●​ EP PETROECUADOR presentó un INFORME PRELIMINAR SOBRE IMPACTOS Y 

PUNTOS DE ATENCIÓN RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE LA CONSULTA 

POPULAR PARA EL CIERRE ANTICIPADO DE OPERACIONES Y ABANDONO 

DEL BLOQUE 43 ITT pero este informe no logra responder las solicitudes de 

información de la veeduría. 

●​ Se evidencia que al momento de solicitud de información EP PETROECUADOR no 

ha realizado la actualización del Plan de Manejo Ambiental para el cierre de 

operaciones del bloque 43 ITT, como lo manda la normativa ambiental. 
●​ EP PETROECUADOR entregó documentación donde se especifica la cantidad de 

pozos adicionales luego de la consulta popular. Sin embargo, se solicitó una 

prórroga para la explotación con el número de contrato EXP N° 2022118, lo cual 

entorpece el proceso de cierre del bloque 43 ITT.  

●​ EP PETROECUADOR no presentó documentación acerca del “detalle las 

cantidades de barriles diarios obtenidos de cada bloque y que se transporta por el 

Crudo Napo, acompañado por su grado API correspondiente” y “copia de cada uno 

de los contratos de servicios para la producción y transporte de crudo, que se 

encuentran vigentes a la fecha, desglosado por bloque y grados API”, con la 
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argumentación de que la “información requerida excede el tiempo, su alcance y 

objeto”. 

●​ Existe información parcial proporcionada por EP PETROECUADOR acerca del gas 

asociado que se produce en el Bloque 43 –ITT (genera electricidad o se quema) y el 

consumo diario de diésel  y la empresa provee la electricidad. 

●​ De acuerdo al proceso de cierre de pozos, en el periodo de diciembre 2023 a febrero 

2024, sólo se envió una solicitud de cierre de pozo correspondiente a ISH-052. Sin 

embargo, de acuerdo a la información de EP PETROECUADOR, existen 63 pozos 

que han sido cerrados con el corte de 29 de febrero de 2024. No se especifican las 

fechas de cierre de los demás pozos. 

Además con respecto a la información entregada por la empresa pública se observa lo 

siguiente: 

 

●​ Acceso a la información y transparencia: Ante el oficio del 24-ene-2024, EP 

Petroecuador respondió solo 10 de 17 requerimientos (Of. 

PETRO-EXP-2024-0027-O del 06-feb-2024), negando el resto por “exceder el 

tiempo, alcance y objeto” de la veeduría. Esta negativa afecta información clave para 

verificar el cierre: localización de pozos de producción y reinyección, facilidades 

(oleoductos, vías, puertos), calidad de agua-aire-suelo desde 2013, manejo de agua 

de formación y mecheros, contratos y datos económicos desagregados mensuales y 

por pozo. La misma respuesta restrictiva se repite en 2025 

(PETRO-EXP-2025-0200-O y PETRO-EXP-2025-0251-O), lo que impide auditar el 

cumplimiento del dictamen 6-22-CP/23. 

●​ Plan inexistente o no aprobado: Lo remitido (12-ago-2024) es una “actualización de 

informe” con lineamientos y un cronograma tentativo (~5 años y 5 meses), no un 

Plan de Cierre, Retiro y Remediación aprobado por autoridades competentes. Se 

invoca la “necesidad de reformas legales” sin identificar qué normas requieren 

reforma ni los trámites seguidos. Tras casi dos años de la consulta, no hay 

resolución administrativa ni técnica que ponga en ejecución un plan de cierre 

validado. 

●​ Cronograma y procedimientos operativos: La empresa no presenta un cronograma 

verificable con hitos, metas y responsables. Reconoce que “no dispone de 

procedimientos específicos” para taponamiento de pozos en producción y que “se 

acogería” al RAOHE, evidenciando ausencia de protocolos internos de abandono 

acordes al mandato. 

●​ Continuidad operativa posterior a la consulta: Se reporta perforación adicional (12 

pozos Ishpingo en 2023-fin) amparada en contratos previos y reacondicionamientos 
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en 2024, incluso prórroga del contrato EXP-2022118 hasta 04-may-2024. Aunque se 

afirma que no hubo “nuevos vínculos contractuales”, se mantuvieron actividades y 

prórrogas que prolongan la explotación, contraviniendo el espíritu y los efectos 

inmediatos del dictamen (cese y cierre progresivo con medidas inmediatas). 

●​ Trámite de abandono insuficiente: Solo consta una solicitud de cierre (ISHB-052, 

05-feb-2024). Al 29-feb-2024 había 262 pozos (186 produciendo, 12 reinyectores, 63 

cerrados/inactivos, 1 abandonado), sin fechas de cierre para la mayoría. La brecha 

entre el universo de pozos y los expedientes de abandono evidencia inacción 

sistemática. 

●​ Monitoreo ambiental y pasivos: Se entregan 26 informes de ruido (2018-2024), uno 

de ellos no es de ruido sino de emisiones; se niega o no se entrega el acervo 

histórico completo de agua/aire/suelo (solo 1 informe de suelo) y la localización 

detallada de instalaciones y mecheros. Esto impide dimensionar pasivos y 

programar remediación inmediata, exigida por la Corte para proteger naturaleza y 

PIAV. 

●​ Derrames e incidentes sin trazabilidad: Se reconoce 29 derrames (12 dentro del 

PNY) y 2 incidentes con terceros, sin volúmenes ni fichas técnicas por evento. Sin 

cuantificación ni tratamiento documentado no es posible verificar reparación integral 

ni remediación efectiva. 

●​ Datos económicos opacos: No se entregan ingresos/gastos mensuales, 

CAPEX/OPEX y barriles por pozo desde 2013; lo remitido llega solo hasta 2023 

pese a que la producción continuó en 2024-2025.  

●​ Compensación social sin detalle verificable: Se informan convenios (83,04% de 

“cumplimiento” con ~USD 16,07 M ejecutados e indemnizaciones por ~USD 2,33 M) 

y pendientes por ~USD 41,19 M; sin embargo, no se desglosan obras/servicios ni 

criterios de priorización, y persisten pendientes sustantivos (p.ej., 20 compromisos 

de Kawymeno por USD 35,9 M). 

●​ Inspección en campo obstaculizada: EP Petroecuador fija plazos y condiciones que, 

junto con la oposición comunitaria reportada, terminaron impidiendo visitas técnicas 

de la veeduría. La empresa traslada la responsabilidad a las comunidades en lugar 

de articular garantías para el control social ordenado por la Constitución. 

 

10.1.2.​ MINISTERIO DE AMBIENTE, AGUA Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA 
 

En la respuesta al oficio ingresado por la veeduría al Ministerio de Ambiente, Agua y 

Transición Ecológica la Veeduría pudo comprobar inconsistencias e información de gran 

importancia para el proceso. Al respecto hay varias observaciones puntuales: 
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●​ En el primer punto de su respuesta el MAATE adjunta una carpeta con todos los 

informes  correspondientes a la Declaratoria de Interés Nacional (DIN), luego en el 

punto 9 la misma institución declara que el “MAATE notifica que no existen pasivos 

ambientales en el Bloque 43 y que por lo tanto no existe un plan de monitoreo.” Esto 

entra en contradicción directa con la información entregada en el punto 1 ya que el 

DIN 18 registra un cambio importante y grave en la calidad de las muestras de agua 

analizadas que el propio Ministerio “mal estado de conservación del medio acuático". 

●​ En el punto dos el MAATE no remite la información solicitada y se limita a responder 

de forma general. Sin embargo, la razón por la que la Veeduría preguntó al respecto 

a este ministerio fue porque en la reunión mantenida con la institución se explicó que 

había una diferencia de requerimientos entre las petroleras privadas y la petrolera 

estatal, específicamente respecto a la póliza exigida a petroleras privadas para 

garantizar que existan los recursos necesarios para cumplir con el Plan de Cierre y 

Abandono. No obstante este requisito es omitido para Petroecuador como petrolera 

estatal por lo que aunque en teoría debería tener un monto reservado para realizar 

el Plan de Cierre y Abandono presentado al MAATE para obtener las licencias 

ambientales de explotación, no lo tiene por no estar obligado a contar con una 

póliza.  

●​ En el punto cuatro al igual que en los anexos se evidencia que el MAATE no había 

recibido hasta la fecha del oficio de respuesta el Plan de Cierre y Abandono 

actualizado. Además tras el análisis del informe remitido por la CEVP YASUNÍ-ITT 

se concluye que este documento tampoco ha sido emitido para aprobación del 

MAATE hasta el 20 de agosto del presente año.  

●​ En el punto ocho el MAATE declara que hasta la fecha del oficio de respuesta no 

había sido convocado para ningún espacio de coordinación interinstitucional. Sin 

embargo en el Oficio Nro. PETRO-EXP-2024-0027-O del 6 de febrero, Petroecuador 

había dicho que en 2023 se realizaron reuniones de trabajo interinstitucionales y se 

menciona al MAATE como parte de las instituciones con quienes se trabajó. Esta 

evidente contradicción entre lo dicho por el MAATE y Petroecuador genera serias 

dudas sobre la veracidad de la información de las instituciones a las que la Veeduría 

observa.  

●​ En el punto trece el MAATE no explica el porqué de la diferencia de requerimientos 

financieros entre petroleras privadas y petroleras públicas. Pero el punto que mayor 

preocupación ha generado a la Veeduría es la siguiente declaración: 

“Adicionalmente, debemos indicar que, en la historia petrolera del Ecuador, desde la 

primera perforación de un pozo en el año 1911 y desde la creación del primer bloque 
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petrolero hace más de 40 años, nunca se ha cerrado un bloque petrolero, por ende, 

en consecuencia, no es posible atender el requerimiento 1 y 2 de esta pregunta, ya 

que no se ha realizado una actualización a la póliza para un plan de cierre y 

abandono.” Esta respuesta es sumamente preocupante por parte de la institución 

encargada de cuidar la naturaleza y el medioambiente así como de vigilar el 

cumplimiento de estándares de operaciones que podrían poner en riesgo el derecho 

a un ambiente sano de la población. De acuerdo a esta declaración en los más de 

cien años de historia petrolera del Ecuador no existirían precedentes de cierre de 

bloques petroleros a pesar de que en teoría la entrega de licencias ambientales 

están atadas a planes que deben garantizar el cuidado del medioambiente y la 

remediación de los ecosistemas en los casos en que haya impactos en los mismos. 

Esta declaración del MAATE levanta serias preocupaciones sobre el control de las 

operaciones petroleras de forma general y no solo para el proceso correspondiente 

al Bloque 43. En múltiples ocasiones a lo largo de la historia del Ecuador los bloques 

petroleros que dejan de ser rentables para las operadoras privadas (Repsol, 

Chevron-Texaco)11 son vendidos a empresas estatales que no solo no cuentan con 

parámetros de control para el cierre de sus operaciones por parte del MAATE sino 

que además ni siquiera se les exige garantizar el monto necesario para cumplir con 

los planes de cierre y abandono que presentan para la obtención de permisos 

ambientales. Tal accionar se traduciría en la práctica en operaciones que jamás 

contemplan los costos ambientales en su trabajo y en que la institución encargada 

de controlar el cuidado de la naturaleza ni siquiera contemple estándares para 

monitorear el cumplimiento o incumplimiento de la normativa que debe vigilar. 

●​ Respuesta incompleta y derivativa (22-abr-2024): El MAATE contesta con un oficio 

que, en lo sustantivo, redirige a documentos de terceros (oficios DIN/EP 

Petroecuador) y a un enlace genérico (carpeta de DIN), sin entregar informes 

propios, integrales y actualizados de impactos 2016-2024 ni análisis técnico de 

cumplimiento post-consulta. Ello diluye su rol rector y obstaculiza el control social 

efectivo. 

●​ Licencias vigentes sin ruta de extinción ni condicionamientos de cierre: Reconoce 

que siguen vigentes dos licencias (Res. 315/2014 y 032-SUIA/2019) y afirma que “no 

existe motivante” para extinguirlas sin debido proceso; sin embargo, no activa un 

procedimiento para condicionarlas o modificarlas a la luz del dictamen 6-22-CP/23 

(efectos inmediatos) ni formula un acto administrativo que imponga hitos y plazos 

vinculantes de cierre/remediación al operador. 

11 https://www.primicias.ec/noticias/economia/petroecuador-petrolia-bloques-petroleros/  
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●​ Plan de Cierre y Abandono - exigencia formal sin conducción material: Pese a 

otorgar plazos sucesivos a EP Petroecuador (oct-dic 2023 y ene-feb 2024), el 

MAATE devuelve el trámite (23-feb-2024) por no remitir la actualización solicitada, 

pero no acompaña con una hoja de ruta técnica ni con medidas 

cautelares/condicionamientos que aseguren el cese ordenado y progresivo. La 

“Matriz de Cierre y Abandono” remitida no suple un Plan aprobado con cronograma 

valorado, fuentes de financiamiento y responsables. 

●​ Pasivos ambientales - negación frente a evidencia oficial: El MAATE niega la 

existencia de pasivos en el ITT, pero el SUIA/PRAS muestra fuentes de 

contaminación con estado “pendiente de remediación” (piscinas ISHP_01_PIT_01P, 

ISHP_03_PIT_01P, TIPUTN_01_01P, entre otras). La contradicción implica falla de 

verificación y control, y la ausencia de un Plan de Monitoreo de Pasivos específico 

para el B43. 

●​ Monitoreo ambiental insuficiente y fragmentario: Remite a informes DIN; de los más 

recientes, 7 de 10 señalan aguas contaminadas en varios puntos (índice BMWP). 

Aun así, no presenta un programa correctivo con metas y plazos, ni resultados de 

monitoreos propios sistemáticos (aire/agua/suelo) 2016-2024, limitándose a registros 

parciales (ruido) que no cubren los componentes críticos para el cierre. 

●​ Auditorías ambientales con rezago: De 5 auditorías referidas al ITT, sólo 1 aparece 

aprobada (bienal 2014-2016); el resto se mantiene pendiente desde 2018. Este 

atraso invalida el ciclo de mejora y reduce la capacidad sancionatoria y de 

conducción del cierre. 

●​ Coordinación interinstitucional deficitaria: Informa no haber sido convocado a 

instancias de coordinación y no documenta acciones propias de liderazgo técnico 

para el cumplimiento del dictamen. En 2025 no responde a un nuevo requerimiento 

de la veeduría, afectando el principio de máxima publicidad y el control social. 

●​ Garantías financieras y asimetría regulatoria: Confirma que la póliza/seguro para 

licencias se exige solo a privados (art. 183 COA), no a EP Petroecuador; no propone 

mecanismos alternativos (fondos de garantía, fideicomisos) que aseguren recursos 

para la remediación y abandono, una omisión crítica en el contexto de cierre. 

●​ Medidas para remediación: El MAATE alega no poder fijar plazos ni costos por “no 

ser su competencia”, cuando sí le corresponde aprobar, condicionar y fiscalizar el 

Plan de Cierre con medidas inmediatas para proteger y reparar la naturaleza. Falta 

una resolución que ordene al operador acciones verificables (taponamiento por 

etapas, retiro de facilidades, manejo de agua de formación y mecheros, etc). 

●​ Acciones sancionatorias incipientes: Solo consta un memorando (28-feb-2024) para 

iniciar acciones administrativas por incumplimiento documental; no se acredita 
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seguimiento ni sanciones efectivas por la no presentación o por incumplimientos 

materiales de cierre/remediación. 

 

10.1.3.​ LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 

●​ La Corte Constitucional nunca recibió a la Veeduría para la reunión de enlace por lo 

que fue la única institución observada con quien no se pudo concretar este espacio 

de diálogo.  

●​ El oficio de respuesta entregado por la Corte Constitucional no respondió a ninguno 

de los pedidos de la Veeduría y se limitó a entregar varios enlaces a información que 

ya es pública. 

●​ El punto más preocupante de esta respuesta por parte de la Corte Constitucional es 

que pareciera no haberse realizado ninguna acción concreta para dar seguimiento al 

cumplimiento de la Consulta Popular o en todo caso que la institución decidió no 

entregar información al respecto. 

●​ Además enfatizamos la gravedad del silencio de esta entidad frente a las múltiples 

declaraciones de autoridades que amenazan el respeto de la voluntad popular y por 

lo tanto del precedente que esto implica para el respeto a los procesos de 

democracia directa impulsados por la ciudadanía.  

 

10.1.4.​ MINISTERIO DE LA MUJER Y DERECHOS HUMANOS 
 
A partir de la información remitida por esta institución, la veeduría hace las siguientes 
observaciones: 
 

●​ Negativa sustantiva a la información clave sobre PIAV: El MMDH invoca el Acuerdo 

Ministerial MMDH-MMDH-2022-0001-A para negar la entrega de datos de 

localización y señales de presencia de PIAV. Si bien la reserva de coordenadas 

sensibles es razonable, la cartera debió proveer versiones agregadas y 

anonimizadas (zonificación, matrices de riesgo, mapas sin coordenadas finas, series 

temporales), indispensables para auditar el cumplimiento del dictamen 6-22-CP/23 

sin poner en riesgo a los PIAV. La negativa total obstruye el control social. 

●​ Reducción indebida de competencias: El Ministerio afirma no tener atribuciones 

sobre “poblaciones próximas al Bloque 43”, limitándose a PIAV. Ello contradice la 

Declaratoria de Interés Nacional (DIN) y las funciones heredadas de la ex Secretaría 

de Derechos Humanos, que exigen un monitoreo integral de DD. HH. para todas las 
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poblaciones afectadas (no solo PIAV) y de los derechos de la naturaleza. La 

autolimitación deja sin cobertura a comunidades colindantes. 

●​ Medidas adoptadas de bajo impacto frente al estándar de “medidas inmediatas”: Las 

acciones reportadas (49 inducciones a 1.983 trabajadores 2019–abr/2025, 

socialización del Protocolo de Conducta y 33 patrullajes 2019–2025) son 

insuficientes respecto del mandato constitucional: no sustituyen planes operativos 

con alertas tempranas, rutas de contingencia, protocolos de cierre y no contacto, y 

mecanismos de reparación verificables. Falta cronograma, metas, presupuesto y 

fuentes de financiamiento. 

●​ Ausencia de productos verificables y reportabilidad: No se presentan informes 

periódicos públicos (con metodología, hallazgos, incidentes, medidas correctivas) 

sobre riesgo PIAV, tránsito de terceros, o presiones sobre la Zona Intangible 

Tagaeri-Taromenane (ZITT). Las cifras de capacitaciones y patrullajes carecen de 

indicadores de resultado (p. ej., reducción de riesgos, incidentes evitados, 

activaciones del protocolo). 

●​ Fallas de coordinación interinstitucional: No se evidencian actas, rutas ni acuerdos 

operativos con EP Petroecuador, MAATE, Interior/FF. AA. o CNE para hacer exigible 

el cierre progresivo y la protección efectiva del territorio PIAV. La respuesta se limita 

a describir acciones propias, sin mostrar liderazgo ni articulación acordes al mandato 

popular. 

●​ Enfoque reactivo, no precautorio: El énfasis en inducciones y patrullajes es reactivo; 

no se muestran evaluaciones de riesgo acumulado por continuidad operativa tras la 

consulta (tránsito, ruido, mecheros, obras), ni medidas precautorias para evitar la 

exposición o contacto. Tampoco se presentan mecanismos de alerta comunitaria o 

observación independiente. 

●​ Déficit de información sobre reparación: No hay detalle de medidas concretas de 

reparación ni acciones específicas de no repetición vinculadas al cierre (p. ej., 

corredores bioculturales, control de accesos, supervisión de retiro de facilidades en 

bordes de ZITT). La falta de plan y presupuesto impide evaluar cumplimiento. 

 
10.1.5.​ DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

 
A partir de la información remitida por esta institución, la veeduría hace las siguientes 
observaciones: 
 

●​ Renuncia a un rol activo en la defensa de derechos: La Defensoría del Pueblo, al 

ampararse en la ausencia de una “delegación expresa” de la Corte Constitucional, 

restringe indebidamente su función. El artículo 6 de la Ley Orgánica de la Defensoría 
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del Pueblo faculta a esta institución a velar por los derechos humanos y de la 

naturaleza, incluso de manera preventiva, sin necesidad de autorización judicial 

expresa. Esta interpretación minimalista la coloca en una posición pasiva frente a un 

mandato popular de carácter vinculante. 

●​ Incumplimiento de compromisos previos: La institución había acordado en enero de 

2024 la construcción conjunta de una hoja de ruta para realizar visitas de verificación 

al Bloque 43 y facilitar el intercambio de información con veedurías ciudadanas. Sin 

embargo, en su respuesta de junio de 2025 omite toda referencia a estos 

compromisos, lo que constituye una contradicción institucional y una señal de 

debilitamiento en su rol de garante de derechos. 

●​ Omisión de transparencia: Ante la solicitud de informes e insumos técnicos sobre 

inspecciones o actuaciones en el Bloque 43, la Defensoría no remitió ningún 

documento ni aclaró si tales insumos existen o no. Esta omisión vulnera el principio 

de transparencia y el deber de colaboración interinstitucional, obstaculizando el 

control social y debilitando la vigilancia ciudadana. 

●​ Desconexión con el mandato popular: La Defensoría reconoce la existencia del 

comité interinstitucional designado por el Ejecutivo para coordinar el cierre del 

Bloque 43, pero se limita a mencionarlo sin asumir un rol de veeduría independiente 

ni exigir estándares de cumplimiento. Con ello, deja de lado su obligación de actuar 

como contrapeso y garante de los derechos de las comunidades, los pueblos 

indígenas y la naturaleza. 

 

10.1.6.​ ASAMBLEA NACIONAL 
 

●​ En el documento se da respuesta a los 19 puntos, de los cuales tan solo se entrega 

documentación de 5 preguntas (5, 7, 9, 11 y 18). De las demás existen 

contestaciones por parte de entidades de EP PETROECUADOR o no existe 

información disponible. 

 

10.1.7.​ INFORME DEL COMITÉ DE EJECUCIÓN DE LA VOLUNTAD 
POPULAR  YASUNÍ – ITT (CEVP YASUNÍ-ITT) 

 
●​ El informe del Comité tiene serias inconsistencias en la información presentada a la 

Corte Constitucional y la información remitida a esta veeduría. Mucha de la 

información que se presenta está duplicada y no aporta al proceso transparente de 

cierre de operaciones.  
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●​ No coinciden el número de acuerdos firmados para la compensación a las 

comunidades de influencia directa como tampoco el porcentaje y el monto del 

presupuesto ejecutado. De hecho, el presupuesto ejecutado según el informe del 

CEVP YASUNÍ-ITT es menor al presupuesto que se le dijo a la veeduría se había 

ejecutado.  

●​ Se menciona que 1 pozo ha sido ya abandonado, pero no se incluye información 

clave como el nombre y la fecha de abandono. Tampoco se proporciona evidencia 

de esto como una fotografía de la placa, que por normativa ambiental debe 

colocarse en superficie. Tampoco el informe proporciona evidencia de que el pozo 

haya sido taponado y abandonado de acuerdo con la normativa ambiental. 

●​ El informe reitera lo que Petroecuador ya había respondido a nuestros oficios en 

meses anteriores, es decir, que la empresa está a la espera de una consultoría para 

poder actualizar el Plan de Cierre y Abandono del Bloque 43. Sin embargo, EP 

Petroecuador conocía de esta necesidad desde septiembre de 2023 y hasta la fecha 

no se ha concretado el proceso de contratación para poder avanzar con este 

documento fundamental para el cumpliento del mandato popular. Lo mismo sucede 

con el cronograma. A pesar de esto, el actual gobierno habría realizado el cierre de 

un pozo el 20 de agosto de 2024, sin embargo, esta acción no estaría pensada 

dentro del proceso de cierre progresivo y ordenado pedido por la Corte 

Constitucional puesto que no existe un plan aprobado por las autoridades. 

●​ El informe del CEVP YASUNÍ-ITT no evidencia que el Estado y la empresa pública 

EP PetroEcuador están dando pasos concretos hacia el cumplimiento de la voluntad 

popular. Por el contrario, se evidencia que ni siquiera se han actualizado los planes 

de manejo ambiental referentes al cierre de operaciones.  

 
10.2.​ CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA VEEDURÍA 

 
Tras el análisis de la documentación disponible, la Veeduría concluye que existen claros e 

irrefutables indicios de incumplimiento de la consulta popular del Yasuní del 20 de agosto de 

2023. Los informes y respuestas entregados por EP Petroecuador, el Ministerio de 

Ambiente y Transición Ecológica (MAATE), el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos 

(MMDH) y la Defensoría del Pueblo, junto con la documentación pública, revelan graves 

inconsistencias: divergencias en el número de pozos perforados en el Bloque 43, en los 

convenios de compensación social, y en los presupuestos y porcentajes de cumplimiento 

reportados. Esta falta de transparencia y coherencia refleja un incumplimiento material del 

dictamen 6-22-CP/23 de la Corte Constitucional. 
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EP Petroecuador ha prolongado sus actividades operativas mediante perforaciones 

adicionales, reacondicionamientos y prórrogas contractuales, sin ejecutar un Plan de Cierre 

y Abandono aprobado. Aunque la recomendación de contratar una consultoría para 

actualizar dicho plan se emitió en septiembre de 2023, hasta la fecha no se ha concretado, 

lo que impide contar con un cronograma verificable de abandono. Asimismo, la creación del 

Comité Interinstitucional dispuesto recién en mayo de 2024 demoró ocho meses y, pese a 

constituirse, no ha generado acciones concretas para el cumplimiento del mandato popular. 

La empresa pública también ha restringido información esencial sobre derrames, ingresos y 

gastos, pasivos ambientales y procedimientos de taponamiento, vulnerando la Ley de 

Transparencia (LOTAIP) y obstaculizando el control social. 

 

El MAATE tampoco ha ejercido con suficiencia su rol de autoridad ambiental. Aunque 

reconoce la existencia de planes de cierre, no ha iniciado su ejecución ni impuesto 

cronogramas vinculantes con metas, financiamiento y responsables. La entidad mantiene 

licencias ambientales vigentes sin condicionarlas al cierre progresivo, tolera rezagos en 

auditorías, y niega la existencia de pasivos ambientales pese a que el propio PRAS reporta 

ocho fuentes de contaminación, de las cuales tres permanecen sin remediar desde 2022. La 

remisión a enlaces genéricos, la falta de coordinación con EP Petroecuador y la ausencia 

de control efectivo dilatan las medidas inmediatas de reparación de la naturaleza y 

protección de los PIAV ordenadas por la Corte Constitucional. 

 

El Ministerio de la Mujer y DDHH, por su parte, restringió indebidamente sus competencias 

a la protección exclusiva de los PIAV, negándose a entregar información sobre derechos 

humanos de poblaciones cercanas al Bloque 43 y limitando sus acciones a patrullajes e 

inducciones formales sin plan operativo, cronograma ni financiamiento. Con ello incumple la 

obligación establecida en la Declaratoria de Interés Nacional de monitorear integralmente 

las actividades extractivas y garantizar la protección tanto de los PIAV como de todas las 

comunidades afectadas. La Defensoría del Pueblo, en cambio, adoptó una postura pasiva al 

interpretar de forma reduccionista sus competencias, negándose a elaborar cronogramas o 

a realizar verificaciones efectivas bajo el argumento de no tener delegación expresa de la 

Corte. Este formalismo, sumado a la falta de entrega de información y al incumplimiento de 

compromisos previos de acompañamiento, debilita el rol institucional de garante de 

derechos. 

 

En conclusión, a casi dos años de la consulta popular, ninguna de las instituciones 

responsables ha garantizado el cumplimiento efectivo del mandato popular. La inacción de 

EP Petroecuador, el ex MAATE, el ex Ministerio de la Mujer y DDHH y la Defensoría del 
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Pueblo, junto con el silencio de la Corte Constitucional, demuestran un incumplimiento 

estructural que pone en riesgo la democracia y la credibilidad de los mecanismos de 

participación ciudadana en el Ecuador. La ausencia de un Plan de Cierre aprobado, de 

cronogramas verificables, de transparencia informativa y de acciones inmediatas de 

reparación vulnera derechos de comunidades, PIAV y de la naturaleza, y desvirtúa el 

sentido histórico de la decisión ciudadana. Urge una respuesta firme y coordinada que 

materialice la voluntad popular y evite que este precedente se convierta en un retroceso 

irreparable para la democracia y la justicia ambiental. 

 

 

Frente a esto la Veeduría recomienda que: 
 
CORTE CONSTITUCIONAL 

●​ Pronunciarse con urgencia sobre el incumplimiento evidente del dictamen 

6-22-CP/23 y de la consulta popular. 

●​ Reciba en audiencia a los distintos colectivos, instituciones y ciudadanos que lo han 

solicitado con el fin de dar paso a la fase de seguimiento de cumplimiento del 

dictamen de esta institución. 

●​ Reciba cuanto antes a esta veeduría para establecer un canal de diálogo, con el fin 

de poder hacer entrega de este informe que busca generar insumos para exigir el 

cumplimiento del mandato popular expresado en las urnas el pasado 20 de agosto 

de 2023. 

 

EP PETROECUADOR 
●​ Petroecuador aclare las inconsistencias sobre el presupuesto y porcentaje ejecutado 

de los compromisos pendientes con las comunidades de influencia directa del 

Bloque 43, y que el CEVP YASUNÍ-ITT trabaje en un plan actualizado para 

garantizar el cumplimiento de dichos compromisos ya que en su mayoría se tratan 

de obras y servicios que le corresponden a las comunidades por derechos 

garantizados en la Constitución. 

●​ Cumplir de inmediato con la actualización, publicación y aprobación del Plan de 

Cierre y Abandono del Bloque 43, incluyendo cronograma valorado, presupuesto y 

garantías financieras. 

●​ Transparentar información sobre derrames, pasivos ambientales, procedimientos de 

taponamiento e indicadores económicos, en cumplimiento de la LOTAIP. 
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●​ Cesar de manera inmediata la extracción y producción de petróleo en el Bloque 43, 

que ha continuado en incumplimiento del mandato popular y ha generado nuevos 

incidentes medioambientales en los años posteriores a la consulta popular. 

 

MINISTERIO DE ENERGÍA Y MINAS 

●​ Liderar el proceso de coordinación interinstitucional con el Comité de Ejecución de la 

Voluntad Popular (CEVP Yasuní-ITT) e incluir en dicha coordinación a la NAWE y 

demás población presente en el Bloque 43. 

●​ Asegurar reformas legales y normativas necesarias para el abandono del bloque y 

exigir cronogramas vinculantes. 

●​ Garantizar que las actividades de cierre y remediación estén incluidas en los planes 

operativos de EP Petroecuador. 

 

MINISTERIO DE AMBIENTE, AGUA Y TRANSICIÓN ECOLÓGICA (MAATE) 
●​ Aclarar las discrepancias sobre pasivos ambientales, reconociendo las 8 fuentes de 

contaminación reportadas por PRAS (3 sin remediar desde 2022). 

●​ Imponer condicionamientos ambientales al licenciamiento, vinculando plazos de 

cierre y sanciones. 

●​ Aprobar y publicar el Plan de Cierre con cronograma verificable y transparentar la 

información ambiental existente. 

 

MINISTERIO DE LA MUJER Y DERECHOS HUMANOS 

●​ Asumir medidas inmediatas de protección de PIAV en zonas colindantes al Bloque 

43, superando la limitación de su rol a patrullajes e inducciones formales. 

●​ Diseñar un Plan de Protección y No Contacto con metas, presupuesto y articulación 

con otros ministerios y Petroecuador. 

●​ Establecer esquemas de transparencia segura (datos agregados, reportes 

trimestrales y veeduría independiente). 

 

DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
●​ Superar la interpretación reduccionista de sus competencias y asumir un rol 

proactivo en la verificación y seguimiento del cumplimiento del dictamen. 

●​ Cumplir compromisos previos de construir hojas de ruta y visitas de verificación al 

Bloque 43. 

●​ Exigir rendición de cuentas a Petroecuador, MAATE y demás entidades, 

garantizando la defensa activa de derechos humanos y de la naturaleza. 
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ASAMBLEA NACIONAL 
●​ Iniciar de manera inmediata un proceso de fiscalización sobre el incumplimiento de 

la Consulta Popular del Yasuní. 

●​ Exigir a EP Petroecuador y al Ejecutivo informes completos y públicos sobre las 

acciones de cierre, abandono y remediación del Bloque 43. 

●​ Convocar a audiencias públicas con participación de la Veeduría y de comunidades 

afectadas, para garantizar la transparencia del proceso. 

 

El incumplimiento de la Consulta Popular del Yasuní, a más de dos años de su celebración, 

refleja una grave falta de voluntad política e institucional. Petroecuador, el actual Ministerio 

de Energía y Ambiente, el Viceministerio de la Mujer y Derechos Humanos, la Defensoría 

del Pueblo y la Asamblea Nacional deben adoptar acciones inmediatas, vinculantes y 

transparentes para garantizar el cierre, retiro y remediación del Bloque 43, así como la 

protección de los PIAV y la reparación integral a las comunidades y la naturaleza. Así 

mismo el Ministerio de Economía y Finanzas debe destinar el presupuesto necesario para el 

cumplimiento de esta consulta popular. 

 

11.​ ANEXOS​
 

Los anexos son esenciales para la comprensión más amplia del informe ya que ofrecen 

información adicional que apoya y amplía los temas tratados. La revisión de estos 

materiales permitirá una interpretación más profunda y detallada de los hallazgos y 

conclusiones presentados. Para obtener acceso a todos los anexos referidos en el presente 

informe, consulte el siguiente enlace: 

https://drive.google.com/drive/folders/1zgvG4YMDIxJ77YrhkuUqDBUE5PlJvVVB?usp=share

_link  
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